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“Montevideo, 30 de marzo de 1998. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá el próxi- 
mo miércoles 1” de abril, a la hora 16, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Elección de miembros de la Comisión Permanente 
del Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitu- 
ción). 


2%) Informe de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción sobre el pedido de desafuero del señor Senador 
Jorge Gandini, solicitado por el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de 7* Turno. 


(Carp. N* 897/97 - Rep. N* 590/98.) 


3%) Informe de la Comisión designada para analizar las 
declaraciones efectuadas por el señor Presidente de 


co de influencias practicado por el señor Senador 
Rafael Michelini en dicho Ente. 


(Carp. N* 989/98 - Rep. N* 581/98.) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


4%) Por el que se modifica el régimen marcario vigente, 


proponiendo la adecuación en materia de propiedad 
industrial. 


(Carp. N* 745/97 - Rep. N* 578/98.) 
5%) Por el que se aprueba la Convención sobre Extradi- 
ción entre el Gobierno de la República y el Gobierno 

de la República Francesa. 


(Carp. N* 643/97 - Rep. N* 584/98.) 


6%) Por el que se aprueba la Convención de Viena sobre 
Responsabilidad Civil por Daños Nucleares y el Pro- 
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7%) 


8%) 


9%) 


10) 


11) 


12) 


13) 


14) 


15) 


tocolo Facultativo sobre Jurisdicción Obligatoria para 
la Solución de Controversias. 


(Carp. N* 933/97 - Rep. N* 582/98.) 


Por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción 
y Protección de Inversiones entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de la República Checa. 


(Carp. N* 850/97 - Rep. N* 586/98.) 


Por el que se aprueba el Acuerdo Comercial entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de la Repú- 
blica Checa. 


(Carp. N* 849/97 - Rep. N* 583/98.) 


Por el que se aprueba el Protocolo de Medidas Cau- 
telares negociado en el ámbito de la reunión de Mi- 
nistros de Justicia del MERCOSUR. 


(Carp. N* 868/97 - Rep. N* 585/98.) 


Por el que se aprueba el Protocolo de Armoniza- 
ción de Normas sobre Propiedad Intelectual en el 
MERCOSUR, en Materia de Marcas, Indicaciones de 
Procedencia y Denominaciones de Origen. 


(Carp. N* 795/97 - Rep. N* 589/98.) 


Por el que se designa con el nombre “Dora Pumar de 
González” el Jardín de Infantes N* 211 de la ciudad 
de Progreso, departamento de Canelones. 


(Carp. N* 919/97 - Rep. N* 567/98.) 


Por el que se designa con el nombre “Brigadier Ge- 
neral Manuel Oribe” la Escuela Rural N* 103 del 
departamento de San José. 


(Carp. N* 923/97 - Rep. N* 568/98.) 


Por el que se designa con el nombre “Gilberto Igle- 
sias” el Liceo de la ciudad de Progreso, 17* Sección 
Judicial del departamento de Canelones. 


(Carp. N* 926/97 - Rep. N* 569/98.) 


Por el que se designa con el nombre “Juan Omar 
Calandria” la Escuela N” 118 de la 1* Sección Judi- 
cial del departamento de Canelones. 


(Carp. N* 928/97 - Rep. N* 570/98.) 
Por el que se designa con el nombre “Curva de Brus- 
chi” la Escuela Rural N* 36 del departamento de 


Canelones. 


(Carp. N* 929/97 - Rep. N* 571/98.) 
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16) Por el que se designa con el nombre “José Percovich” 
la Escuela Rural N* 27 del departamento de Canelo- 
nes. 


(Carp. N* 935/97 - Rep. N* 572/98.) 


17) Por el que se designa con el nombre “Constancio C. 
Vigil” la Escuela N* 88 del departamento de Rocha. 


(Carp. N* 944/98 - Rep. N* 573/98.) 


18) Por el que se designa con el nombre “Enrique Vicen- 
te Mongrell Mónaco” la plaza de deportes del pueblo 
San Javier, departamento de Río Negro. 


(Carp. N* 946/98 - Rep. N* 574/98.) 


19) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para destituir de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence 27 de abril de 1998.) 


(Carp. N* 984/98 - Rep. N* 588/98.) 


una funcionaria del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. (Plazo constitucional vence 17 de mayo de 
1998.) 


(Carp. N* 979/98 - Rep. N* 587/98.) 


20) Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para 
destituir de su cargo a un funcionario del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. (Plazo constitu- 
cional vence 21 de abril de 1998.) 


(Carp. N” 983/98 - Rep. N* 579/98.) 


Jorge Moreira Parsons Mario Farachio 
Secretario Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Astori, Batlle, Bentancur, Bertolini, Brezzo, Cid, Couriel, 
Dalmás, Gandini, García Costa, Gargano, Hualde, Irur- 
tia, Korzeniak, Mallo, Michelini, Millor, Pais, Pereyra, 
Quarneti, Ricaldoni, Rodríguez, Santoro, Sarthou, Segovia 
y Storace. 


FALTAN: el señor Presidente del Cuerpo, doctor Hugo 
Batalla, por estar ejerciendo la Presidencia de la República; 
con licencia, los señores Senadores Fernández Faingold, Ga- 
rat, Heber, Ramos y Sanabria. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS -A la Comisión de Presupuesto.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Hay once señores Senadores en 4) PEDIDOS DE INFORMES 
Sala, razón por la cual, reglamentariamente, se puede iniciar la 
sesión. SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido de 


Está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 1? de abril de 1998. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comuni- 
cando la promulgación de los siguiente proyectos de ley: 


Por el que se autoriza la salida del país de los 
Buques Barreminas ROU 31 “Temerario” y ROU 33 
“Fortuna” para participar en la Operación “Aguas Cla- 
ras III”. 


Por el que se autoriza la salida del país del Buque 
Escuela “Capitán Miranda”. 


-Téngase presente. 


La Cámara de Representantes remite varias notas 
adjuntando: 


La versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por la señora Diputada Daisy Tourné relacionadas 
con la situación de la mujer en Afganistán, con destino 
a la Comisión de Asuntos Internacionales. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Y la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Diputado Jorge Orrico relacionadas con el 
control impositivo en las operaciones de transferencias 
de futbolistas, con destino a la Comisión de Hacienda. 


-A la Comisión de Hacienda. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva al 
Senado la solicitud de Juicio Político al Edil Carlos 
Sartorio integrante de la Junta Departamental de Cerro 
Largo a efectos de devolver el expediente a la citada 
Junta Departamental. 


-Inclúyase en el orden del día de la próxima sesión 
ordinaria del Senado. 


La señora María Carolina Cordone hija de un ex 
funcionario fallecido solicita su ingreso a la Cámara 
de Senadores. 


informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Mallo solicita se curse un pedi- 
do de informes al Ministerio de Economía y Finanzas, 
relacionado con la situación patrimonial del Banco Pan 
de Azúcar.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 1” de abril de 1998. 


Señor Presidente del Senado 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


En ejercicio de la potestad que me acuerda el artí- 
culo 118 de la Constitución, solicito a usted requiera 
del Banco Central de la República, por intermedio del 
Ministerio de Economía y Finanzas los siguientes in- 
formes: 


Análisis de la situación patrimonial del Banco Pan 
de Azúcar, intervenido por esa Institución con la debi- 
da discriminación de los siguientes períodos de tiem- 


po: 


1* Situación patrimonial al 22 de marzo de 1994 y 
su evolución hasta el 7 de abril de 1995 y situación al 
término del período. Determinando los principales fac- 
tores de deterioro. 


Qué tipo de seguimiento efectuaron los servicios 
del Banco Central, de la gestión de los Directores del 
Banco Pan de Azúcar en ese período. 


Qué tipo de gestiones realizó el Banco Central fren- 
te a la actuación del Directorio del Banco Pan de Azú- 
car para evitar el deterioro de la Institución. 


2” Análisis de la evolución patrimonial del 7 de 
abril de 1995 a la fecha de su intervención -setiembre 
de 1996-. Copia de los informes si los hubo, que se 
hubieren elevado al Directorio por parte de la Superin- 
tendencia de Contralor de las Instituciones de Interme- 
diación Financiera durante ese período. 


Qué tipo de seguimiento efectuaron los servicios 
del Banco Central de la gestión de los Directores del 
Banco Pan de Azúcar en ese período. 
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Qué actuación cumplió el Banco Central frente a la 
gestión del Directorio del Banco Pan de Azúcar para 
evitar el deterioro de la Institución. 


3” Análisis de la evolución patrimonial desde se- 
tiembre de 1996 a la fecha. 


4” Cuál es la acción inmediata que el Directorio del 
Banco Central, está determinado a desarrollar, específi- 
camente si el deterioro patrimonial del Banco Pan de 
Azúcar planteara la eventualidad del apoyo financiero 
del sector público. 


Luis Eduardo Mallo. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otro pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Cid solicita se curse un pedido 
de informes al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, relacionado con la si- 
tuación de la costa comprendida entre el Puerto de 
Piriápolis hasta la playa Solanas.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 30 de marzo de 1998. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente elevo al Sr. Presidente el siguiente 
pedido de informes sobre la situación de la costa que 
se extiende desde el Puerto de Piriápolis hasta la playa 
de Solanas. 


En este sector costero del departamento de Maldo- 
nado se viene produciendo una serie de hechos que 
crean preocupación a muchos de los ciudadanos que 
concurrimos con frecuencia a esta zona balnearia. Así, 
por ejemplo, la pavimentación de la carretera de la 
playa San Francisco incrementó el tránsito automovi- 
lístico en todo un vasto sector de la costa, lo que no 
deja de ser un elemento interesante como potencial 
desarrollo de esa zona de indudables atractivos turísti- 
cos. Sin embargo, su trazado atraviesa los espacios 
dunares, quitándole a los mismos la movilidad que 
resulta necesaria para la conservación tanto de esa pla- 
ya como de las vecinas. La fijación de las dunas por 
cualquier tipo de construcciones no sólo afecta la pla- 
ya donde ellas se realizan, sino que como consecuen- 
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cia de la pérdida en su dinámica, al impedir el arrastre 
y depósito de la arena, impacta negativamente en las 
playas vecinas. En igual sentido actúa el parador insta- 
lado sobre la playa de San Francisco, el que cuenta 
con un amplio espacio edificado, zonas destinadas a la 
práctica de deportes y una extensa área de estaciona- 
miento que contribuyen a la degradación del recurso. 


Sorprende entonces, que periódicamente se anun- 
cie la demolición de construcciones en Cabo Polonio 
con la amenaza y la preocupación para sus primitivos 
moradores, en tanto que en el departamento de Maldo- 
nado campea el criterio de máxima liberalidad, que se 
expresa en la construcción de gigantescos hoteles en 
sus playas, como es el caso del balneario de Manantia- 
les y la zona de la Barra del Arroyo Maldonado, así 
como la eliminación de importantes sectores costeros 
por la construcción de carreteras y calles. Expresión al 
parecer de la convivencia de dos criterios totalmente 
enfrentados, uno que intenta compatibilizar desarrollo 
y sustentabilidad, de aplicación en el departamento de 
Rocha, y el otro de claro perfil desarrollista para el 
departamento de Maldonado. 


Pero la situación de alarma en este balneario no se 
agota en el problema reseñado previamente, ya que al 
mismo se le suman los emprendimientos que se vienen 
ejecutando desde mediados de la década de los 80, 
donde se diseñó y construyó un nuevo trazo carretero 
que establece la conexión entre la playa de San Fran- 
cisco y la Ruta Interbalnearia. Esta carretera coloca a 
la playa de Punta Colorada en la misma situación de 
riesgo analizada previamente para la de San Francisco, 
con algunos agravantes. Esta, que constaba en su ini- 
cio de un simple camino de balasto de algo más que 
un carril, fue ampliada en el mes de enero del año en 
curso, construyéndose una carretera de doble carril al 
que se anexaron además espacios para estacionamien- 
to de vehículos que se asentaron sobre las dunas de la 
playa. Al tiempo que se ejecutaba la obra, se hicieron 
movimientos de arena en forma totalmente arbitraria, 
utilizando la misma para el relleno de diferentes zonas, 
desmontando médanos de la playa y colocando la arena 
así extraída al norte de la ruta, expresando de esta for- 
ma, la falta de conocimiento sobre el tema. Es que la 
construcción de la carretera paralela a la playa, no sólo 
tiene sobre la franja costera los efectos directos señala- 
dos, sino que además, coloca a los habitantes en una 
situación de riesgo por el notorio incremento del tránsi- 
to y la velocidad del mismo. A esto se agrega la conta- 
minación del entorno con metales pesados y derivados 
de hidrocarburos, generados en la circulación de auto- 
motores, como consigna la bibliografía internacional con- 
sultada, que en forma inevitable contaminarán la arena 
y el agua de la zona. (Erosión, Sediment and Runoff 
Control for Roads and Higways Report” United States 
Environmental Protection Agengy, Office of Water 
4503F, EPA 841-F-95-008d, December 1995). 
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A lo grave de la situación, se debe agregar que la 
facilidad de acceso a la zona, llevó a otros impactos 
negativos sobre el entorno, como el que resulta del 
robo indiscriminado de arena y cantos rodados, que 
transformó al balneario en una patética sucesión de 
cráteres, con nivelación incluso de algunos terrenos 
particulares, caída de árboles y postes de luz produci- 
dos por la extracción del soporte del basamento. 


Otro de los hechos, llamativo y al mismo tiempo 
sorprendente, sucedió en el mes de diciembre próximo 
pasado en que la Intendencia Municipal de Maldonado 
patrocinó una carrera de automóviles en el centro de la 
ciudad de Piriápolis. Para acondicionar el circuito de la 
carrera, se extrajo toneladas de arena de la playa de 
Punta Colorada, que se colocaron en las calles de la 
ciudad para actuar como “amortiguadores” de los autos 
que eventualmente salieran de la pista. Gracias a la 
rápida respuesta del Capitán de Fragata Gustavo Blan- 
co Lamas, al frente de la Subprefectura de Piriápolis, se 
pudo evitar que tamaño despropósito continuara, pero 
el mismo es ejemplo de la ligereza con que el tema es 
abordado. Tal situación motivó mi denuncia al Edil Wal- 
ter Bonilla de Asamblea Uruguay-FA, integrante de la 
Junta Departamental de Maldonado, impulsor de la crea- 
ción de la Comisión de Medio Ambiente en ese órgano, 
el que con celeridad elevó a los Ediles de la Junta Local 
de la ciudad de Piriápolis la problemática planteada. La 
denuncia disminuyó notoriamente el uso discrecional 
del recurso por parte de la Intendencia, pero no pudo 
evitar el robo realizado por particulares, como tampoco 
el emprendimiento carretero que más arriba menciona- 
mos y que a la postre resultó peor que lo previo por su 
magnitud y por lo que anticipa en el futuro de no to- 
marse medidas de reversión. 


Como corolario del total descontrol sobre la zona, 
refiero que en el mes de noviembre y diciembre pasa- 
do un grupo de operarios con una pala excavadora y 
varios camiones, procedieron a extraer toneladas de 
“conchilla” de la zona conocida como Punta Negra o 
Punta Rasa, depositadas a través de los años, verdade- 
ra interfase que contiene detritus y diferentes organis- 
mos, que va al mar con las crecidas enriqueciéndolo 
con toda suerte de sustancias nutritivas para peces y 
otra fauna marina. Cuando hicimos la denuncia en la 
Subprefectura de Piriápolis se me informó que la ex- 
tracción había sido autorizada por el Ministerio de 
Ganadería Agricultura y Pesca, y que la misma podía 
ser realizada durante un período de 3 meses, tiempo 
más que suficiente para extraer la totalidad del material, 
como efectivamente sucedió, dejando la zona muy alte- 
rada por su extracción así como también por la circula- 
ción de vehículos pesados sobre la zona de playa. 


Todos estos elementos son claramente violatorios 
de la Ley N* 15.903 de 1986, que establece una franja 
de defensa de la ribera del Océano Atlántico, el Río de 
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la Plata, Río Uruguay y Laguna Merín, “para evitar 
modificaciones perjudiciales a su configuración y es- 
tructura”. La ley establece también que: “... cuando exis- 
tiesen rutas nacionales o ramblas costaneras abiertas y 
pavimentadas, a una distancia menor de doscientos cin- 
cuenta metros del límite superior de la ribera, el ancho 
de la faja de defensa se extenderá solamente hasta dichas 
rutas o ramblas”. La ley es clara en cuanto a su objetivo 
al establecer que se intenta, por un lado, evitar modifica- 
ciones perjudiciales a su configuración y estructura den- 
tro de la faja de defensa de la ribera, al tiempo que 
contemplar las situaciones de rutas nacionales o ramblas 
costaneras abiertas y pavimentadas, colocándolas como 
casos de excepción cuando reúnen los dos requisitos, 
como son el estar previamente abiertas y pavimentadas. 
La construcción y ampliación de esta ruta constituyen 
una clara violación de la normativa vigente, al no reunir 
esos dos requisitos establecidos por la ley. 


Pero, de no existir el texto legal existen igualmente 
suficientes estudios y publicaciones realizados por la 
Facultad de Ciencias, Instituto de Geociencias de nues- 
tro país, que señalan las consecuencias de este tipo de 
emprendimientos. En ellos se concluye que más del 
80% de las alteraciones en nuestra costa atlántica se 
producen como consecuencia de la actividad humana y 
en especial de la construcción de carreteras en paralelo 
con la costa. La “Zona Litoral Activa” (ZLA) que es la 
interfase entre el ecosistema marino y el continente, 
tiene como una de sus características, más relevantes el 
estar en equilibrio dinámico, característica que desapa- 
rece cuando se realizan construcciones sobre ella 
(McGwynne y McLachlaan, citados por Daniel de Ala- 
va en “Dinámica de la Zona Costera e Influencias del 
Cambio Global”, UNCIEP). En este mismo trabajo se 
expresa que “... mientras la ZLA conserva la capacidad 
de fluctuar libremente hacia el margen marino como al 
continental, constituye un mecanismo servo-regulador 
natural para la conservación y protección costera.” Las 
intervenciones humanas -como es el caso de la cons- 
trucción de carreteras, extracción de arena o fijación 
del cordón dunar del litoral de la playa- acentúan los 
fenómenos erosivos que predominan en los meses in- 
vernales, eliminando progresivamente su capacidad de 
amortiguación frente a las mareas determinadas por los 
temporales. Estas dunas reducen la erosión en la medi- 
da que pueden aportar arena hacia el mar, fenómeno 
que es interrumpido por las construcciones. 


En el próximo siglo y como consecuencia del in- 
cremento de la temperatura global del planeta se pro- 
ducirá un aumento del nivel del mar, que puede llegar 
hasta un metro, de acuerdo a algunas estimaciones, 
recogidas en el informe elevado por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te (Comunicación Nacional Inicial, setiembre de 1997). 
Esto determinará la inundación de vastos sectores de 
la costa, que serán tanto más vulnerables cuanto ma- 
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yor sea la pérdida de los mecanismos de autorregula- 
ción como los anteriormente señalados. El Dr. Alava 
considera que se deben prever “zonas de riesgo” en la 
planificación del desarrollo costero, a la luz de estas 
previsiones. Estas zonas serán el derivado de la actual 
conformación de la costa y de los peligros derivados 
del aumento en el nivel del mar. 


Por lo expuesto y de conformidad con lo que esta- 
blece el artículo 118 de la Constitución de la Repúbli- 
ca solicito se curse al Ministerio de Vivienda Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente el siguiente pe- 
dido de informes: 


1. Si el Ministerio de Vivienda Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente está en conocimien- 
to de la construcción de esas carreteras. 


2. En caso de ser afirmativa la respuesta a la pre- 
gunta previa, si se han realizado los Estudios de 
Impacto Ambiental correspondientes. 


3. Si el Ministerio ha recibido comunicación sobre 
las distintas irregularidades denunciadas ante la 
Prefectura Nacional Naval sucedidos en la zona 
o ha sido informada por la Intendencia Munici- 
pal de Maldonado o el Ministerio de Ganadería 
Agricultura y Pesca sobre las decisiones toma- 
das por esos organismos. 


4. Si la advertencia formulada por diferentes me- 
dios de comunicación sobre el tránsito con ve- 
hículos sobre las playas rige únicamente para 
los definidos como de paseo o también está vi- 
gente para vehículos de trabajo, incluyendo en 
este alcance a los vehículos oficiales. 


5. Si se ha notificado a las Intendencias sobre la 
obligatoriedad de realizar Estudios de Impacto 
Ambiental previos a la realización de emprendi- 
mientos de estas características y en caso de ser 
afirmativo qué grado de precisión tienen esas 
recomendaciones. 


6. Si el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pes- 
ca tiene competencia para decidir sin consulta 
previa, la extracción de recursos de la franja 
costera, cuando él no ejerce la vigilancia para 
que el permiso otorgado, se ajuste a los estable- 
cido en el mismo. 


7. Si se plantea la intimación a la Intendencia Mu- 
nicipal de Maldonado para la adopción de me- 
didas de reversión sobre los emprendimientos 
carreteros y construcciones en la zona señalada, 
tomando en cuenta la violación del contenido de 
la ley vigente. 
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Sin otro particular saluda al Sr. Presidente muy aten- 
tamente, 


Alberto Cid, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otro pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Cid solicita se curse un pedido 
de informes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, relacionado con la caza de la nutria.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto del pedido de informe:) 
“Montevideo, 30 de marzo de 1998. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


La caza de la nutria (myocastor coypus) y el proce- 
so industrial de su cuero es una actividad económica 
de significación en el país. Esta actividad emplea a 
cientos de cazadores durante los meses de zafra que 
van desde mayo a setiembre de cada año. Asimismo, 
en la etapa industrial tanto el curtido de los cueros 
como la confección de prendas, introduce un impor- 
tante volumen de mano de obra nacional. 


Esta actividad se encuentra regulada desde el año 
1980 a través de varios decretos, que establecen en los 
considerandos varios conceptos de trascendencia, como 
el que enfatiza la importancia económica de la explota- 
ción, el fomento de la industria peletera y el estímulo 
al trabajo de la mano de obra rural. En ellos se persigue 
darle racionalidad a la explotación evitando la extin- 
ción del recurso y manteniendo el trabajo en las distin- 
tas etapas de la cadena productiva. En el contenido de 
estos decretos predomina el criterio técnico para la 
regulación de la captura, encomendando a la División 
Técnica del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
la determinación de los cupos de las autorizaciones. Así 
por ejemplo el Decreto N* 192/994 considera que: *...de 
los informes técnicos de la Dirección General de Re- 
cursos Naturales Renovables surge la necesidad de adop- 
tar medidas tendientes a conservar y proteger este re- 
curso”. Luego, en el artículo 4” precisa que se debe 
elevar, previo a conceder la autorización por la Divi- 
sión Técnica del Ministerio, “informe técnico suscrito 
por Doctor en Medicina Veterinaria o Licenciado en 
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Ciencias Biológicas...”, si bien esta exigencia fue luego 
eliminada en decretos posteriores, queda claro que el 
espíritu del Poder Ejecutivo fue darle a todos los pasos 
del procedimiento un carácter eminentemente técnico. 


Otro de los objetivos definidos en estos mismos 
decretos de regulación de la actividad, lo constituye 
el estímulo de la industria peletera y de curtiembres. 
Estas actividades permiten integrar en el proceso pro- 
ductivo un significativo valor agregado, tan necesa- 
rio en momentos que la desocupación en el país exhi- 
be cifras obstinadamente elevadas. La cifras de ex- 
portación de cueros de nutrias sin ningún tipo de tra- 
tamiento del año 1996, situadas en casi un 75% del 
total capturado, parecería violentar el objetivo esta- 
blecido en los decretos reguladores de la actividad. 
Esta situación limita a la industria en su capacidad 
de producción, llevando a una escasa captación de 
mano de obra que se suma al descenso, permanente a 
través de los años, del número de cazadores zafrales. 
Si a todo lo señalado se suma la dependencia en el 
precio de los cueros de nutrias del mercado Argenti- 
no -que por su magnitud regula el mercado- y el 
ingreso de pieles clandestinas desde Brasil, se con- 
forma un panorama realmente complejo para el ciclo 
productivo en el país. 


Por lo tanto y de acuerdo al artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito al Sr. Presidente 
se eleve al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
el siguiente pedido de informes: 


1. Cuál ha sido el número de capturas de nutrias 
recomendadas por el Departamento Técnico de 
la División Fauna en los años 1994-93-96 y 1997 
y cuál el efectivamente concedido por la Direc- 
ción General de Recursos Naturales Renovables. 


2. En caso de existir diferencias entre la recomen- 
dación del Departamento Técnico y lo efectiva- 
mente concedido por la Dirección General, cuá- 
les han sido las razones que la justifican. 


3. En aquellas situaciones en que existieran dife- 
rencias entre lo recomendado y lo efectivamen- 
te otorgado por la Dirección General, cuantifi- 
car las mismas en valores absolutos o porcen- 
tuales, así como informar a quiénes se le conce- 
dieron cupos de caza superiores a los recomen- 
dados por los técnicos, ya sean los interesados, 
los representantes de los mismos o las firmas 
apoderadas autorizadas para su tramitación. 


4. Si han existido autorizaciones de caza por parte 
de la Dirección General de Recursos Naturales 
Renovables sin el informe correspondiente del 


CAMARA DE SENADORES 


Departamento Técnico. 


5. De ser afirmativa la respuesta al punto anterior, 
indicar el número de permisos concedido en esta 
situación, así como el cupo de captura autorizado 
y señalar las razones que llevaron a esta decisión. 


6. Si se ha actuado en todos los casos en que se 
presentaron solicitudes de caza, acorde con el 
artículo 1” del Decreto N* 143/997, de 2 de mayo 
de 1997, en el que se establece la exigencia de 
inspección técnica de los predios de caza, pre- 
via al otorgamiento de los permisos de captura. 


7. En caso de no haberse cumplido la normativa 
citada en el punto 6%, señalar las razones que 
motivaron esa decisión y a qué firmas comercia- 
les fueron derivados los cueros producto de esos 
permisos. 


8. Indicar, si se ha procedido a la inspección de 
los establecimientos autorizados para la captu- 
ra, a efectos de realizar el recuento de cueros 
en el período final de las zafras, en 1994-95-96 
y 1997. En caso de no haberse procedido de 
esta forma, señalar si los servicios técnicos efec- 
tuaron recomendaciones en este sentido y cuáles 
han sido las razones para no actuar de acuerdo a 
las mismas. 


9. Señalar si existen registros de la cantidad de 
cueros crudos de nutria exportados durante los 
años de las zafras señaladas previamente. Ma- 
nifestar el volumen de lo exportado. 


10. Indicar si se han concedido permisos de captura a 
personas que fueran encontradas en infracción, al 


introducir cueros de nutria desde países vecinos. 


Sin otro particular saluda al Sr. Presidente muy 
atentamente. 


Alberto Cid. Senador.” 


SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Fernández Faingold solicita li- 
cencia desde el 30 de marzo al 4 de abril.” 


-Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 27 de marzo de 1998. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente solicito se me conceda 
licencia desde el 30 de marzo al 4 de abril del corrien- 
te año. Motiva esta solicitud la invitación formulada 
por el Sr. Presidente de la República para integrar la 
Comitiva que lo acompañará en la visita a Israel, Egipto 


y El Sinaí. 


Agradeciendo su atención a la presente me despi- 
do. 


Atentamente, 
Hugo Fernández Faingold. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente: ) 


“La señora Senadora Dalmás solicita licencia des- 
de el 13 al 17 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 1” de abril de 1998. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente solicito se me conceda 
licencia a partir del día 13 al 17 de abril inclusive. 


Motiva dicha solicitud el hecho de que concurriré, 
integrando la delegación del Parlamento, a la X Re- 
unión de la Comisión de Asuntos Culturales, Educa- 
ción, Ciencia y Tecnología del Parlamento Latinoame- 
ricano, a realizarse en la ciudad de Chillán, Chile. 
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Sin otro particular, saluda a usted, y por su interme- 
dio a los integrantes del Cuerpo, muy atentamente 


Susana Dalmás. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-16 en 17. Afirmativa. 

(Ingresan a Sala varios señores Senadores) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Couriel solicita licencia desde el 
día 3 al 17 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 31 de marzo de 1998. 

Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Hugo Batalla 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito licencia desde el día 3 de 
abril hasta el día 17 de abril inclusive. Motiva esta 
solicitud mi participación en la delegación uruguaya 
que concurrirá a la 99a. Conferencia Interparlamenta- 
ria a realizarse en Windhoek, Namibia. 

Esta licencia se solicita al amparo del literal b) del 
artículo 1% de la Ley N* 10.618, en la redacción dada 
por la Ley N* 16.456. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente 


Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 


Por consiguiente, queda convocado el señor Martín Ponce 


de León a partir de la fecha indicada, quien ya ha prestado el 
juramento de estilo. 
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Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Arismendi solicita licencia del 
2 al 13 de abril.” 


-Léase. 
(Se lee:) 


“Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 


Por la presente solicito licencia desde el 2 al 13 de 
abril por concurrir a Namibia a las sesiones de la Unión 
Interparlamentaria Mundial. 


Sin otro particular, lo saluda 
Marina Arismendi. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


Corresponde convocar al señor Víctor Casartelli, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo. 


6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 


“La señora Adela Reta y los señores Ricardo Zer- 
bino, Elías Bluth, Ariel Davrieux, Alfredo Solari, Na- 
hum Bergstein, Ruben Correa Freitas, Carlos Bastón, 
Didier Opertti, Washington Bado, Alberto Scavarelli, 
Matías Rodríguez, Tabaré Hackenbruch e Immer Prada 
comunican que no aceptan las convocatorias de que 
han sido objeto para suplir a los señores Senadores 
Fernández Faingold y Pozzolo, quien ocupa la Presi- 
dencia del Cuerpo. En ausencia de los titulares, deben 
ingresar a Sala los señores Alvario Bentancur y Luis 
Batlle Bertolini, respectivamente.” 


-En consecuencia, corresponde convocar a los señores Al- 
vario Bentancur, Luis Batlle Bertolini y Milton Antognazza, 
quienes ya han prestado el juramento de estilo por lo que, si 
se encontraran en antesala, se les invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresan a Sala los señores Senadores Bertolini y Ben- 
tancur.) 
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7) SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, DOC- 
TOR JULIO MARIA SANGUINETTI. Solicitud de 
autorización para ausentarse del territorio nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota llega- 
da a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente de la República solicita auto- 
rización para ausentarse del territorio nacional.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 31 de marzo de 1998. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


El Vicepresidente de la República en ejercicio de 
la Presidencia de la República, tiene el honor de diri- 
girse al señor Presidente de ese Cuerpo a los efectos 
de solicitar la autorización prescripta por el artículo 
170 de la Constitución de la República, en virtud de 
que el señor Presidente de la República, Dr. Julio Ma- 
ría Sanguinetti habrá de ausentarse del territorio na- 
cional por más de cuarenta y ocho horas, a partir del 
17 de abril de 1998, con motivo de asistir a la Il 
Cumbre de las Américas, que se realizará en la ciudad 
de Santiago de Chile, República de Chile. 


Saludo al señor Presidente con mi más alta consi- 
deración, 


Hugo Batalla, VICEPRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA en ejercicio de la PRESIDENCIA.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a vota si se concede la 
autorización solicitada por el señor Presidente de la República. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) CREACION DE SERVICIOS SANITARIOS EN EL 
HOSPITAL DE SAN CARLOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Rodríguez. 
SEÑOR RODRIGUEZ. - Me voy a referir a un hecho que 


aconteció en el área de la salud en el ciudad de San Carlos, 
más precisamente en su Hospital Florencio Alvariza. 
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En determinado momento, en 1997, un grupo de profesio- 
nales junto con la ex Directora de dicho Hospital, proyecta- 
ron tres clases de servicios: de asistencia externa, de cuidado 
permanente y de traslado especializado. ¿En qué consistía 
esa creación? En las Consideraciones, este grupo de profesio- 
nales y la Directora del Hospital sostenían lo siguiente: “En 
nuestro departamento no existe este servicio para el usuario de 
Salud Pública. Por lo tanto, con la puesta en marcha del mis- 
mo, el Hospital saldría de su área física para llevar salud al 
ciudadano con rapidez y eficiencia, dignificando al humilde 
usuario, y con un costo-beneficio altamente favorable”. 


Cabe señalar que el Hospital de San Carlos cuenta con 84 
camas incluido el Pabellón Psiquiátrico. Es así que se esta- 
blecía la creación de un servicio de asistencia externa para el 
usuario de Salud Pública, dependiente del Hospital. Dicho ser- 
vicio iba a cumplir tres funciones. Una de ellas consistía en el 
servicio de enfermería a domicilio, es decir, asistir a los pa- 
cientes que bajo prescripción médica necesitaran atención y 
no pudieran trasladarse. Entre otros, tendría el cometido de 
realizar curaciones, dar inyectables, cambiar sondas, etcétera. 
No hay dudas de que si estos servicios se realizaban en el 
Hospital insumirían un costo que anualmente ascendía a cl- 
fras millonarias, como ser el relativo al día-cama, a la hora- 
hombre, etcétera. Por otro lado, se proponía el médico de 
asistencia a domicilio a fin de asistir a las urgencias de quie- 
nes no podían trasladarse al hospital por su gravedad o inva- 
lidez. Asimismo, se establecía una unidad móvil de emergen- 
cia de traslado como forma de acudir a los llamados externos 
de emergencia en aquellos casos en que fuera de extrema 
gravedad y hubiera riesgo de vida. 


También queremos destacar que este plan contó con el 
apoyo de numerosos profesionales y que fue comunicado al 
Ministerio de Salud Pública por intermedio del Director de 
ASSE de aquel entonces, doctor Raúl Amorín, quien lo vio 
con muy buenos ojos y demostró mucho entusiasmo. Tam- 
bién llegó a conocimiento del Ministro de Salud Pública del 
momento, doctor Alfredo Solari. 


Siendo Director del Hospital de Florida el doctor Amorín, 
en su momento habría realizado una tarea semejante -no simi- 
lar- y había cosechado muy buenos resultados. Tanto el Direc- 
tor de ASSE como el Ministro informaron que el Ministerio no 
tenía recursos para desarrollar estas tres grandes tareas, aunque 
de todas maneras veía el emprendimiento con mucho entusias- 
mo dado que significaba agrandar la parte locativa del Hospi- 
tal de San Carlos y llevar a los hogares más humildes la aten- 
ción diaria y permanente de la asistencia de Salud Pública. 
Comunicaron que se iniciara esa labor porque iba a contar con 
el apoyo del Ministerio en todo lo concerniente a médicos y 
ambulancias, pero lo relativo a la obtención de recursos debía 
quedar en manos de quienes estaban elaborando ese plan. En 
tal sentido, se contó con la ayuda muy valiosa de la Comisión 
de Apoyo del Hospital de San Carlos. 


Puesto en marcha este plan el 1” de mayo de 1997, contó 
desde el principio no sólo con el apoyo de la Comisión -que 
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dedicó muchísimas horas para conseguir recursos- sino que 
también fue recibido con inmensa alegría por una población 
hospitalaria que crece día a día tanto en nuestra ciudad como 
en todo el país, ya que hoy la gente se sigue borrando de las 
mutualistas porque su costo es imposible de cubrir. Fue así 
que esa Comisión comenzó a vender bonos de colaboración y 
la gente apoyaba voluntariamente con lo que podía a fin de 
sostener dicho servicio. Tanto es así, que llegaron a lograr la 
presencia de 1.458 núcleos familiares. 


Esos 1.458 núcleos familiares de la ciudad de San Carlos 
representan entre siete mil y ocho mil personas, población 
hospitalaria que recibía, indudablemente, la atención de ese 
servicio que era muy importante y que seguirá siéndolo si se 
revén posteriormente las resoluciones que se han tomado. 


Los recursos necesarios para contemplar la asistencia de 
16 médicos para trabajar en ese plan de asistencia externa, 
que servía a la población durante las veinticuatro horas del 
día, con servicio de ambulancia permanente, con enfermeros 
y doctores a domicilio se obtuvieron porque la población de 
San Carlos colaboró desinteresadamente para que dicho plan 
no fracasara, ya que era muy importante contar con esa asis- 
tencia a domicilio, es decir, la extensión locativa del Hospital 
de San Carlos hacia los lugares más humildes. 


Sin embargo, ¿qué sucedió? Sucedió algo raro. Parece 
que, en las sombras o en las tinieblas hay intereses económi- 
cos que se mueven constantemente para destruir las buenas 
intenciones que han tenido tan dignos profesionales que han 
dado su vida en beneficio de la colectividad. 


Los hechos de notoriedad que han acontecido hace muy 
pocos días en relación al Director del Hospital Pereira Rossell 
-que por coincidencia es también carolino, y lo decimos con 
orgullo- vienen a reiterar lo que había sucedido unos días 
antes en San Carlos. Pero, ¡es claro!, se trata de un hospital 
del interior del país y no importa el hecho de que se le 
cerraran tres servicios, pues hay otros intereses ocultos que la 
gente ignora. Además, para que la Comisión de Apoyo al 
Hospital no pudiese obtener los recursos que necesitaba para 
mantener la presencia de cuarenta personas que trabajaban en 
ese sistema de asistencia externa, el señor Ministro de Salud 
Pública, doctor Bustos, en el mes de setiembre dicta la Orde- 
nanza N* 408, por la cual las Comisiones de Apoyo no pue- 
den realizar ventas de colaboración -¡buena cosa!- así como 
tampoco rifas, ni obtener tickets o cualquier otra forma de 
financiamiento, es decir que no pueden pedir colaboración. 
Si las Comisiones de Fomento o de Apoyo a los hospitales no 
pueden realizar esa tarea, ¿para qué existen? Entendemos que 
la Dirección de ningún hospital necesita comisiones de apoyo 
moral, sino los recursos necesarios para poder llevar a cabo 
su tarea. Sin embargo, reitero, esa resolución fue tomada por 
el señor Ministro, doctor Bustos, contradiciendo todo el apo- 
yo que le habían dado el anterior titular de la Cartera, doctor 
Solari, y el doctor Amorín. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita al señor Sena- 
dor que concrete su moción. 


SEÑOR RODRIGUEZ. - Trataré de resumir, señor Presi- 
dente. 


La Comisión de Fomento pese a tener conocimiento de 
todas esas medidas, en el mes de noviembre de 1997 dio a 
conocer un resumen de toda la labor desarrollada, el que 
tengo en mi poder pero al que no le daré lectura dado que no 
dispongo de tiempo. Quiere decir que en ese entonces ya se 
estaba proyectando eliminar todos los servicios. El 28 de 
febrero, para desgracia de toda la comunidad, es decir, para 
1.458 núcleos familiares, fueron cerrados los servicios de 
asistencia externa y el sistema de traslado especializado. Ello 
significaba un ahorro del 50 % del hospital con respecto a lo 
que hoy está gastando por el traslado de los enfermos a través 
de las mutualistas. Eso supuso, además, que el nuevo Direc- 
tor, en cuatro meses de acción, eliminara de un plumazo los 
tres grandes servicios, pues eliminó también el cuidado per- 
manente, según el cual todo aquel enfermo que podía ser 
cuidado en la sala blanca con presencia permanente de enfer- 
mera y médico, fuera trasladado a las mutualistas. Reitero 
que eso significaba ahorrar un 50%. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa quiere indicar que le 
causa un gran placer escuchar la exposición del señor Sena- 
dor y le asigna gran importancia al tema que plantea; sin 
embargo, no puede hacer discriminaciones. Debe hacer cum- 
plir un Reglamento. 


Han vencido con exceso los diez minutos de que disponía 
el señor Senador para hacer su exposición. Se le recuerda que 
dispone de otros mecanismos reglamentarios. Por tanto, como 
la Mesa presume que el señor Senador va a solicitar un trámi- 
te ulterior a las palabras que ha pronunciado, le pide nueva- 
mente que concrete su planteo. 


SEÑOR RODRIGUEZ. - Señor Presidente: no sabemos 
cuáles son los intereses que se mueven en contra de la comu- 
nidad, pero es indudable que los hay en forma oculta. 


Voy a solicitar que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea remitida al Ministerio de Salud Pública, a la Dirección 
del Hospital de San Carlos, a la Junta Departamental de Mal- 
donado y a la Junta Local Autónoma de San Carlos. 


No obstante, en su momento, cuando el reglamento lo 
permita, solicitaremos la presencia del señor Ministro de Sa- 
lud Pública en el seno de la Comisión pertinente, a los efec- 
tos de escuchar sus explicaciones y las razones que tuvo para 
derogar lo que establecía la Ordenanza correspondiente, mien- 
tras que en otros hospitales, a pesar de dicha Ordenanza, se 
siguen realizando las ventas y rifas que ahí se prohíben. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite solicitado. 
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(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: he votado esta 
moción, como todas las solicitudes que se hacen en la hora 
previa, pero en el entendido de que el señor Presidente revi- 
sará en qué medida esta exposición se ajusta al artículo 169 
del Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Muy bien, señor Senador. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: creo que la Mesa 
fue generosa en esta oportunidad, porque no corresponde el 
fundamento de voto en la hora previa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La constancia del señor Sena- 
dor Santoro es válida. 


9) PEDIDOS DE INFORMES. Reiteración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa al orden del 
día. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: precisamente, so- 
bre el tema que acaba de exponer con acierto el señor Sena- 
dor Rodríguez, quiero recordar que en su momento presenté 
un pedido de informes que no ha sido contemplado por el que 
trataba de saber las razones por las cuales se había suprimido 
ese servicio y si se había dictado un decreto en ese sentido. 


En consecuencia, voy a solicitar que el Senado lo haga 
suyo a efectos de que sea respondido. 


El mismo trámite solicitamos para un pedido de informes 
remitido a ANTEL con fecha 19 de abril de 1997 que tampo- 
co fue contestado y que deseo el Senado haga suyo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Reglamentariamente le asiste 
derecho al señor Senador para solicitar que el Cuerpo tome 
como suyo un pedido de informes que hizo personalmente y 
aún no se le ha respondido. 
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Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) ELECCION DE MIEMBROS DE LA COMISION 
PERMANENTE DEL PODER LEGISLATIVO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde entrar a considerar 
el primer punto del orden del día relativo a la elección de 
miembros de la Comisión Permanente del Poder Legislativo. 


La Mesa deja constancia de que faltan entregar por parte 
del Partido Colorado los nombres de los miembros que lo han 
de representar en la Comisión Permanente. Por lo tanto, su- 
giere que se postergue este punto hasta la reunión ordinaria 
que se realizará el próximo martes. 


(Apoyados) 
11) SEÑOR SENADOR JORGE GANDINI 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a considerar el 
segundo punto del orden del día: “Informe de la Comisión de 
Constitución y Legislación sobre el pedido de desafuero del 
señor Senador Jorge Gandini, solicitado por el Juzgado Letra- 
do de Primera Instancia en lo Penal de 7” Turno. (Carp. 
N* 897/97 - Rep. N* 590/98)”. 


Ha sido repartido un voluminoso informe y, posterior- 
mente, otro en minoría, que fue entregado sobre el mediodía 
de hoy a la Secretaría del Senado. Todos estos elementos 
están en poder de los señores Senadores; por lo tanto, corres- 
ponde que ahora se nos informe sobre dicho asunto. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 897/97 
Rep. N 590/98 


PODER JUDICIAL 
Suprema Corte de Justicia 


Montevideo, 12 de noviembre de 1997, 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el honor de dirigir a Ud. el presente, a fin de 
remitirle adjunto, testimonio de expediente, proceden- 
te del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Pe- 
nal de 7” Turno, caratulado “CHIAZZARO, Estanislao 
- DENUNCIA - DIFAMACION E INJURIAS - GAN- 
DINL Jorge - ANTECEDENTES” Ficha P 79/97 -en 65 
fojas útiles- con un sobre cerrado que dice contener un 
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video, y dos sobres cerrados que dicen contener un 
casete cada uno. 


Sin otro motivo, le saludan con su más alta consi- 
deración. 


Dr. Milton Cairoli Martínez 
Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia 


Dr. Ricardo C. Pérez Manrique 
Secretario Letrado de la 
de la Suprema Corte de Justicia 
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INFORME 
Al Senado: 


El señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal de 7” Turno, en autos caratulados “Chiazzaro, 
Estanislado. Denuncia de Difamación e Injurias. Gan- 
dini, Jorge. Antecedentes”. Ficha N* 79/997, da cuenta 
a la Cámara de Senadores, a través de la Suprema 
Corte de Justicia, que se ha promovido contra el Le- 
gislador Jorge Gandini, instancia por delito de difama- 
ción, a los efectos que el Senado considere si hay 
lugar o no a la formación de causa, y en tal caso deter- 
mine si levanta los fueros del señor Senador a fin de 
que pueda ser válidamente juzgado el tenor de la de- 
nuncia formulada. 


Artículo 114 de la Constitución de la República 


La situación planteada por el señor Juez debe ser 
enmarcada en lo que establece el artículo 114 de la 
Constitución de la República y en la conceptuación 
que los fueros es un estatuto instituido en defensa de 
la independencia del Parlamento y no un privilegio 
personal, que coloque al protegido por encima de la 
jurisdicción del Poder Judicial, quedando siempre a 
cargo y única decisión válida, del Cuerpo Legislativo 
que integra el involucrado, por dos tercios de votos 
del total de componentes, de resolver si hay lugar a la 
formación de causa, y en caso afirmativo, como lo 
dice el texto constitucional, declararlo suspendido en 
sus funciones, dejándolo a disposición del Tribunal 
competente. 


En autos, el señor Juez y el señor Fiscal intervi- 
niente participan sin dudas de la posición que antece- 
de, por lo que no es necesario realizar al respecto, un 
mayor desarrollo y fundamentación. 


A pesar de ello, y para una mayor comprensión, 
resulta conveniente hacer referencia a la opinión del 
Dr. Justino Jiménez de Aréchaga, emitida a solicitud 
de la Comisión de la Cámara de Representantes intervi- 
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niente en ocasión del pedido de desafuero del Diputado 
Sr. Washington Leonel Ferrer en el año 1972 que se 
transcribe, por el Miembro Informante en ocasión de la 
solicitud de desafuero del Diputado Da Silva Taváres: 
“refiriéndome al sentido a razón de ser de los fueros 
parlamentarios, es clarísimo que estos no constituyen 
un privilegio que se confiere a la persona del Legisla- 
dor para permitirle evadir las exigencias del ordena- 
miento jurídico. Se trata, simplemente, de un conjunto 
de instituciones de garantías destinado en forma funda- 
mental a proteger la integridad del Cuerpo parlamenta- 
rio frente al resto de las autoridades públicas del Esta- 
do. Específicamente, si tenemos que referirnos al caso 
de la inmunidad, de lo que se trata en esencia es de 
evitar una injerencia maliciosa de autoridades del orden 
judicial que pueda causar una desintegración parcial de 
un Cuerpo parlamentario sin que existan fundamentos 
suficientes que justifiquen la acción”. “No podemos con- 
fundir el procedimiento aislado de un acto de desafuero 
con un juicio. La Cámara no va a sancionar al Legisla- 
dor. Lo único que la Cámara va a hacer, si ella entiende 
que la decisión del Juez no está inspirada por el propó- 
sito subalterno de comprometer la integridad de la cons- 
titución del Parlamento, es levantar un obstáculo legal 
y poner al individuo a merced de sus jueces naturales. 
No puede, a título de tomar esta decisión, sustituirse a 
la Justicia, hacer un antejuicio o un propio juicio, entrar 
a la discusión de la aplicabilidad de tal o cual disposi- 
ción del Código Penal, convocar testigos, hacer careos, 
realizar, en general, esta clase de indagatorias, porque 
en la medida que lo haga, si bien en algún sentido se 
podrá decir que está defendiendo su propia integridad, 
en otro sentido está afectando las prerrogativas del Po- 
der Judicial. De manera que, en mi opinión, la investi- 
gación que la Cámara realice debe estar dirigida a este 
objetivo: ¿a qué responde este pedido? ¿A sustraernos a 
uno de nuestros integrantes indebidamente por un acto 
arbitrario para afectar la integridad de la Cámara de 
Representantes o el hecho de que existe un Juez que, 
actuando dentro de los límites de su competencia, ra- 
cionalmente se siente inclinado a considerar que este 
hombre está vinculado a determinado acto que da méri- 
to a un proceso penal? Si lo primero, hay que decir que 
no al pedido de desafuero; si lo segundo, hay que decir 
que sí, y luego vendrá el proceso que dirá lo que co- 
rresponda. Pero este previo juicio que hace la Cámara 
-juicio en el sentido lógico, no jurídico- esta decisión 
que adopte la Cámara no puede tener ni el carácter, ni 
la profundidad, ni la intensidad de un juicio en sentido 
judicial”. (Diario de Sesiones de la Cámara de Repre- 
sentantes N* 2196 Tomo 658 de 26 de junio de 1991 
Págs. 306 y sigs.). 


A la vez el Dr. Justino Jiménez de Aréchaga, en su 
obra, “La Constitución Nacional”. Tomo II pág. 251 y 
sigts. de la Edición de la Cámara de Senadores, al estu- 
diarse el art. 104 de la Constitución de 1942, actual 
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114, manifiesta que: “atendiendo al fin que persigue la 
disposición debe entenderse que lo que se impide es 
que un Legislador pueda ser ligado por decisión judi- 
cial a un proceso, sin previa autorización de la Cámara 
que integra. No es pues la acusación en sentido técnico, 
sino el procesamiento, acto anterior a la acusación, lo 
que se prohíbe”. 


El Representante Dr. Díaz Maynard, en oportunidad 
de la consideración de la solicitud de desafuero del 
Diputado Da Silva Taváres, Diario de Sesiones Cámara 
de Representantes Págs. 317 y sigts. manifiesta al anali- 
zar la condición del indagado, que éste es parte en un 
proceso, como lo son el Fiscal y el Juez por lo que la 
audiencia del Art. 126 C.P.P., forma parte del proceso 
penal y por tanto, el Legislador no puede, en ningún 
caso, ingresar a la sede penal en situación de subordi- 
nación de deber frente a otro Poder, sin conocimiento y 
decisión de la respectiva Cámara. 


En el informe en mayoría producido por la Comi- 
sión Especial de la Cámara de Representantes que en- 
tendió en la solicitud de desafuero del Representante 
Da Silva Tavárez, Diario de Sesiones de la Cámara de 
Representantes N* 2196 Tomo 658, Págs. 290 y sigts., 
junio 26 de 1991, tomando como base la opinión del 
Presidente de la Comisión Especial, Representante Dr. 
Luis E. Mallo, se sostuvo que el “indagado” es un “cuasi- 
imputado” y por tanto, parte en el proceso, por lo que 
se admite la existencia de causa que está integrada con 
la audiencia del Art. 126 del C.P.P. 


Artículo 112 de la Constitución de la República 


En cuanto al alcance del Art. 112 de la Constitución 
relativo a la irresponsabilidad de los Legisladores, el 
Dr. Jiménez de Aréchaga, en “La Constitución Nacio- 
nal”, Tomo Il, pág. 236, expresa: “Pero la expresión 
“opiniones”, ¿qué alcance debe asignársele? La Consti- 
tución de 1830 distinguía opiniones, discursos, debates. 
¿Habrá que entender que la reforma del 34 importó 
restringir el alcance de irresponsabilidad a las opinio- 
nes y a los votos, quedando fuera del régimen irrespon- 
sabilidad los discursos o debates? “Yo entiendo que no: 
el Constituyente de 1934 consideró que la expresión 
“opiniones” comprendía todos los casos abarcados por 
el Art. 49 de la Constitución del 30, la palabra “opinio- 
nes” significa, en el texto actual lo mismo que las pala- 
bras “opiniones, discursos o debates”, utilizada por el 
Constituyente del año 30". 


En lo que refiere el mismo artículo de la Constitu- 
ción, cuando requiere que las opiniones sean emitidas 
“durante el desempeño de sus funciones”, cabe tener 
presente la expresión contenida en él al decir que los 
Senadores y Representantes “jamás” serán responsables 
por los votos y opiniones. 
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Los Legisladores no sólo tienen irresponsabilidad 
cuando votan y opinan durante las sesiones de los Cuer- 
pos que integran, sino también cuando se cumplen acti- 
vidades realizadas en ocasión de ese desempeño que es 
la situación de estos obrados. 


Conforme profesores Dres. Horacio Cassinelli Mu- 
ñoz y José Aníbal Cagnoni citados en el informe de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración de la Cámara de Representan- 
tes, Diario de Sesiones N* 2584 de 11 de setiembre de 
1996, págs. 22 y sigts. 


El Dr. Justino Jiménez de Aréchaga, por su parte, 
en su obra “La Constitución Nacional” Tomo II págs. 
239 y sigts., mantiene una posición cauta, elaborando 
una tesis restrictiva, señalando que “en los casos de 
dudas el único juez habilitado para decidir si las ex- 
presiones del Legislador están o no comprendidos en 
el régimen de irresponsabilidad, es la Cámara respecti- 
va, sólo ella es juez en esta materia”. 


En nota existente en la página 240 de la obra, se 
cita al Dr. Jiménez de Aréchaga “El Poder Legislati- 
vo” Tomo I pág. 249 y al Dr. J. Korzeniak Curso Tomo 
II, páginas 84-85 como sostenedores de la tesis restric- 
tiva y se sostiene que es la correcta. 


Bayardo Bengoa en la página 112, Tomo L DPU, 
sostiene que las inmunidades sola y únicamente com- 
prenden los votos y opiniones que se emitan “durante 
el desempeño de sus funciones”, entendiendo por tal 
únicamente los actos oficiales. 


Es evidente que el caso, necesariamente debe tener 
una especial atención que los Legisladores están obli- 
gados a utilizar en la época actual una serie de medios 
electrónicos de comunicación y difusión, que hace in- 
contrastable el recibo de la tesis amplia. 


El informe en mayoría de la Comisión de Constitu- 
ción, Legislación General y Administración de la Cá- 
mara de Representantes, en el caso de la solicitud de 
desafuero del Representante Cr. León Morelli, sostuvo 
la tesis restrictiva, Diario de Sesiones N* 2584, setiem- 
bre 11 de 1996, págs. 25 y sigts. 


Determinación de la existencia del delito 


Determinado lo que antecede, corresponde precisar 
que la Cámara de Senadores no puede sustituir al Juez 
competente, en atención al principio vertebral de la 
separación de poderes que atribuye al Poder Judicial la 
función jurisdiccional. 


A pesar de lo que antecede resulta imprescindible, 
por la naturaleza de la cuestión, que el Senado analice 
si se da, y existe, la comisión de un delito y en conse- 
cuencia descartar o no tal hecho. 
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Al respecto, y sin introducirse en un campo que es 
propio y exclusivo del Derecho Penal, cabe señalar, 
que lo que se procura imputar al Senador Gandini, es la 
comisión del delito de difamación, artículo 333 del Có- 
digo Penal y Ley N* 16.099, de 3 de noviembre de 
1989, cometido según se manifiesta, por medio de un 
espacio utilizado en una emisora radial. 


Como lo establece el doctor Rompani, en su obra 
“Delitos de Difamación e Injuria”, págs. 181 y siguien- 
tes, en la que los años no desmerecen la claridad de 
los conceptos vertidos, los delitos contra el honor, como 
el de difamación, con delitos de peligro, en el sentido 
de que no se exige para su consumación que se produz- 
ca un daño efectivo y real en el bien jurídico del honor 
que la ley procura tutelar, sino que determina sola- 
mente un peligro de perjuicio para el bien mismo. Se 
establece en la obra citada que subjetivamente consi- 
derado, el peligro es la previsión lógica actual de la 
verificación más o menos próxima de la realidad des- 
favorable. 


DELITO DE PELIGRO: Bayardo Bengoa Tratado 
DPU, Tomo Il, Pág. 186: “El que se concreta y resume 
en la objetiva probabilidad de una lesión. Su perfec- 
cionamiento jurídico tiene lugar con el simple hecho 
de que el bien sea amenazado. Ej.: atentado contra el 
Presidente de la República (Art. 140 C.P.). Se consuma 
con el simple cumplimiento de un acto directo contra 
la vida, integridad personal o libertad del mismo”. 


Objetivamente el peligro es la potencialidad actual 
del daño, pero el dolo consiste en la conciencia y 
voluntad de poner en peligro un bien jurídico ajeno. El 
concepto de peligro lo acoge nuestro Código Penal en 
los artículos 3, 18, 20 y 21. 


El Art. 3 del C.P., exige para castigar por un delito, 
que el daño o el peligro, resulten de la acción o de la 
omisión. 


El Art. 18 del C.P., básico en nuestro régimen de 
culpabilidad reclama intencionalidad, ultraintenciona- 
lidad o culpa, pero además conciencia y voluntad. 


En la exposición de motivos del proyecto de Códi- 
go Penal, el Dr. José Irureta dice: “he introducido el 
concepto de culpabilidad, dejando de lado el criterio 
de la libertad y el menos antológico de la volición, 
para acogerme al de la conciencia y voluntad del acto...” 
La voluntad sólo, no basta, porque un acto puede ha- 
ber sido voluntario, sin haber llegado a ser conciente, 
la conciencia sólo no satisface, porque un acto pudo 
haber sido consciente sin haber llegado a ser volunta- 
rio. 


En las notas explicativas del autor del Código, el 
Dr. Irureta Goyena, dice: “Entre las dos teorías, la 
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subjetiva de la posibilidad de prever (Carrara) y la ob- 
jetiva de la causalidad voluntaria y de los medios 
antijurídicos (Stoppatto), me he decidido por la prime- 
ra”. En nuestro derecho no hay responsabilidad penal 
objetiva. 


Es de una evidencia palmaria que el Senador Gan- 
dini, en el hecho que se analiza no actuó con concien- 
cia y voluntad, elementos sicológicos fundamentales. 


En Estudios Penales y Procesales, Volumen Ill, pág. 
328 Camaño Rosa, dice al referirse al Art. 18 del C.P.: 
“Las distintas formas del elemento subjetivo se orde- 
nan en ese artículo, dentro de un sistema racional y 
armónico referidos al resultado. El acto previsto legal- 
mente como delito puede ser consciente o inconscien- 
te, voluntario, involuntario o coaccionado, acertado o 
errado. El acto conciente y voluntario puede ser inten- 
cional, ultraintencional o culposo. El acto inicial (o 
antecedente) puede ser penalmente ilícito o jurídica- 
mente indiferente en sí mismo. El resultado o la conse- 
cuencia dañosa puede ser querido o no querido, previs- 
to o no previsto, previsible o imprevisible. El resultado 
no querido puede ser previsto como posible o como 
imposible. Con estos materiales se construye original- 
mente en nuestro Código el régimen de la culpabili- 
dad”. 


En el caso, y como surge de las actuaciones cum- 
plidas y las informaciones de que dan cuenta el expe- 
diente enviado por el Juzgado actuante, es evidente 
que el Senador Gandini da cuenta en forma pública de 
un hecho cierto -la colocación de dinero de la Policlí- 
nica del Mercado Modelo en una cuenta personal del 
Secretario de la Comisión Administradora del Merca- 
do Modelo- pero incurre en error al nominar como Se- 
cretario de dicha comisión al señor Chiazzaro, en 
lugar del señor Moris, que fue quien desempeñó el 
cargo y realizó los depósitos denunciados. 


Con relación a lo que expresa el señor Fiscal sobre 
el artículo 27 de la Ley N* 16.099, que refiere a la 
retractación en delitos contra el honor, corresponde 
expresar que retractación significa revocar expresamen- 
te los términos difamatorios e injuriosos. El autor de 
un delito de difamación e injuria quedará exento de 
pena si se retracta antes de la acusación fiscal. 


En la Ley de Imprenta de 10 de junio de 1882 
(artículo 8% se disponía que, probada la calumnia, co- 
rrespondía el máximo de la pena, a menos que media- 
se retractación, en cuyo caso sólo procedía condena- 
ción en costas y costos. 


La retractación operaba, en esa norma como una 
verdadera exención de la pena criminal, por cuanto 
que los gastos judiciales siempre eran de cargo del que 
se retractaba (Rompani, Difamación e Injuria, pág. 217). 
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En la Ley N* 16.099, sólo es posible la retractación 
antes de la acusación fiscal; y no procede cuando la 
ofensa ha sido dirigida contra un funcionario público o 
causa o con motivo de la función o cuando el particu- 
lar no acepta la retractación. Para que la retractación 
surta efectos reparatorios, la ley prevé que ésta será 
publicada o difundida a cargo del autor del delito, en 
el medio de comunicación en el que se cometió la 
ofensa y en diarios de amplia circulación en el lugar 
de residencia del ofendido, a criterio del Juez compe- 
tente. 


En el caso Gandini-Chiazzaro, no se ha configurado 
hipótesis de retractación; en el escrito de Gandini a 
fojas 53 y sigts., se ratifica que se alude a un hecho 
cierto (no falso, o inexistente), comprobado por el Tri- 
bunal de Cuentas; y únicamente se admite haber incu- 
rrido en error de persona al atribuir la falta de Chiaz- 
zaro cuando en verdad se trataba de Moris. 


Existió rectificación, en lo referente a ese punto; 
pero no retractación. 


Sí bien, como se admite con generalidad, que los 
delitos contra el honor son delitos de acción y no de 
resultado, de naturaleza formal y no materiales, no se 
dio, en los dichos del Senador Gandini un ánimo de 
deformar, sino de comunicar un hecho cierto incu- 
rriendo en error en la persona. 


Cabe puntualizar, que de acuerdo al artículo 28 del 
Código Penal, “está exento de responsabilidad el que 
ejecuta un acto, ordenando o permitiendo por ley, en 
vista de las funciones públicas que desempeña...”, por 
lo que la actuación del Senador Gandini fue impecable 
en cuanto a cumplir con sus obligaciones como repre- 
sentante público en la aplicación de los contralores 
correspondientes que constituyen un deber impuesto por 
razones de convivencia social y ejercicio de un dere- 
cho inalienable. 


Carnelli, “La ley”, Tomo XV pág. 225: “La puni- 
bilidad desaparece solamente cuando el deber ha sido 
impuesto por razones de convivencia social y el dere- 
cho es ejercido por medios que corresponden a las 
circunstancias del hecho”. 


El artículo 22 del Código Penal exime de pena 
cuando se incurre en error de hecho que versare sobre 
las circunstancias constitutivas del delito, como ocu- 
rrió en el caso. Como en la difamación no se castiga la 
simple culpa, la conducta imputada queda ajena a toda 
responsabilidad. 


El artículo 23 del Código Penal sobre error de per- 
sona no es pasible de aplicación porque se descartó el 
propósito de ofensa ya que la norma exige un propósi- 
to de ofensa. 
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Por todo lo que antecede, corresponde que la Cá- 
mara de Senadores declare que no hay lugar a la for- 
mación de causa y que por tanto no es procedente 
levantar los fueros del señor Senador Gandini. 


Sala de la Comisión, 26 de marzo de 1998. 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), 
Walter Santoro (Miembro Informante), Gui- 
llermo García Costa, Luis Brezzo, Luis B. 
Pozzolo, Luis Eduardo Mallo. Senadores. 


INFORME 
Al Senado: 


1. - Este expediente ha llegado al Senado en virtud 
de que el Juzgado Letrado en lo Penal de 7mo. Turno 
solicita que el Senado considere si levanta o no los 
fueros del señor Senador Jorge Gandini, con motivo de 
una denuncia por difamación presentada ante esa sede 
judicial por el ingeniero Estanislao Chiazzaro. 


La resolución respectiva del Juzgado (foja 34 del 
expediente judicial) que fue precedida de un dictamen 
en igual sentido del señor Fiscal (foja 28) expresa tex- 
tualmente: “Se resuelve: dese cuenta a la Cámara de 
Senadores a través de la Suprema Corte de Justicia, 
con testimonio fotostático de estas actuaciones y con 
remisión de las cintas magnetofónicas obrantes en esta 
Sede a los efectos de que dicho alto Cuerpo considere 
si hay lugar o no a la formación de causa y en tal caso, 
determine si levanta los fueros al señor Senador a fin 
de que pueda ser validamente juzgado a tenor de la 
denuncia formulada”. 


2. - El instituto comúnmente denominado “desafue- 
ro”, está previsto en el artículo 114 de la Constitución, 
que establece: “Ningún Senador o Representante, des- 
de el día de su elección hasta el de su cese, podrá ser 
acusado criminalmente, ni aún por delitos comunes 
que no sean de los detallados en el artículo 93, sino 
ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de 
votos del total de sus componentes, resolverá si hay 
lugar a la formación de causa y, en caso afirmativo, lo 
declarará suspendido en sus funciones y quedará a dis- 
posición del Tribunal competente”. 


3. - Como se advierte, tanto el contenido de la 
resolución judicial, como el texto del artículo transcri- 
to, establecen en caso de solicitud del desafuero de un 
Legislador, un análisis que tiene un doble y sucesivo 
contenido: en primer lugar, determinar “si hay lugar a 
la formación de causa”; en segundo lugar, decidir, en 
caso afirmativo, si se lo declara “suspendido en sus 
funciones”, a fin de que quede “a disposición del Tri- 
bunal competente”. 
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4. - Aunque la doctrina y la práctica parlamentaria 
han discutido sobre el alcance de varias de las expre- 
siones utilizadas por este artículo 114 interesan al caso, 
especialmente referir a dos: a) significado de la expre- 
sión resolver “si hay lugar a la formación de causa” 
-es lo que se aborda en este numeral- y, b) alcance de la 
expresión “acusado criminalmente”, aspecto al que se 
alude infra (párrafo 8). 


Los suscritos interpretan que el estudio por una 
Cámara Legislativa acerca de si hay o no lugar a la 
“formación de causa” implica básicamente analizar si 
el Legislador cuyo desafuero se estudia ha incurrido o 
no -según una valoración inicial racional de verosimi- 
litud- en una conducta delictiva. Este análisis primario 
-que debe ser igualmente riguroso desde el punto de 
vista técnico- no implica erigirse en juez, ni mucho 
menos sustituirlo. Se trata de apreciar si existen razo- 
nes que, justifiquen una medida de tanta gravedad como 
es la suspensión en sus funciones, de una persona que 
ha sido electa por la ciudadanía, precisamente para 
desempeñar tales funciones (las de Legislador). 


Esta intelección de la frase examinada, determina 
la necesidad de estudiar si el delito de difamación por 
el cual fue denunciado el señor Senador Gandini por el 
señor Chiazzaro (fojas 13 a 22 del expediente judi- 
cial), se ha configurado o no, en el terreno de la apre- 
ciación primaria, pero no por eso jurídicamente des- 
cuidada a que nos referimos hace un instante. 


Como se advertirá más adelante los suscritos esti- 
man que, efectivamente, el señor Senador Jorge Gan- 
dini difamó al ingeniero Estanislao Chiazzaro. Pero, 
como ese delito se produjo, por declaraciones radiales 
hechas dentro de exposiciones de críticas políticas es 
indispensable estudiar si, aún configurada la difama- 
ción, hay o no responsabilidad por ella. 


5. - Uno de los fueros o privilegios del Legislador 
(extendido por la Constitución a los Ministros y al 
Presidente de la República) es la no responsabilidad 
por opiniones; inmunidad que rige dentro de los lími- 
tes del artículo 112 de la Constitución, que dice tex- 
tualmente: “Los Senadores y los Representantes jamás 
serán responsables por los votos y opiniones que emi- 
tan durante el desempeño de sus funciones”. 


Lo más discutido de esta norma ha sido la determi- 
nación del significado de la expresión “durante el des- 
empeño de sus funciones”. Se suele descartar el crite- 
rio puramente cronológico, que llevaría a concluir que 
todo lo que opine un Legislador (aún en materia ajena 
a su actividad política) está comprendido por la inmu- 
nidad. Para que esa tesis fuera exacta, el Constituyente 
hubiese dicho “desde el día de su elección hasta el de 
su cese”, como sí lo expresa en las otras inmunidades 
(artículos 113 y 114). También descartan los suscritos 
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la tesis “locativa”, según la cual sólo regiría el fuero 
cuando son opiniones “en sesión” de órganos legislati- 
vos. Los firmantes, en concordancia con lo que hoy es 
doctrina mayoritaria, y en coherencia con lo que han 
opinado en todos los casos sin excepción, entienden 
que un Legislador está emitiendo opiniones “en el des- 
empeño de sus funciones” cuando opina en temas vin- 
culados a su actividad como Legislador, sean vertidas 
en Recintos parlamentarios, o en medios de prensa. 


5. - Sobre las bases enunciadas, los suscritos con- 
cluirán: 


a) que el señor Senador Jorge Gandini difamó al 
ingeniero Chiazzaro al atribuirle conductas delictivas 
que no eran ciertas; (depositar dinero de la Comisión 
Administrativa del Mercado Modelo -CAMM- en su 
cuenta personal); b) que ello ocurrió a través de decla- 
raciones radiales que se insertan en opiniones ampara- 
das por la no responsabilidad establecida en el artículo 
112 de la Carta; c) que no votarán el desafuero plantea- 
do por el Juzgado, como consecuencia de que estiman 
que la difamación se produjo a través de declaraciones 
amparadas por el fuero de la irresponsabilidad por opi- 
niones. 


6. - El delito de difamación está tipificado en el 
artículo 333 del Código Penal, que establece: “El que 
ante varias personas reunidas o separadas, pero de tal 
manera que pueda difundirse la versión, le atribuyere a 
una persona un hecho determinado, que si fuere cierto, 
pudiera dar lugar contra ella a un procedimiento penal 
o disciplinario, o exponerla al odio o al desprecio pú- 
blico, será castigada con pena de cuatro meses de pri- 
sión a tres años de penitenciaría, o multa de cuatro- 
cientos pesos a cuatro mil”. 


a) El señor Senador Gandini, según surge del expe- 
diente judicial repartido expresó en una declaración a 
Radio Sarandí el 10 de julio de 1997 lo siguiente: 
“Colocación de dinero de la policlínica del Mercado 
Modelo en una cuenta personal del Secretario de la 
CAMM, con nombre y apellido. En la cuenta personal 
del señor Chiazzaro, es el secretario, es una persona 
que es funcionario del Ministerio de Ganadería, está 
en comisión con el Intendente, cobra sueldo del Mi- 
nisterio de Ganadería y además es el Secretario de la 
CAMM, cobra sueldo por la CAMM. Además de que 
cobra esos dos sueldos, no sé si está bien o mal, en su 
cuenta personal de un banco privado, allí se deposita 
la plata de la policlínica, es decir, a los funcionarios les 
retienen un dinero, un 3% para la policlínica de los 
funcionarios, y en vez de depositarlo -como hace todo 
el mundo- en una cuenta del Banco República, se depo- 
sita en la cuenta personal del Sr. Chiazzaro. 


En esto ya estuvo la Intendencia de Montevideo. 
Le costó el cargo al Sr. Liberoff en la Administración 
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pasada. Depositaba la cuenta de turismo en su cuenta 
personal, y eso no se hace”. 


Esta es la “desgrabación” transcripta a fojas 5 por 
el Actuario Adjunto del Juzgado. 


b) El señor Senador Gandini dice al Juzgado -en 
escrito en que solicitó que se archivara ese expedien- 
te- que “esa declaración fue reiterada por la misma 
emisora y aparentemente recogida por otra. Pero no 
por ello dejó de ser una sola declaración” (fojas 54 del 
expediente judicial). 


c) Sin embargo, según hace constar el Actuario 
Adjunto del Juzgado en fojas 4 hubo otra declaración 
posterior en Radio Montecarlo, en la que el señor Se- 
nador volvió a afirmar que el ingeniero Chiazzaro de- 
positaba dinero de la Comisión Administrativa del Mer- 
cado Modelo en su cuenta personal. 


De modo que, sin dudas, fueron por lo menos dos 
declaraciones radiales distintas y no una sola; y en 
ambas se atribuyen al ingeniero Chiazzaro conductas 
delictivas que no eran ciertas. 


d) Quizás sea aún más significativo tener en cuenta 
que el señor Senador Gandini fue advertido el mismo 
día de su declaración en Radio Sarandí, por el señor 
Edil Mastrángelo, de que quien había cometido el de- 
lito de poner dinero de la Comisión Administrativa del 
Mercado Modelo en su cuenta personal era el señor 
Moris -anterior Secretario de la Comisión Administrati- 
va del Mercado Modelo, destituido y denunciado por 
ésta- y no el ingeniero Chiazzaro (ver fojas 36); no 
obstante lo cual el señor Senador Gandini reiteró luego 
en Radio Montecarlo la misma imputación al ingeniero 
Chiazzaro (ver foja 4). 


En esta segunda declaración, no se puede hablar de 
error. 


7. - Por todas estas razones, los suscritos estiman 
que se configuran tanto los elementos materiales como 
el elemento subjetivo, (intención de ofender), de la 
difamación. 


Los suscritos agregan además: 


a) que, como lo expresó el señor Fiscal a fojas 62 
del expediente judicial -y lo compartió el juez a fojas 
64- en los delitos contra el honor la retractación no es 
excusa absolutoria en los siguientes casos: “1) cuando 
la ofensa ha sido dirigida contra un funcionario público 
a causa o con motivo de la función que desempeña; 2) 
Cuando el denunciante no acepta la retractación” (es 
el inciso 2* del artículo 27 de la Ley N* 16.099). 


El ingeniero Chiazzaro fue designado para la Se- 
cretaría de la Comisión Administrativa del Mercado 
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Modelo por la Intendencia de Montevideo (ver foja 2 
del expediente judicial) y, además, no aceptó la retrac- 
tación (escrito de fojas 58, 59 y 60). 


b) Finalmente, aún para la hipótesis de error en la 
primera declaración (ya no la segunda), los suscritos 
comparten la opinión del señor Fiscal en lo Penal y 
del señor Juez cuando, consideran: “El error en perso- 
na, también, alegado por el denunciado, no es nunca 
una causa de inculpabilidad, y la responsabilidad se 
juzga por la intención que tuvo dicho agente al actuar 
confundiendo las personas” (fojas 62 al pie y fojas 
64). 


Por esa razón no se comparte el informe en mayo- 
ría, cuando pretende hacer una dicotomía inválida en- 
tre el hecho de la imputación de existencia de una 
apropiación indebida y la difamación al ingeniero Chia- 
ZZAro. 


La imputación delictiva no se configuró porque el 
señor Senador Gandini haya expresado que en la Co- 
misión Administrativa del Mercado Modelo había exis- 
tido un caso de apropiación indebida de fondos, afir- 
mación que había sido cierta y debidamente sanciona- 
da. La difamación se configuró cuando el señor Sena- 
dor Gandini, sin la precaución elemental para afirma- 
ción de tal gravedad, atribuyó ese hecho al ingeniero 
Chiazzaro. 


8. - Aclara el suscrito informante Senador Sarthou 
su posición personal diversa a la mayoritaria y ya sos- 
tenida en otro caso en este parlamento en cuanto a la 
aplicación del artículo 114 de la Constitución de la 
República. Si bien no se enjuicia la posición de la 
Justicia en tanto tiende a un buen relacionamiento en- 
tre poderes, considera el suscrito que hasta el momen- 
to del procesamiento el Legislador debe concurrir a 
prestar su colaboración con la Justicia de acuerdo con 
lo que se considera una correcta aplicación del artícu- 
lo referido. 


Considera que la sujeción procesal que determina 
la necesidad de pedir el desafuero del Legislador es 
técnicamente la que resulta del artículo 114 en una 
adecuada interpretación contextual de acuerdo a lo que 
fuera la posición patrocinada por el prestigioso consti- 
tucionalista Jiménez de Aréchaga. 


De conformidad con el artículo 18 del Código Ci- 
vil que reputamos como principio general de interpre- 
tación aplicable también a la normativa pública, las 
palabras deben entenderse de acuerdo a la forma que 
las definió el Legislador para ciertas materias. La ex- 
presión acusación criminal de acuerdo al artículo 233 
del Código del Proceso Penal es la formulación incri- 
minatoria que realiza el Fiscal en el plenario. Sin em- 
bargo una interpretación de contexto con el artículo 80 
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inciso 2do. de la Constitución de la República, de- 
muestra que la aplicación “piedeletrista” del artículo 
114 debe ser modificada estableciendo que a partir del 
procesamiento recién se opera la imposibilidad de que 
la Sede Judicial vincule al Legislador sin pronuncia- 
miento previo del Poder Legislativo. De acuerdo a 
este criterio en el caso que se informa, al no existir 
aún el procesamiento no sería de aplicación la consul- 
ta sobre el desafuero. El que se trate de un juicio 
específico de la Ley de Prensa N* 16.099, si bien mo- 
difica lo enunciado no invalida el fondo de la cuestión 
planteada. La sujeción procesal derivada de la convo- 
catoria a la audiencia aún mediando designación de 
defensor, no modifica el hecho de que solamente cuan- 
do operado el análisis de pruebas y demás trámites 
procesales, la consulta sobre el desafuero sólo sería 
necesaria en forma previa a la acusación, sin dejar de 
reconocer que la unidad de audiencia puede crear al- 
guna dificultad, en el caso. 


9. - Por las razones expuestas, los suscritos aconse- 
jan al Senado: “al examinar si hay lugar a la forma- 
ción de causa, según el artículo 114 de la Constitu- 
ción, el Senado encuentra que el señor Senador Jorge 
Gandini difamó al ingeniero Estanislao Chiazzaro -aún 
cuando luego se rectificó- pero que no corresponde con- 
ceder el desafuero por cuanto se encuentra amparado 
por la inmunidad por opiniones previstas en el artículo 
112 de la Constitución”. 


José Korzeniak, Helios Sarthou. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Quiero recordar que los Miembros 
Informantes son dos: el señor Senador Ricaldoni y quien ha- 
bla. De todos modos, no tenemos inconveniente en comenzar 
este informe. 


El Senado ingresa hoy al análisis de una solicitud de le- 
vantamiento de fueros que ha solicitado el señor Juez Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal de 7* Turno en los autos 
caratulados “Chiazzaro, Estanislao - Denuncia - Difamación 
e Injurias - Gandini, Jorge - Antecedentes Ficha P 79/97”. 


Dicha solicitud de desafuero viene por la vía normal a 
través de la Suprema Corte de Justicia, que se dirigió por 
oficio al Senado que, como es sabido, integra el señor Sena- 
dor Gandini. 


Cabe reiterar lo que dice el señor Juez Letrado Pedro 
Hackenbruch Peña en la resolución respectiva: “Dése cuenta 
a la Cámara de Senadores, a través de la Suprema Corte de 
Justicia, con testimonio fotostático de estas actuaciones y con 
remisión de las cintas magnetofónicas obrantes en esta sede a 
los efectos de que dicho Alto Cuerpo considere si hay lugar o 
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no a la formación de causa y en tal caso, determine si levanta 
los fueros al Sr. Senador a fin de que pueda ser válidamente 
juzgado a tenor de la denuncia formulada. Para el caso de 
que se determine el levantamiento de los fueros a los efectos 
de dar curso al proceso en esta Sede, se agradecerá la remi- 
sión nuevamente de las cintas magnetofónicas por constituir 
las pruebas de los hechos”. 


Esta solicitud del señor Juez se derivó como consecuencia 
de que con fecha 24 de julio de 1997 el señor Estanislao 
Chiazzaro promueve instancia ante el Juzgado mencionado 
por el delito de difamación contra el señor Senador Jorge Gan- 
dini y en esa oportunidad fundamenta su denuncia. De esta 
forma se establece la acción de difamación que va dirigida 
contra el mencionado señor Senador. 


Nosotros hemos hecho el informe por escrito y no vamos 
a ingresar a su lectura, porque creemos que por la generosi- 
dad y, en cierta medida, por la obligación que tienen nuestros 
compañeros del Cuerpo, ya lo habrán leído. 


Queremos ubicar el tema dentro de lo que puede llamarse 
la realidad constitucional, legal y política de una solicitud de 
desafuero de un Legislador. Pensamos que es atrapante más 
allá de la referencia precisa a esta solicitud, por cuanto tiene 
que ver con los Legisladores, con su investidura y con lo que 
se conoce como los fueros de los Legisladores que lleva ge- 
neralmente a mucha gente -y a algunos especialistas y auto- 
res- a considerar que lo que para nosotros es el estatuto de los 
fueros que lo habilita a que pueda cumplir debidamente con 
sus funciones y competencias, producto de la investidura que 
le dio la ciudadanía a través del sufragio, es algo así como un 
privilegio. En lo personal no participamos de esa tesis, sino 
que adherimos a la postura técnica en este materia que esta- 
blece que los fueros constituyen el estatuto mediante el cual 
el Legislador, es decir, el Parlamento, puede cumplir con las 
importantes y fundamentales funciones que tiene a su cargo 
por disposición constitucional sin ningún tipo de inconve- 
niente o dependencia. 


Decimos que al Legislador hay que ubicarlo en la realidad 
de la función que cumple porque generalmente todos los uru- 
guayos nos manejamos en forma permanente con conceptos 
que son parte integrante esencial de nuestra conciencia cívi- 
ca, que son de oro y que la Constitución de la República 
recoge. Por ejemplo, el artículo 4” de la Carta establece: “La 
soberanía en toda su plenitud existe radicalmente en la Na- 
ción, a la que compete el derecho exclusivo de establecer sus 
leyes, del modo que más adelante se expresará”. También 
hay principios que son de la misma calidad y que refieren a 
la forma de gobierno que el país tiene, que es de carácter 
democrático republicano, tal como se dispone en el artículo 
82 del texto constitucional. Allí se expresa: “La Nación adopta 
para su Gobierno la forma democrática republicana. 


Su soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo 
Electoral en los casos de elección, iniciativa y referéndum, e 
indirectamente por los Poderes representativos que establece 
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esta Constitución; todo conforme a las reglas expresadas en 
la misma”. 


En estos conceptos esenciales, fundamentales, vertebrales 
de la organización política del país debe ubicarse la condi- 
ción del Legislador. Estamos hablando de quien, a través del 
voto ciudadano, integra el Parlamento y ejerce en él impor- 
tantes funciones. 


Vale la pena hacer rápidamente una especie de revisión 
histórica, a los efectos de determinar el esfuerzo realizado por 
el país, el pueblo uruguayo, a fin de lograr que existieran los 
Diputados, los Senadores, en definitiva, el Parlamento y que 
éste cumpliera funciones -producto de una investidura límpida 
y cristalina- con total independencia en el marco de los Pode- 
res tradicionales del Estado: el Poder Ejecutivo, el Poder Le- 
gislativo y el Poder Judicial. 


En este sentido, hay que destacar cuánto costó al país 
lograr que el voto se constituyera, en primer lugar, en secreto 
y, posteriormente, en pleno, alcanzando a todos los ciudada- 
nos. 


Para esto se recorrió un largo camino histórico, que co- 
menzó con la ley del 1? de abril de 1830 -antes de la Jura de 
la Constitución- que determinó la forma para adjudicar los 
cargos de los Legisladores, pasando luego por la ley de octu- 
bre de 1898, la ley de diciembre de 1904, la ley de 1910, que 
estableció el sistema del doble voto simultáneo, la ley de 
1915, que fue la que reguló la elección de la Asamblea Na- 
cional Constituyente, en donde por primera vez se fijó el voto 
secreto, así como por las distintas disposiciones que habilita- 
ron la posibilidad de aplicar el sistema de la representación 
proporcional y el cociente electoral. 


Quiere decir que, sin dejar de lado las leyes de Registro 
Cívico de 1924 y las leyes de elecciones de enero y octubre 
de 1925, se llegó a que quien emerge de un acto eleccionario, 
en la condición de Legislador, tiene una investidura producto 
de la libre elección, voluntad y opinión del pueblo soberano. 


Esto hay que comprenderlo, pues, en su real dimensión, 
particularmente para compararlo y confrontarlo con otro de 
los Poderes del Estado: el Poder Judicial. Aquí queremos 
hacer una breve referencia a un profesor siempre recordado: 
el escribano Arcos Ferrand. En determinado momento y ha- 
ciendo referencia a los Poderes y a la investidura de Juez, el 
profesor Arcos Ferrand señaló en su Cátedra que aquél no 
ejerce, sino una soberanía subordinada, pues su misión se 
reduce a aplicar la ley. En cambio, el Legislador es quien 
hace la ley; ejerce, por tanto, una soberanía radical, directa. En 
definitiva, es producto de la soberanía que lo inviste. Sin em- 
bargo, el Juez es investido por la Suprema Corte de Justicia 
-Óórgano máximo del Poder Judicial- que es la extracción de la 
voluntad de la Asamblea General. 


Hay, entonces, una radical y fundamental diferencia entre 
la investidura de un Legislador y la de un Juez. Como decía 
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Arcos Ferrand, soberanía radical es la que posee el Legislador, 
mientras que el Juez no la tiene, aunque surge de ella. 


Reiteramos que el Legislador cumple una tarea que es fun- 
damental: es quien hace la ley. Esta tiene la particularidad de 
ser general, prácticamente universal, y también debe ser abs- 
tracta. ¿Por qué? Porque su cometido no es resolver situacio- 
nes particulares, propias, determinadas, sino que su objetivo es 
ser una norma de carácter general. 


Existen otras diferencias con el Poder Judicial. Entre ellas, 
que el fallo del Juez siempre es concreto y particular, cosa que 
no ocurre con las decisiones del Parlamento. 


Otra diferencia es que este actúa por sí mismo; no necesita 
que se le incite, que le provoquen su actividad. En cambio al 
Juez, y de manera fundamental al que ejerce en el ámbito 
penal, hay que provocarle su actividad para que actúe. 


Esta presentación tiene la finalidad de remarcar determina- 
dos aspectos, porque a veces se olvida o se diluye, en el andar 
de todos los problemas que el país tiene, la naturaleza, el 
alcance, el valor y la trascendencia del Legislador y, en gene- 
ral, del Parlamento como institución y como Poder del Estado. 


Vale la pena, entonces, indicar rápidamente lo siguiente. 
Ante un quebrantamiento o una ruptura de la normalidad cons- 
titucional, ¿qué es lo primero que aparece? Se me dirá que es 
el poder militar o de otra naturaleza, pero yo creo que no es 
así, que lo que aparecen son iniciativas para disminuir, empe- 
queñecer y quitar atribuciones al Parlamento. A esta altura, 
creo que es bueno recordar que en 1974 el Uruguay vivía la 
dolorosa experiencia de no contar con su Parlamento. Allí 
aparecieron proyectos de reforma de la Constitución como el 
del doctor Aparicio Méndez que, con respecto a aquél, admitía 
el bicameralismo, pero reducía el número de sus integrantes. 
Hay una fijación: la reducción del número de parlamentarios. 


Hubo otro proyecto presentado por el doctor José Antonio 
Varela -ya desaparecido- que fue Senador, que ocupó una de 
estas Bancas. El doctor Varela hablaba de una sola Cámara de 
45 miembros: 7 elegidos por Montevideo y 2 por cada uno de 
los restantes departamentos. 


Creo que en esta materia hay que tener presente la trascen- 
dencia de la institución Parlamento, porque sobre esa base, 
con esos conocimientos es que podemos explicar por qué el 
parlamentario tiene fueros. No los tiene porque sean un privi- 
legio Oo porque le sirvan para constituirse en un ciudadano 
distinto a quienes lo invistieron, sino porque son necesarios 
para cumplir su trascendente papel en la organización política 
del país. 


Veamos ahora cuáles otras funciones cumple el Legislador 
además de las propiamente legislativas. Ejerce funciones de 
contralor, de investigación y, además, una que es esencial y 
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que refiere al juicio político. Todo esto lo hace porque es la 
expresión más natural y pura de la soberanía popular, que la 
ejerce en función de la normativa constitucional, para lo cual 
necesita un estatuto que lo regule. 


No vamos a fastidiar al Senado leyendo lo que ya dijimos 
en el informe correspondiente en oportunidad de analizar el 
artículo 114 de la Constitución, pero sí afirmamos enfática- 
mente que los fueros no son un privilegio, sino el estatuto que 
regula la actividad de los parlamentarios, para que estos pue- 
dan cumplir adecuadamente y con total independencia, sus 
funciones. 


Por tal razón, la Constitución en su artículo 114 determina 
para los Senadores y los Representantes lo siguiente: “Ningún 
Senador o Representante, desde el día de su elección hasta el 
de su cese,” -vale la pena señalar la preocupación del Consti- 
tuyente- “podrá ser acusado criminalmente, ni aún por delitos 
comunes que no sean de los detallados en el artículo 93, sino 
ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos del 
total de sus componentes, resolverá si hay lugar a la formación 
de causa y, en caso afirmativo, lo declarará suspendido en sus 
funciones y quedará a disposición del Tribunal competente”. 
Precisamente este artículo 114, en distintas instancias, ha sido 
motivo de profundos estudios, de argumentaciones, formula- 
ciones y desarrollos. 


Ahora nosotros hacemos nuestro propio análisis apelando, 
fundamentalmente, a lo que a nivel del Parlamento se estudió y 
analizó en el año 1972 con motivo de aquel histórico pedido de 
desafuero a raíz de los acontecimientos ocurridos al entonces 
Representante, señor Washington Leonel Ferrer. Con motivo de 
esa circunstancia hicimos referencia a esas actuaciones de la 
Cámara de Representantes y, particularmente, a la opinión que 
en ese entonces emitió el doctor Justino Jiménez de Aréchaga 
quien, a solicitud de la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes que intervenía en el tema, opinó sobre el des- 
afuero. También nos remitimos a opiniones que se reiteraron 
cuando en la Cámara de Representantes se analizó la situación 
del entonces Representante Da Silva Tavares. 


Con respecto a este artículo 114 cabe indicar que cuando 
se procede a su análisis se abre más de una tesis. Cuando la 
disposición dice que “Ningún Senador o Representante, desde 
el día de su elección hasta el de su cese, podrá ser acusado 
criminalmente, ni aun por delitos comunes que no sean de los 
detallados en el artículo 93, sino ante su respectiva Cámara, la 
cual, por dos tercios de votos del total de sus componentes, 
resolverá si hay lugar a la formación de causa”, se establece 
cuándo corresponde aplicar esta disposición. 


Por lo tanto, cabe determinar de manera fundamental que 
el mayor estudio realizado es la referencia de que la Cámara 
respectiva resuelve si hay lugar a la formación de causa. Esta 
expresión que puede aparecer como llana, amplia y compren- 
sible es la que provoca las mayores exigencias en lo que hace 
a su análisis. Naturalmente, esto lleva a desentrañar qué es lo 
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que se entiende por “causa” y cuándo es que el Cuerpo del 
cual es integrante un señor Legislador debe proceder a cum- 
plir con este artículo 114, resolviendo si hay lugar o no a la 
formación de causa. A partir de aquí se abren las tesis. 


Por nuestra parte, sostenemos la postura de que toda actua- 
ción judicial que tenga que ver con un Legislador integra ya la 
causa, el proceso y por este motivo ningún Juez de lo Penal 
puede realizar ninguna actuación sin solicitar -como lo hace 
en este caso el Juez de 7” Turno- a la Cámara que integra el 
Legislador, su decisión de proceder o no al levantamiento de 
los fueros, a efectos de que ese Legislador quede a disposición 
del juez interviniente. 


Por otro lado, se señala de manera fundamental -para sos- 
tener esta postura- que en la primera actuación, cuando un 
señor Legislador puede ser citado a un Juzgado, ya tiene la 
condición de indagado. Esta condición quedó y apareció como 
un elemento muy concreto desde la vigencia del Código de 
Proceso Penal, lo que antes no existía. Cabe preguntarse si la 
condición de indagado surgiría a partir del momento en que el 
juez procede a citar a un señor Legislador para preguntarle 
algo que esté relacionado con una posible conducta penal o 
sancionada por el Código Penal. Esa citación como indagado, 
¿la puede hacer el juez? Nosotros decimos que no, porque eso 
es algo que integra el proceso. Si lo aceptáramos, estaríamos 
admitiendo la dependencia del integrante del Parlamento que 
al final es, en cierta medida, quien también controla al Poder 
Judicial. Digo esto porque no debemos olvidar el juicio políti- 
co. Reitero que desde nuestro punto de vista, el Legislador no 
puede ser citado porque se trataría de una actitud de depen- 
dencia, de sometimiento y de presencia del Poder Judicial den- 
tro del Poder Legislativo. 


En ese sentido, nosotros consideramos que esa citación ya 
integra el proceso y no lo vamos a definir aquí en términos 
técnicos porque no es el lugar adecuado y tampoco tenemos la 
petulancia de considerar que somos técnicos en materia de De- 
recho y, menos, de Derecho Procesal Penal. De todos modos, el 
proceso es el conjunto de actividades que se cumplen con cierta 
unidad a los efectos de que, comenzando por una indagatoria, se 
termine en una sentencia en materia penal. Decimos esto en 
términos muy amplios, llanos y naturales. 


En consecuencia, a nuestro entender estuvo bien el Juzga- 
do, incluso el señor Fiscal interviniente, cuando procedió a 
comunicar al Senado la situación provocada por la denuncia 
del señor Chiazzaro, por cuanto está dentro de la tesis que 
hemos sostenido, que también sostiene con amplitud la doctri- 
na y que ha prevalecido de manera esencial en las actuaciones 
que en materia de desafuero han existido a nivel de la Cámara 
de Representantes. 


Al respecto podemos citar -y lo hacemos con la finalidad 
de incorporar a nuestras expresiones una valiosísima opinión- 
al doctor Justino Jiménez de Aréchaga, quien en su obra “La 
Constitución Nacional”, Tomo II, página 251 y siguiente de la 
edición realizada por la Cámara de Senadores, al estudiar el 
artículo 104 de la Constitución de la República de 1942, actual 


CAMARA DE SENADORES 


1? de Abril de 1998 


114, manifiesta que atendiendo al fin que persigue la disposi- 
ción, debe entenderse que lo que se impide es que un Legislador 
pueda ser ligado, por decisión judicial, a un proceso, sin la 
previa autorización de la Cámara que integra. No se trata, en- 
tonces, de la acusación en sentido técnico, sino el procesamien- 
to, acto anterior a la acusación, lo que se prohíbe. 


(Ocupa la Presidencia el Senador Orlando Virgili.) 


-Por lo tanto, consideramos que el Juzgado ha actuado bien, 
que ha estado correcto y es eso lo que corresponde porque no se 
puede poner a ningún Legislador en la condición de indagado. 
En nuestro informe citamos otras opiniones valiosas, entre ellas 
-de manera especial porque es integrante del Cuerpo- la del 
señor Senador Mallo cuando en su calidad de Representante 
Nacional por Cerro Largo, presidió la Comisión Especial que 
trató el desafuero del señor Representante Da Silva Tavares. En 
ese momento, el señor Senador Mallo sostuvo que el indagado 
es un cuasi imputado y por tanto parte en el proceso, por lo que 
se admite la existencia de causa que está integrada con la au- 
diencia del artículo 126 del Código del Proceso Penal. Se trata 
de la audiencia donde el señor juez procede a decretar el proce- 
samiento, previa indagación. Quiere decir, entonces, que en esta 
primera aproximación estamos de acuerdo en que ningún Legis- 
lador en la condición de indagado puede ser sometido al ámbito 
judicial en materia penal. 


Naturalmente, al hablar de “indagado”, nos referimos a la 
materia penal. 


Por otra parte, la actuación de los Legisladores también 
está comprendida en el artículo 112 de la Constitución de la 
República que dice: “Los Senadores y los Representantes ja- 
más serán responsables por los votos y opiniones que emitan 
durante el desempeño de sus funciones”. Esta disposición, que 
aparece como muy clara, genera en los especialistas, en los 
autores y en la doctrina, distintas opiniones. A nuestro enten- 
der, aquí hay una expresión que tiene un valor trascendente y 
a la que muchas veces, en la rapidez de la lectura, no le damos 
la importancia que tiene. Me refiero a la expresión “jamás” 
-que es definitiva, ya que quiere decir “nunca”, “en ninguna 
instancia”- “serán responsables por los votos y opiniones que 
emitan durante el desempeño de sus funciones.” A este res- 
pecto, el doctor Justino Jiménez de Aréchaga, en el Tomo Il, 
página 233 de su obra “La Constitución Nacional”, hace refe- 
rencia a aquello que se debe entender por opiniones. Vale la 
pena recordar que este autor se pregunta qué alcance debe 
asignarse a la expresión “opiniones”. La Constitución de 1830 
distinguía “opiniones” de “discursos” y de “debates”. Justino 
Jiménez de Aréchaga se cuestiona si habrá que entender que la 
Reforma de 1934 importó restringir el alcance de la irrespon- 
sabilidad a las opiniones y los votos, quedando fuera del régi- 
men los discursos o debates. Este autor considera que no es así 
y que, por el contrario, el Constituyente de 1934 consideró 
que la expresión “opiniones” comprendía todos los casos abar- 
cados por el artículo 49 de la Constitución de 1830. Asimis- 
mo, afirma que la palabra “opiniones” significa en el texto 
actual lo mismo que los vocablos “opiniones”, “discursos” y 
“debates” utilizados en aquella época. 
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Lo que se debe tener en cuenta de manera fundamental es 
la expresión “jamás habrá responsabilidad”, que utiliza el tex- 
to constitucional. 


Hemos citado las opiniones de quienes están conformes 
con la afirmación de que el Legislador está comprendido den- 
tro de la irresponsabilidad, no solamente por los votos, sino 
también por las opiniones que exprese siempre que esté ac- 
tuando en esa condición. En ese sentido, señalamos que no se 
debe entender que el Legislador puede ser cubierto cuando no 
está actuando en ese carácter, sino que se atiende un tema de 
tipo personal, que no tiene que ver con el cargo del cual está 
investido. 


Creemos que lo que corresponde esgrimir es una postura 
amplia, de cobertura muy importante, aunque reconocemos 
que hay posiciones -que no nos llaman la atención- como la 
del doctor Bayardo Bengoa, que expresan que las opiniones 
emitidas durante el desempeño de las funciones del Legislador 
únicamente son las que tienen lugar en los actos oficiales. 
Asimismo, en oportunidad de analizarse la solicitud de des- 
afuero del Representante León Morelli en la Cámara de Re- 
presentantes, se sostuvo como válida la tesis restrictiva. 


Pensamos que en la realidad política actual es evidente que 
el Legislador cumple sus funciones en el Cuerpo que integra, 
pero también fuera de él. Antiguamente, la gente concurria a 
las Barras para informarse de la opinión del Legislador o sim- 
plemente se enteraba a través de crónicas parlamentarias, que 
no eran producto del grabador sino de la elaboración de los 
excepcionales cronistas parlamentarios que tuvo el Uruguay; 
realmente, se realizaban formidables crónicas de los debates 
parlamentarios. Actualmente, con la tecnología existente, las 
expresiones del Legislador son proyectadas con una inmedia- 
tez más que fotográfica a la opinión pública, a través de todos 
los medios electrónicos que existen en el país. Evidentemente, 
el Legislador cumple sus funciones no sólo en el ámbito del 
Parlamento, sino también en la prensa, en la radio, en la tele- 
visión, en conferencias y en mitines. Creemos que el Legisla- 
dor, en ese aspecto, está totalmente protegido y el desempeño 
de sus funciones abarca prácticamente todas sus actividades. 


Por otro lado, hay un punto de vista que debe tomarse en 
cuenta. Cuando hay dudas en cuanto a que una manifestación 
de un Legislador no encaja plenamente en el ejercicio de su 
investidura ni en el cumplimiento de sus funciones, quien debe 
resolver es el Cuerpo que integra. Este es el único que puede 
actuar, porque hay que comprender que los fueros, más que al 
Legislador en sí mismo, alcanzan al Cuerpo que integra. Los 
fueros son del Parlamento y cuando hay dudas con respecto a 
la actuación de uno de sus integrantes, corresponde que el 
Cuerpo que integra -Cámara de Senadores o Cámara de Re- 
presentantes- resuelva en consecuencia. 


Consideramos que esta solicitud de desafuero debe ser en- 
tendida con estos valores, conceptos y posiciones, y estima- 
mos que desde el punto de vista constitucional, la solicitud de 
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desafuero o la requisitoria que hace el Juzgado para que la 
Cámara de Senadores decida, debe ser resuelta en un sentido 
negativo. No corresponde levantar los fueros al señor Senador 
Gandini porque en el ejercicio de sus funciones se han genera- 
do los hechos que motivaron la denuncia del señor Chiazzaro. 


Asimismo, queremos exponer -ya lo hemos hecho en el 
informe- que el Parlamento, en situaciones como esta -tam- 
bién se cita al doctor Justino Jiménez de Aréchaga en el infor- 
me- no es un juez ni monta un juicio para analizar a niveles 
penales o procesales penales, la conducta de un Legislador. 
Sin embargo, el Parlamento puede -y es lo que corresponde- 
determinar si un Legislador -en este caso, el señor Senador 
Gandini- ha incurrido en una conducta que pueda ser tipifica- 
da de acuerdo con alguna disposición del Código Penal. Al 
ingresar en esa tarea -y sin actuar como jueces, sino en la 
información y en el análisis que llevan a una conclusión- sos- 
tenemos tajantemente que la actuación, los procedimientos, 
los dichos, las manifestaciones y las opiniones del señor Sena- 
dor Gandini en ningún momento alcanzaron a constituirse en 
la figura penal que el denunciante procura incriminar. Me re- 
fiero al delito de difamación establecido en el artículo 333 del 
Código Penal. 


Creemos que corresponde recordar -aunque sea, a los efec- 
tos de ubicar correctamente este tema- que el accionante, el 
señor Chiazzaro, dice en su escrito que funda sus derechos en 
lo establecido en los artículos 333 y 336, numeral 4”, del Có- 
digo Penal; en los artículos 19, inciso 1”, 34 y siguientes de la 
Ley N* 16.099, así como en las demás disposiciones invoca- 
das en el Cuerpo de este escrito. Deseo aclarar que la Ley 
N?* 16.099 es la Ley de Imprenta, a la que luego nos referire- 
mos. 


Cabe indicar que el artículo 333 es el que establece el 
delito de difamación, que está dentro de los que atentan con- 
tra la personalidad y moral del hombre. Al respecto, esta 
disposición expresa: “El que ante varias personas reunidas o 
separadas, pero de tal manera que pueda difundirse la ver- 
sión, le atribuyere a una persona un hecho determinado, que si 
fuere cierto, pudiera dar lugar contra ella a un procedimiento 
penal o disciplinario, o exponerla al odio o al desprecio pú- 
blico, será castigado con pena de cuatro meses de prisión a 
tres años de penitenciaría u 80 UR (ochenta unidades reajusta- 
bles) u 800 UR (ochocientas unidades reajustables) de multa”. 


La manifestación o la cita que hace el denunciante del 
numeral 4* del artículo 336 del Código Penal tiene que ver 
con lo que esta disposición establece en cuanto a que los 
culpables de los delitos previstos en el artículo 333 y aun en 
el 334, cuando mediare imputación, no tendrán derecho a 
probar la verdad, ni siquiera la notoriedad de los hechos 
atribuidos a la persona ofendida. Por otra parte, el numeral 4? 
hace referencia a la posibilidad de que el querellante pidiere 
formalmente que el juicio se siga hasta establecer la verdad o 
falsedad de los hechos o de la cualidad que se le hubiere 
atribuido. El accionante también funda en esta norma su pre- 
sentación ante la sede penal. 
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Al respecto, queremos señalar que, sin sustituir al Juez -no 
lo debe hacer el Parlamento, pues no tiene competencia para 
ello- corresponde hacer, por las razones que anteriormente ex- 
pusimos, un análisis breve de esta figura del artículo 333 del 
Código Penal. En su momento, también haremos lo propio con 
relación a las disposiciones aplicables comprendidas en la Ley 
N* 16.099, de 3 de noviembre de 1989, que es, como dijimos, la 
Ley de Imprenta. 


Quiero manifestar que el delito de difamación no es de re- 
sultado, como lo es el de homicidio. Cuando se procede a aten- 
tar contra la vida de una persona existe un posible resultado, 
que es la muerte del individuo. En este caso, se trata del deno- 
minado delito de peligro, es decir, aquel que tiene la particulari- 
dad de que no se toma en cuenta el resultado, sino que una vez 
que se incurre en él, ya genera sus efectos penales. 


En este aspecto, queremos rendir homenaje -porque la he- 
mos citado- a una obra del doctor Rompani que es poco consul- 
tada. Se trata de un voluminoso ensayo sobre la Ley de Impren- 
ta vigente en los años 1936 y 1937. Para facilitar el entendi- 
miento del concepto del delito de peligro, creemos que vale la 
pena señalar lo manifestado por el doctor Rompani en dicha 
obra -también lo mencionamos en nuestro informe- en relación 
a los delitos de difamación e injuria. En ese ensayo expresa que 
los delitos contra el honor -la difamación viene a ser uno de 
ellos- son delitos de peligro, en el sentido de que no se exige 
para su consumación que se produzca un daño efectivo y real en 
el bien jurídico del honor que la ley procura tutelar, sino que 
determina solamente un peligro de perjuicio para el bien mis- 
mo. También en esa obra se establece que, subjetivamente con- 
siderado, el peligro es la previsión lógica actual de la verifica- 
ción más o menos próxima de la realidad desfavorable. 


En este sentido, hay un ejemplo que cita Bayardo Bengoa 
que es perfectamente aplicable para un entendimiento claro del 
significado y el alcance de este delito. Deseo aclarar que nuestra 
preocupación es mostrar que el delito de peligro -tal vez entre- 
mos en una repetición, pero creo que corresponde- es un delito 
sumamente peligroso, porque no es necesario un resultado ni 
que la persona declare que realmente ha sido afectada en su 
honor. En este caso se habla de una expresión que puede ser 
calificada de difamatoria y no se espera el resultado. Repito: 
Bayardo Bengoa da un ejemplo que consideramos de fundamen- 
tal trascendencia para entender esta realidad, cuando habla de los 
delitos de peligro. Este autor piensa que este tipo de delito es 
aquel que se concreta y se resume en la objetiva probabilidad de 
una lesión, y su perfeccionamiento jurídico tendrá lugar con el 
simple hecho de que el bien sea amenazado. Por ejemplo, si se 
lleva a cabo un atentado contra el Presidente de la República 
-este hecho está contemplado por el artículo 140 del Código 
Penal- no es necesario que resulte con una lesión o un mal físico, 
sino que el delito se consuma con el simple cumplimiento de un 
acto directo contra su vida, integridad personal o libertad. 


Insistimos en esto porque queremos demostrar que aun in- 
gresando en el análisis más exigente de lo que es un delito de 
peligro, el señor Senador Gandini no incurrió en este tipo de 
delito; en otras palabras, no cometió difamación. 
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Si vamos a la parte más exigente, debo decir que no soslaya- 
mos ni transitamos por encima de la definición de delito de 
peligro, sino que la traemos y la analizamos, porque nos basa- 
mos en disposiciones y en posturas de autores distinguidos y de 
profesores de Derecho Penal. 


Con todos estos elementos explicamos qué es delito de peli- 
gro, pero así como lo aclaramos, también decimos que el señor 
Senador Gandini no incurrió en difamación. 


Entonces, con esta afirmación que queremos hacer en forma 
tajante y total buscando a mayor exigencia en la definición de 
delito de peligro, admitiendo que la difamación es un delito de 
este tipo y sin observar, criticar ni eludir ningún elemento en la 
descripción de esta disposición decimos que el señor Senador 
Gandini no incurrió en delito de peligro. 


El delito de peligro es todo lo que hemos expresado; pero 
cuando hablamos de este concepto, también queremos referir- 
nos fundamentalmente al concepto de peligro -del que hemos 
dado alguna definición- que recoge nuestro Código Penal en los 
artículos 3*, 18, 20 y 21. 


El artículo 3” exige, para castigar el delito, que el daño o el 
peligro resulten de la acción o de la omisión. Es decir, se nece- 
sita una causa, un relacionamiento; en otras palabras, una ac- 
ción o una omisión. 


Posteriormente, el artículo 18 del Código Penal, que es una 
disposición básica en nuestro régimen de culpabilidad, reclama 
intencionalidad, ultraintencionalidad o culpa, pero además, con- 
ciencia y voluntad. 


Nosotros decimos que, para conceptuar realmente el delito 
de peligro, la norma a la que debe remitirse es el artículo 18 del 
Código Penal. En ese sentido, no vamos a emitir nuestra opinión, 
sino que referiremos la de quien la redactó, es decir, el creador 
del Código Penal, el doctor José Irureta Goyena, quien manifies- 
ta: “... he introducido el concepto de culpabilidad, dejando de 
lado el criterio de la libertad y el menos ontológico de la voli- 
ción, admitido por el Código vigente, para acogerme al de la 
conciencia y la voluntad del acto... La voluntad sólo, no basta, 
porque un acto puede haber sido voluntario sin haber llegado a 
ser consciente; la conciencia sólo, no satisface, porque un acto 
pudo haber sido consciente sin haber llegado a ser voluntario”. 
Además, el doctor Irureta Goyena, en las notas explicativas del 
Código habla de las dos teorías o corrientes que en el momento 
existían, y dice que, entre la subjetiva de la posibilidad de prever 
-sostenida por Carrara- y la objetiva, de la causalidad voluntaria 
y de los medios antijurídicos, de Stoppatto, se ha decidido por la 
primera. Podemos afirmar tajantemente que en nuestro Derecho 
no hay responsabilidad penal objetiva. 


Además, cabe señalar que hemos discutido acerca del artícu- 
lo 18 y personalmente me encuentro entre los Legisladores que 
no votamos su modificación en oportunidad de estudiarse la 
Ley de Seguridad Ciudadana. En aquel momento, de acuerdo a 
lo resuelto por la Cámara de Representantes y por una opinión 
del Fiscal Penal de la época -lo es actualmente y aspiró a ser 
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Fiscal de Corte- se agregó un numeral que dice: “En ningún 
caso podrá castigarse por un resultado antijurídico, distinto o 
más grave que el querido, que no haya podido ser previsto por 
el agente”. Es decir que insistió y radicalizó el concepto de dar 
alimento a lo subjetivo en lo que tiene que ver con la responsa- 
bilidad. Nosotros decimos que en esta materia es evidente que 
la vigencia del artículo 18 es de fundamental trascendencia en 
este asunto. Cuando el señor Senador Gandini dio su opinión 
con respecto a la conducta del que fuera Secretario de la Comi- 
sión Administradora del Mercado Modelo, en el sentido de que 
esta persona procedió -de acuerdo a lo que se probó oportuna- 
mente- a depositar dinero correspondiente a la Comisión Admi- 
nistradora en su cuenta bancaria personal, evidentemente estaba 
relatando, dando a conocer, ampliando, desarrollando y mos- 
trando un hecho cierto. Pero equivoca el apellido del Secretario 
-lo que fácilmente pudo suceder por la redacción que el propio 
Tribunal de Cuentas, que es el que hace la observación, procede 
a darle a la misma- y menciona el apellido Chiazzaro en vez de 
referirse al que correspondía, es decir, Moris. No hubo en la 
instancia ni conciencia ni voluntad, porque la conciencia y vo- 
luntad que tenía y ejercía el señor Senador Gandini en la audi- 
ción radial era dada a conocer a la ciudadanía, a la opinión 
pública, a la sociedad uruguaya o al grupo de oyentes. En esa 
oportunidad expresó que había ocurrido ese hecho, comproba- 
do por el Tribunal de Cuentas y que había sido también recono- 
cido por el -no queremos equivocarnos- Comité Departamental 
del Partido Socialista. Quiere decir, entonces, que no existió en 
la instancia ningún elemento que pueda ser comprendido dentro 
de la disposición del artículo 18 del Código Penal, que es bási- 
co, fundamental y esencial en nuestro Derecho. 


En el informe hay algunas otras opiniones de distinguidos 
profesores de Derecho y autores en materia penal, que están en 
la disposición de señalar los valores y exigencias que tiene el 
artículo 18 del Código Penal. 


De todo esto deriva con claridad que no se dio el extremo 
exigido por nuestro Derecho para que se configure el delito de 
peligro, es decir, que se actúe dentro del marco comprendido 
por el artículo 18 del Código Penal. 


Cabe señalar que el señor Fiscal actuante, cuya primera 
intervención es muy cauta, posteriormente -llevado por su ca- 
pacitación profesional y los gajes propios de una actividad 
permanente, de realizar acusaciones o de hacer vistas- se refie- 
re al artículo 27 de la Ley N” 16.099 que tiene que ver con la 
retractación en delitos contra el honor y dice que corresponde 
expresar que retractación significa revocar expresamente los 
términos difamatorios e injuriosos. El autor de un delito de 
difamación e injuria queda exento de pena si se retracta antes 
de la acusación fiscal. Luego, el señor Fiscal da opinión res- 
pecto de la retractación, señalando que en esa instancia y en 
esa actuación no corresponde -se encuentra en el repartido del 
falso expediente, en la página 62- y hace referencia al artículo 
27 de la Ley N* 16.099 que prevé que el autor de un delito 
contra el honor quedará exento de pena si se retractare antes 
de la acusación fiscal. Luego dice que ella no es posible cuan- 
do la ofensa ha sido dirigida contra un funcionario público, a 
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causa o con motivo de la función que desempeña, o cuando el 
denunciante no acepta la retractación. 


Nosotros decimos que retractación es algo que se exige, 
como lo establece la denominada Ley de Imprenta N* 16.099 en 
su artículo 27. 


Nosotros decimos que para haber retractación, tiene que 
haber difamación. Es decir que se retracta quien admite que 
difamó y antes de la acusación, así lo expresa, retira lo que 
dijo admitiendo que había incurrido en la figura penal y que 
su conducta había sido ilícita. Esta situación no es la del 
señor Senador Gandini, pues lo que él hizo fue una rectifica- 
ción, y nosotros lo decimos en el informe. O sea que cuando 
se le informa que había equivocado los apellidos, inmediata- 
mente se rectifica, diciendo el apellido del verdadero autor de 
esa actuación y aclarando que se había equivocado. 


Además, el señor Senador Gandini está obligado a actuar 
de esa manera porque en la función de Legislador debe de- 
nunciar actos que pueden ser de carácter delictivo o contra- 
rios a la normativa legal del país. De acuerdo con el artículo 
28 del Código Penal: “Está exento de responsabilidad el que 
ejecuta un acto, ordenado o permitido por la ley, en vista de 
las funciones públicas que desempeña”. El señor Senador 
Gandini estaba obligado a informar porque, si no lo hacía, 
habría estado encubriendo una actuación irregular en la ad- 
ministración de los fondos de la Comisión Administradora 
del Mercado Modelo. En ese sentido, en el informe citamos 
la opinión del doctor Carnelli -que consta en la página 225 
del Tomo XV de “La Ley”- acerca de que la punibilidad 
desaparece solamente cuando el deber ha sido impuesto por 
razones de convivencia social y el derecho es ejercido por 
medios que corresponden a las circunstancias del hecho. 


SEÑOR SANABRIA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA. - Solicito que se prorrogue el térmi- 
no de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar si se prorroga el término 
de que dispone el orador. 


(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Santoro. 

SEÑOR SANTORO. - Agradezco la prórroga que se me 


ha concedido y aclaro que voy a utilizar poco tiempo del que 
la Cámara generosamente me ha habilitado. 
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Estaba haciendo referencia a la opinión del doctor Carnelli 
para el caso que exista el delito de difamación. Creo que vale 
la pena citarlo, para comprender la realidad penal respecto de 
la actuación del señor Senador Gandini. El artículo 22 del 
Código Penal exime de pena cuando se incurre en error de 
hecho que versare sobre la circunstancia constitutiva del delito 
-como ocurrió en este caso- error de hecho que el denunciante 
no admite. La publicidad que el señor Senador Gandini dio al 
episodio en cuestión indica que el error en que incurrió no 
inhabilita a que se considere que se cometió el ilícito. Natural- 
mente, no participamos de la elaboración realizada por el abo- 
gado del señor Chiazzaro; naturalmente, la respetamos pero no 
la compartimos. Esto es así porque, como dije, el artículo 22 
del Código Penal exime de pena cuando se incurre en error de 
hecho que versare sobre las circunstancias constitutivas del 
delito. Es decir que lo que hizo el señor Senador Gandini fue 
equivocar el nombre, puesto que el hecho existió. 


Por otra parte, no es posible aplicar el artículo 23 del Códi- 
go Penal, que se refiere al error de persona, porque se descartó 
el propósito de ofender. 


Para terminar mi exposición, quiero decir que en todo esto 
incidió la rapidez con que se debe actuar en la vida pública, 
con el permanente traslado de las manifestaciones de los Le- 
gisladores y políticos a los medios de comunicación. Todos lo 
que integramos este Cuerpo hacemos declaraciones y se nos 
permite que las corrijamos. Tenemos el derecho de corregir la 
versión taquigráfica; personalmente, no lo hago, pero no suce- 
de lo mismo en otros casos. Somos seres humanos que tene- 
mos nuestros problemas de carácter físico, intelectual, moral, 
afectivo, emocional y nos desempeñamos en una actividad 
cargada de pasiones y de circunstancias especiales. Muchas 
veces sentimos que nuestra contextura física y nuestra capaci- 
dad intelectual se ve disminuida como consecuencia del trajín 
a que nos somete la actividad política actual. Esto no es lo que 
sucedía en la época del doctor Echegoyen -que fue un Legisla- 
dor excepcional y que luego tuvo un fin que no vale la pena 
recordar- ya que él jamás efectuó una declaración en forma 
personal. Simplemente habló en el Senado, corrigió la versión 
y después la dio a conocer. Creo que el doctor Echegoyen en 
este momento no podría existir en el país como hombre públi- 
co, como Legislador, porque quien ahora no se exprese direc- 
tamente en el calor de la actividad desaparece de la vida públi- 
ca. Es decir que las cosas han cambiado, y eso es lo que 
ocurrió en este episodio. 


En las actuaciones que nos envió el Juzgado consta que el 
señor Senador Gandini presentó un escrito donde procuró po- 
ner las cosas en su lugar, señalar cuál era su intención y qué 
fue lo que hizo. Nosotros hemos revisado -como lo habrán 
hecho todos los señores Senadores- este expediente y encon- 
tramos, a fojas 4, las transcripción de la entrevista al señor 
Senador Gandini en la audición “Diario Oral Nocturno” de 
CX 20 Radio Montecarlo, en la que el entrevistado atribuye el 
depósito del dinero al señor Chiazzaro. No debemos olvidar 
que a esta información se adjunta la grabación. Esto fue agre- 
gado al expediente por el denunciante Chiazzaro, quien indica 
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que es de fecha 12 de julio de 1997. Luego, a fojas 5, se 
incluye la transcripción de una entrevista al señor Senador 
Gandini en el programa “En Vivo y En Directo”, en CX 8 
Radio Sarandí, en la que también cita al señor Chiazzaro. Esto 
también fue agregado por el denunciante Chiazzaro y se indi- 
ca que es de fecha 10 de julio de 1997. A fojas 31, se incluyó 
una comunicación de Radio Sarandí en la que se informa que 
se remite grabación de entrevista al señor Senador Gandini del 
programa “En Vivo y En Directo”, de fecha 11 de julio de 
1997, porque el Juzgado la reclamó. Asimismo, a fojas 32 
consta la remisión de la copia del programa “Diario Oral Noc- 
turno” del 12 de julio de 1997, con la indicación de que no 
consta una nota al señor Senador Gandini, sino a otro señor 
Legislador que hace mención a él. 


El señor Chiazzaro, a fojas 4, agrega una grabación que 
dice que es del 12 de julio de la audición “Diario Oral Noc- 
turno” de CX 20 Radio Montecarlo. Sin embargo -repito- 
esta radio envía la copia del programa de esa fecha con la 
indicación de que no consta una nota al señor Senador Gandi- 
ni, sino a otro Legislador que hace mención a él. Quiere decir 
que aquí deberá haber una aclaración que, naturalmente, ten- 
drá que ser hecha por el señor Chiazzaro. 


Pero hay una declaración del señor Chiazzaro en la que 
señala que incorpora la desgrabación de una audición del 12 
de julio, que no coincide con lo que dice la radio en la cual 
ese día el señor Senador Gandini en esa hora no hizo ninguna 
clase de manifestación. 


Cabe señalar que a fojas 53 hay un escrito del señor Sena- 
dor Gandini, en el que afirma que formuló una sola declara- 
ción en Radio Sarandí en fecha 10 de julio de 1997. 


Nosotros no vamos a entrar ahora en las diferencias 
-momentos habrá de aclararlas- entre lo que se agregó al expe- 
diente y lo que surge de la información que luego dan las 
radios. Sin embargo, sí queremos indicar que existió una 
presencia radial del señor Senador Gandini donde da cuenta 
del episodio de la administración de los fondos de la Comi- 
sión Administradora del Mercado Modelo y equivoca el nom- 
bre del señor Chiazzaro, en vez de decir Moris. Luego, decla- 
raciones del señor Senador Gandini dichas el mismo día son 
trasmitidas por Radio Montecarlo en la noche; y a partir de 
ese momento, en que es advertido del error, se ingresa per- 
manentemente en la aclaración de que se había cometido error. 


Ya hemos hablado demasiado de esto, pero queremos ter- 
minar diciendo que en materia de estos delitos contra el ho- 
nor hay mucha Doctrina y Jurisprudencia. El honor debe de 
ser una de las cosas más difíciles de concretar, algo así como 
una “lagartija jurídica”, ya que dispara rápidamente. 


Tenemos en nuestro poder copia de la sentencia en la que 
se analiza el tema del honor y que fue motivada por una 
denuncia de un compañero nuestro, que no está presente ahora 
en el Senado, el señor Senador Fernández Faingold, quien 
denunció por difamación al publicista, cronista, periodista, 
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doctor Corso. En esa sentencia se realizó un examen muy 
prolijo acerca de lo que es el honor. Se estudia el honor 
desde el punto de vista de lo subjetivo y de lo objetivo, 
partiendo -naturalmente- de la difamación y de la injuria. Pen- 
sábamos darle lectura, pero no vamos a hacerlo, porque sería 
muy fastidioso para el Senado. Vamos, sí, a señalar una parte de 
esta elaboración jurisprudencial de la cual vale la pena indicar 
que la Justicia procedió a absolver al doctor Corso de la denun- 
cia correspondiente: “Es de recibo en Doctrina y Jurisprudencia 
que el honor, la rectitud o el decoro que la ley tutela no es el 
que subjetivamente valora el agraviado, sino aquel que la socie- 
dad en su estimación colectiva considera acorde con el momen- 
to histórico y cultural que se vive, permanentemente cambiante 
e incluso a veces contradictorio”. 


Esto se refiere al honor como valor conceptual, de modo 
que sirve para este episodio. Frente a un concepto de honor 
que se regula de acuerdo con lo que se dice en el momento 
que la sociedad vive y no se valora desde el punto de vista 
subjetivo, cabe decir que la actuación del señor Senador Gan- 
dini -al dar cuenta en una radio de un hecho cierto, aunque 
cometiendo el error de mencionar un apellido que no era el 
que correspondía- fue en toda su dimensión, totalmente co- 
rrecta al cumplir con un deber que es fundamental para su 
investidura. En efecto, al hacerlo en el cumplimiento de sus 
obligaciones y en el ejercicio de su función, no hay ninguna 
posibilidad de alcance penal ni existe ningún fundamento le- 
gal del señor Chiazzaro para habilitar que el Senado proceda 
al levantamiento de los fueros. 


Con estos conceptos terminamos nuestra intervención se- 
ñalando nuestra concordancia con el señor Senador Ricaldoni 
en el informe en mayoría de la Comisión respecto a esta 
actuaciones cumplidas con motivo de la solicitud del Juzgado 
de 7” Turno en lo Penal. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Voy a comenzar señalando un 
hecho puramente dactilográfico: el enorme trabajo que, por 
la urgencia que señalaba hoy el señor Senador Santoro, he- 
mos dado al personal y a la Secretaría, hace que se deslice un 
error mínimo pero que de cualquier manera pediré se tenga 
en cuenta. Como se habrá notado, se repartieron dos infor- 
mes, uno en mayoría, que acaba de comentar el señor Sena- 
dor Santoro, y otro suscrito obviamente por el señor Senador 
Sarthou y quien habla. Más o menos por la mitad de la pági- 
na 4 de ese informe, en un apartado a), dice: “como lo expre- 
só el señor Fiscal a fojas 62 del expediente judicial -y lo 
compartió el Juez a fojas 64- en los delitos contra el honor la 
retractación no es excusa absoluta”, etcétera. En lugar de 
“absoluta” debe decir “absolutoria”. Quería hacer esta co- 
rrección, porque en términos jurídicos la palabra “absoluto- 
ria” tiene un sentido técnico muy notorio, distinto de la ex- 
presión “absoluta”. 
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Aun a riesgo de cansar un poco al Senado -puesto que 
suponemos que todos leyeron los antecedentes, aunque tengo 
en cuenta que se habrán distribuido en el día de hoy- no me 
parece demasiado despistado hacer un breve y rápido resu- 
men, lo más objetivo posible, de lo que tenemos sobre la mesa. 


En primer lugar, tenemos los dos informes a que ya hice 
referencia. 


En segundo término tenemos el texto de un expediente 
judicial que se estuvo tramitando -en este momento, natural- 
mente, está detenido- ante el Juzgado Letrado de Primera 
Instancia en lo Penal de 7* Turno. La Comisión estuvo de 
acuerdo en repartirlo íntegramente, porque como la tramita- 
ción comenzada es una denuncia de un delito inmerso en la 
Ley de Prensa, no hay presumario en esos procedimientos. La 
doctrina mayoritaria -lo dicen el Fiscal y el Juez- entiende 
que allí no hay presumario y entonces no hay reserva; en 
otras palabras, este expediente no es reservado. Desde que se 
presenta una denuncia por Ley de Prensa, queda en un Juzga- 
do de manifiesto y la puede ver cualquiera. Eso determinó 
que se hiciera el repartido de todo el expediente, incluso sin 
un sello de “reservado”, que en algún momento la Comisión 
manejó como posible, simplemente por una cuestión de una 
imagen más tranquila de todo este episodio. 


¿Qué contiene este expediente? Aclaro que estoy hacien- 
do una descripción del expediente y, por ahora, no voy a 
extraer conclusiones. En primer lugar, contiene una serie de 
documentos que el denunciante, el ingeniero Chiazzaro, agregó 
junto con la denuncia. En segundo término, aparece la de- 
nuncia que está en fojas 13 y siguientes. Con posterioridad, 
se observa una serie de actuaciones internas del Juzgado, 
donde el Juez da vista al Fiscal y se pronuncia. Finalmente, a 
fojas 34, si no me equivoco, el Juzgado resuelve, después de 
una fundamentación, en acuerdo con el señor Fiscal: “Dése 
cuenta a la Cámara de Senadores a través de la Suprema 
Corte de Justicia, con testimonio fotostático de estas actua- 
ciones y con remisión de las cintas magnetofónicas obrantes 
en esta Sede a los efectos de que dicho alto Cuerpo” -o sea el 
Senado- “considere si hay lugar o no a la formación de causa 
y en tal caso, determine si levanta los fueros al señor Sena- 
dor”-naturalmente se trata del denunciado, señor Senador Gan- 
dini- “a fin de que pueda ser válidamente juzgado a tenor de la 
denuncia formulada”. Esto es lo que llega al Juzgado en virtud 
de esta resolución. Posteriormente, el señor Senador Gandini 
presenta un escrito en el Juzgado -que se encuentra en la hoja 
58 y siguientes- a través del que solicita, después de una argu- 
mentación que voy a obviar porque el señor Senador Santoro 
la comentó con mucha prolijidad, que se archive el expedien- 
te, es decir, sugiere que se considere que no hay motivo para 
continuarla y que, en definitiva, se rechace la denuncia efec- 
tuada, imponiéndose el archivo de estas actuaciones. Ante este 
pedido del señor Senador Gandini, el Juez da vista al Fiscal y 
éste se expide diciendo que no corresponde y que, naturalmen- 
te, tampoco se deben realizar actuaciones indagatorias frente a 
un señor Senador, aunque sí es pertinente dirigirse al Senado 
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para que exprese si hay lugar a la formación de causa y si va a 
conceder o no el desafuero. Como es obvio, el señor Fiscal no 
dice si hubo o no delito, ni manifiesta que se debe entender 
que el señor Senador está o no amparado por los fueros. Lo 
que considera es que sin que se levanten los fueros no puede 
citar al señor Senador Gandini al Juzgado. El Juez, luego de 
estudiar este dictamen fiscal, señala que lo comparte íntegra- 
mente y, finalmente, expresa: “Estése a lo resuelto en la Reso- 
lución de fojas 34”, que fue la que leí y por la cual se envía al 
Senado este expediente. 


Como surge de lo que acabo de manifestar, este expediente 
viene acompañado del contenido obvio, que se lee, más varias 
cintas magnetofónicas, como dice el propio Juzgado. Las mis- 
mas se encuentran en el Senado y están a disposición de todos 
los miembros del Cuerpo, porque no son secretas; como he- 
mos explicado, en este tipo de expediente no hay nada secreto. 


A continuación vamos a describir rápidamente cuál es el 
contenido de la denuncia del ingeniero Chiazzaro contra el se- 
ñor Senador Gandini. En esta se dice -obviamente, la misma se 
encuentra en la foja 13 y siguientes- que el señor Senador Gan- 
dini en dos oportunidades y en dos emisoras radiales distintas 
mencionó que el señor ingeniero Chiazzaro había depositado en 
su cuenta personal fondos que eran de la Comisión Administra- 
dora del Mercado Modelo. Es decir que el denunciante se agra- 
via por eso y entiende que fue ofendido, porque el hecho en 
cuestión no es cierto. Eso es lo que dice la denuncia, y formula 
una argumentación para demostrar que lo anterior no es cierto 
basándose, fundamentalmente, en que ese episodio ocurría con 
un secretario anterior que había tenido la Comisión Administra- 
dora del Mercado Modelo, de apellido Moris. Además, se trata- 
ba de un secretario -esto no lo dice la denuncia pero sí figura en 
la declaración del órgano departamental del Partido Socialista a 
la que aludió el señor Senador Santoro- de conocida filiación 
nacionalista. Entonces, Chiazzaro -y su abogado, que lo asesora 
y firma con él- expresó que el señor Senador Gandini dijo de él 
en Radio Sarandí que había depositado dinero que no le perte- 
necía en una cuenta personal, es decir, que se había apropiado 
indebidamente de dinero de la Comisión Administradora del 
Mercado Modelo. Esto figura en la foja 14 y allí Chiazzaro le 
atribuye al señor Senador Gandini el haber dicho en Radio 
Sarandí, el 10 de julio, que el secretario de la Comisión Admi- 
nistradora del Mercado Modelo realizó una colocación de di- 
nero de la Policlínica de dicho Mercado en una cuenta perso- 
nal, identificándolo con nombre y apellido. Esto es lo que el 
denunciante le atribuye al señor Senador Gandini, quien se 
refiere a la cuenta personal del señor Chiazzaro en un banco 
privado; allí se deposita el dinero perteneciente a la menciona- 
da Policlínica. Eso es, según afirma el denunciante, una decla- 
ración del señor Senador Gandini en Radio Sarandí. 


Luego, el denunciante señala que hay otra declaración del 
mismo señor Senador en Radio Montecarlo. Se trata de otro 
texto distinto que dice: “...fíjese, otra vez aparece esta figura 
que en el período pasado le costó el cargo al señor Liberoff, 
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cuando depositaba el dinero de la División Turismo de la In- 
tendencia a su cuenta personal; ahora el señor Chiazzaro, Se- 
cretario de la Comisión del Mercado Modelo deposita el dine- 
ro de la policlínica a su cuenta personal en un banco privado”. 


Se trata de otro texto. 


A continuación, quisiera expresar una preocupación simi- 
lar a la que expuso anteriormente el señor Senador Santoro 
respecto de los textos de las grabaciones, inquietud que tras- 
mití al señor Presidente de la Comisión, informalmente, fuera 
de ese ámbito. En algún momento durante el trabajo de la 
Comisión sugerimos que esta cosas se podrían haber aclarado 
en un diálogo coloquial con el señor Senador Gandini. Proba- 
blemente, mis palabras fueron interpretadas con otro sentido, 
es decir, con un sentido político, de generar inquietudes. Por 
ello, la Comisión no aceptó que conversáramos con el señor 
Senador Gandini. Eso motivó -y desde ya quiero decirlo- que 
intentáramos quitarnos esa preocupación por nuestra cuenta. 
Puedo afirmar aquí que en un informativo de Radio Montecar- 
lo -que según mis averiguaciones se trasmitió al mediodía y 
no en la noche- se escuchó textualmente esta declaración del 
señor Senador Gandini. No se trata de que Radio Montecarlo 
haya recogido lo que emitió Radio Sarandí, sino que estamos 
hablando de otra entrevista y su texto coincide exactamente 
con la desgrabación de fojas 4, que tiene el sello del Actuario 
de Juzgado, Ruben Saravia Garagorry. Véase la página 4 del 
expediente que todos los señores Senadores tienen en su po- 
der. 


Se trata de la grabación que está aquí, en el Senado, en un 
sobre titulado “Cintas grabadas agregadas por el denunciante”. 
Nosotros solicitamos a la Secretaría este material, que nos fue 
proporcionado luego de la correspondiente autorización de la 
Presidencia de la Comisión, y podemos decir que coincide 
exactamente. 


La discrepancia fundamental entre el informe de la mayo- 
ría y el de la minoría radica en que, en tanto el primero sostie- 
ne que no se debe conceder el desafuero del señor Senador 
Gandini -que sería una suspensión en su actividad como Le- 
gislador para que el juez pueda tomarle declaraciones o inda- 
garlo- porque no hubo difamación -y el señor Senador Santoro 
ha sido muy elocuente al respecto- el señor Senador Sarthou y 
quien habla creemos que el señor Senador Gandini difamó al 
ingeniero Chiazzaro. Sin embargo, a pesar de ello no vamos a 
votar el desafuero, porque esa acción está amparada por el 
fuero de opinión que establece el artículo 112. Esta norma fue 
analizada por el señor Senador Santoro y establece que los 
Senadores y Representantes jamás serán responsables por los 
votos y Opiniones que emitan durante el desempeño de sus 
funciones. Comparto el análisis que realizó el señor Senador 
Santoro en cuanto al alcance de ese artículo. Al respecto, como 
decimos en el informe, existen tres tesis. La primera de ellas 
es muy restringida, locativa, y sostiene que si el Legislador no 
se encuentra en una sesión o en el ámbito del Parlamento, ese 
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fuero de opinión, esa no responsabilidad por opiniones, no 
existe. La segunda es amplísima -nosotros entendemos que es 
un poco silvestre- y afirma que, aunque el parlamentario esté 
insultando por ejemplo por problemas de fútbol, o esté hablan- 
do de temas que no tienen nada que ver con la actividad legis- 
lativa o política, igualmente tiene ese fuero. Pensamos que 
estas dos tesis están equivocadas. Finalmente, se ha elaborado 
una tercera tesis, que es la que defendía el señor Senador 
Santoro y que creemos es necesario analizar a la luz del mun- 
do moderno. En este caso, un Legislador ha formulado críticas 
muy duras  -que considero totalmente infundadas- a la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo y a la gestión de la Comisión 
Administradora del Mercado Modelo, pero ellas están dentro 
de su actividad como parlamentario. El puede, incluso, averi- 
guar qué está sucediendo en una Intendencia Municipal o en 
una Junta Departamental, y hay muchas circunstancias jurídi- 
cas para que ello se haga. 


De manera que nosotros entendemos que no hay que votar 
el desafuero, porque los Legisladores están amparados por un 
fuero, por una inmunidad de opinión que está prevista en el 
artículo 112 de la Constitución, pero no porque, en este caso, 
el señor Senador Gandini no haya incurrido en una difamación 
respecto del ingeniero Chiazzaro. Creemos que, efectivamen- 
te, esto es así y vamos a tratar de demostrarlo. 


Sin embargo, antes de realizar esa demostración, quisiera 
exponer un punto que se planteó en la Comisión. Concreta- 
mente, uno de sus integrantes preguntó si el Cuerpo Legislati- 
vo debía comenzar por analizar ese punto o si, en virtud de 
que estamos todos de acuerdo en votar el desafuero, bastaría 
con decirlo. Los señores Senadores pueden leer esta pregunta 
en la versión taquigráfica. Recuerdo que en ese momento res- 
pondimos que, tanto la Constitución, como la resolución que 
viene del Juzgado y el principio general de que toda decisión 
debe ser fundada, hacen referencia a dos aspectos. En primer 
lugar, es necesario determinar si hay lugar a la formación de 
causa y, en segundo término, si se concede o no el desafuero. 
Eso lo dice la resolución del Juez que figura en foja 34 del 
expediente y lo establece el artículo 114 de la Constitución de 
la República. En definitiva, lo que tiene que hacer una Cámara 
cuando le plantean un desafuero es analizar si hay lugar a la 
formación de causa y, en caso afirmativo, decidir si va a le- 
vantar el fuero. Esta misma expresión se repite, con respecto 
al juicio político, en el artículo 93, cuando dice que a la Cáma- 
ra de Representantes le corresponde el derecho exclusivo de 
acusar ante la Cámara de Senadores al Presidente y Vicepresi- 
dente de la República, a los Ministros, a los Legisladores, a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la 
Corte Electoral, después de haber declarado que “hay lugar a 
la formación de causa”. 


Quiero narrar un episodio interno de la Comisión. En un 
primer momento, el señor Senador Santoro explicó que nues- 
tra tesis de que para tomar decisiones en estos temas es nece- 
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sario estudiar previamente la situación, aunque no en carácter 
de juez, sino simplemente con el objetivo de comprobar si en 
principio, “prima facie”, como dicen los jueces, hay lugar para 
que pueda pensarse en la formación de causa, lo había dejado 
perplejo. Posteriormente, con hidalguía, dijo que había revisa- 
do con mucha prolijidad los antecedentes -y esto consta en la 
versión taquigráfica de la sesión del 24 de marzo- haciéndome 
el honor de leer una opinión mía respecto al caso del Diputado 
Ferrer, en la cual, habiendo sido consultado como profesor de 
Derecho, yo sostenía exactamente lo mismo. 


Deseo agregar un punto que, a mi juicio, no varía en nada 
lo que nosotros planteamos en el dictamen y en la resolución 
que proponemos al Senado y que los señores Senadores pue- 
den leer en la página 6 del informe en minoría. En esa oportu- 
nidad, se leyó, también por parte del señor Senador Santoro, 
una opinión que aparecía -aunque no lo veo tan así- como 
discrepante de la mía, sostenida por quien fue, en mi criterio, 
el mejor profesor de Derecho Constitucional que ha tenido el 
Uruguay, que fue el doctor Justino Jiménez de Aréchaga. El 
sostiene que el órgano parlamentario -no habla del Senado, 
porque se trataba de un tema de la Cámara de Representantes- 
no puede actuar como Juez, es decir, no puede hacer un juicio, 
un proceso, pero puede hacer todo el examen. Recuerdo casi 
textualmente lo que dicho profesor sostenía y quiero decir que 
me atrevo a no estar de acuerdo con su conclusión, porque el 
examen era éste, el leído por el señor Senador Santoro. Es 
decir, ¿qué es lo que debe examinar la Cámara para ver si 
concede o no el desafuero? En primer lugar, si se trata de un 
juez que, por motivos no claros, quiere sustraerle a la Cámara 
uno de sus miembros, en ese caso no debe otorgar el desafue- 
ro. En segundo término, si llega a la conclusión de que el juez 
simplemente quiere indagar y por eso le pide a la Cámara que 
levante los fueros, la Cámara debe hacer lugar al desafuero. 
Esto es lo que decía Justino Jiménez de Aréchaga y figura en 
una de las versiones taquigráficas. 


Pienso que lo que debe hacer la Cámara es averiguar si hay 
lugar a la formación de causa. Concretamente, en el caso de 
los Legisladores, de los Ministros o del Presidente de la Repú- 
blica, a quienes estos fueros se les extiende -aunque en el caso 
del Presidente sólo se puede realizar por juicio político- lo que 
deben hacer las Cámaras es examinar, primero, si hay delito y, 
segundo, si existe responsabilidad por ese delito. O sea que 
hay que hacer un desglose dentro del concepto de “formación 
de causa”. 


Nosotros entendemos que sí hubo delito por difamación, 
delito que no es tan raro en la vida política de este país ni en la 
de casi todos o quizás todos los países; es más, podemos en- 
contrar varios por mes. Repito que entendemos que sí existe 
delito por difamación, pero, tal como acabamos de expresar 
hace un rato, el señor Senador Gandini no es responsable, 
porque el artículo 112 de la Constitución lo ampara, dado que 
allí se expresa que jamás será responsable por las opiniones 
que emita durante el desempeño de sus funciones. En la Comi- 
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sión se señaló que ello tenía una trascendencia política muy 
fuerte y no creo que sea así. Digo que, desde el punto de vista 
jurídico -me propongo desarrollar este tema- efectivamente se 
configura el delito de difamación, a pesar de que después de 
estas dos declaraciones el señor Senador Gandini se rectifica y 
dice no, no fue Chiazzaro; fue el señor Moris, antiguo Secreta- 
rio de la Comisión Administradora del Mercado Modelo. In- 
cluso, explica que cuando venía mirando sus papeles, entre los 
cuales estaba el largo informe del Tribunal de Cuentas, el 
tema estaba planteado sin nombre y recién unas cuantas hojas 
más adelante, quizás en la 51 o en la 52, aparece el nombre 
del señor Moris. 


Aquí hay un episodio -estoy haciendo un relato objetivo 
del expediente- que nos hubiese gustado aclarar también en 
un diálogo coloquial con el señor Senador Gandini y así 
consta en la versión taquigráfica. En el escrito que ya men- 
cioné, el señor Senador Gandini dice: “El hecho es cierto; me 
equivoqué de persona” -y da varios fundamentos al respecto- 
“no hay motivo para continuar este expediente”. En ese escri- 
to habla de una sola declaración; insisto en este punto, por- 
que si bien no sé si hubo más de dos, no tengo la menor duda 
de que, por lo menos, se hicieron dos. Incluso, lo dicen los 
documentos de fojas 4 y 5 y, además, escuché las grabacio- 
nes que están en poder del Senado. Por lo tanto, aquí hay una 
contradicción. Incluso hay otra, que para mí es más impor- 
tante y que también pudo haber sido aclarada. 


Ahora bien; pienso que hay que aclarar cómo se maneja 
una persona que está estudiando un tema -sobre todo los que 
podemos tener la formación o la deformación de ser aboga- 
dos- con el expediente a la vista, aunque sin llegar a la exa- 
geración de que “lo que no está en el expediente no está en 
este mundo”. Este punto yo no lo afirmo porque, además, las 
grabaciones no están en el mismo y, sin embargo, las tene- 
mos. Estas grabaciones las podemos escuchar ahora o en cual- 
quier otro momento, en un diálogo cordial con todos los 
señores Senadores, incluyendo al señor Senador Gandini. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL. - Pido que se prorrogue la hora de 
que dispone el señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se va a 
votar si se prorroga la hora de que dispone el señor Senador. 


(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Posteriormente, el señor Sena- 
dor Gandini aporta elementos explicativos de por qué se equi- 
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vocó e, incluso, relata -eso está en el expediente- que luego 
de las declaraciones realizadas en Radio Sarandí, el mismo 
día, un Edil de su confianza, el señor Mastrangelo, le dijo 
que se había equivocado, que la persona que había cometido 
apropiación indebida no era el ingeniero Chiazzaro, sino el 
anterior secretario de la Comisión Administradora del Merca- 
do Modelo, el señor Moris. Como dijimos hace un rato, la 
declaración del Partido Socialista expresa que esa persona es 
de filiación nacionalista y que además -cosa que no dije pero 
lo digo ahora fue denunciada penalmente por la Comisión 
Administradora del Mercado Modelo, no por este punto, sino 
por otros más graves, siendo posteriormente destituida. Este 
tema se descubre cuando el Tribunal de Cuentas hace su 
informe. Esto sucedió, según afirmaciones del señor Senador 
Gandini, el mismo día que se le realizó una entrevista en 
Radio Sarandí. Sin embargo -y este es el punto que, natural- 
mente, a todos nos preocupa- en la declaración de Radio 
Montecarlo, que sí existe -es decir que esta emisora no utili- 
zÓ las declaraciones que había hecho en Radio Sarandí- se 
aprecia que la voz es, inequívocamente, del señor Senador 
Gandini y que el entrevistador es un locutor muy conocido de 
esa radio. Allí, el señor Senador reitera que quien realizó la 
apropiación indebida fue el señor Chiazzaro. 


Con los elementos que tenemos a la vista, este es un tema 
que nos preocupa y que debemos aclarar. Por ese motivo, 
creo que fue mal interpretado nuestro planteo, que luego la 
Comisión no aceptó, de invitar al señor Senador Gandini para 
conversar sobre el punto. 


Tal vez, el señor Senador Gandini se confundió de audi- 
ción o, a lo mejor, no fue el día que habló en Radio Sarandí. 
Es sabido que una persona -en este caso el señor Senador 
Gandini- es asesorada por un abogado en un juicio y éste 
tiene el deber de buscar los elementos ciertos, pero que más 
favorezcan a quien defiende; es un deber de cualquier aboga- 
do. Todo esto pudo aclararse. Sin embargo, no se aclaró y 
esta es la situación que nosotros tenemos en el expediente. 


(Ocupa la Presidencia el Senador Luis B. Pozzolo.) 


-Nosotros queremos -quizá cansando un poco al Senado- 
estudiar el tema con cierta precisión jurídica y esto también 
lo ha hecho el señor Senador Santoro, aunque él llegó a otras 
conclusiones que no compartimos, porque nosotros decimos 
que se configuró la difamación. La difamación a que hace 
referencia el artículo 333 del Código Penal está tipificada, no 
como una afirmación abstracta, al decirse que en tal organis- 
mo se puso en cuentas personales cosas pertenecientes a di- 
cho organismo. Eso no es así, la difamación es atribuirle a 
una persona -tal como lo establece el artículo 333 del Código 
Penal- un hecho que, de ser cierto, puede promover un proce- 
so penal o disciplinario. 


Ahora bien; ¿qué afirmó el señor Senador Gandini? A mi 
entender, al referirse al Mercado Modelo, cuya administra- 
ción estaba cuestionando muy duramente, no afirmó “hay 
depósitos en cuentas personales”. Dijo “el señor Chiazzaro 
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depositó dinero de la Comisión Administradora del Mercado 
Modelo en su cuenta personal”. Es decir que la difamación 
no es una afirmación abstracta, sino que, por el contrario, 
está tipificada al herir el honor de una persona. Sin perjuicio 
de que, desde el punto de vista jurídico, podamos tener una 
larga discusión, pienso que debemos ponernos en el lugar de 
la persona que escucha -por lo menos, en dos ocasiones- en 
una radio que se apropió indebidamente de un dinero. Esta 
afirmación figura en el expediente, por lo menos dos veces. 


Creo que es un ataque al honor de la persona; no tengo la 
menor duda de ello 


El fundamento del fuero de los Legisladores, como decía 
el señor Senador Santoro, es proteger a los Órganos. Es nece- 
sario aclarar que los fueros no están concedidos a los órganos, 
sino a los Legisladores. El fundamento jurídico por el cual se 
conceden esos fueros a los Legisladores también tiene que ver 
con la función legislativa, tal como se señala en toda la Doc- 
trina. Pero me parece que es necesario defender o, por lo 
menos, comprender el honor de las personas. En este caso, se 
hirió directamente a una persona, atribuyéndosele un hecho 
muy grave, es decir, que se le imputara sacar dinero de la 
Comisión Administradora del Mercado Modelo y lo traspasara 
a su cuenta personal. Tenemos que comprender esto. Además, 
se trata de una persona a la cual el señor Senador Gandini en 
su escrito lo indica -y es verdad- como un militante de anti- 
giedad en el Frente Amplio. 


Por tanto, creo que es muy difícil sostener que aquí no 
hubo difamación. ¿Qué es lo que ocurre? Hay aspectos que 
tienen que ver con consideraciones jurídicas, pero también de 
tipo personal. El señor Senador Gandini después se rectificó, 
antes de la acusación del Fiscal. Concretamente, dijo que se 
había equivocado de nombre y que, en realidad, se refería al 
señor Moris. Es cierto que se rectificó. Pero, ¿qué es lo que 
pasa? Que hay otro tema muy importante, aunque no grave, 
para la solución final, puesto que ya sabemos que no vamos a 
votar el desafuero. Me refiero a que el delito existió y el 
fundamento para no dar el desafuero se apoya en lo que se 
establece en el artículo 112 de la Constitución. 


Es importante tener en cuenta -aunque se pueda discutir- 
lo que dicen el Fiscal y el Juez. Cito a ambos porque, en 
algunos casos, están de acuerdo en sus razonamientos; inclu- 
so, el Juez, en un pasaje del escrito expresa: “compartiendo 
“in totum” el dictamen fiscal”. ¿Y, qué es lo que dicen? Que 
la retractación no es una excusa absolutoria cuando el ofendi- 
do es un funcionario público y se le imputan hechos irregula- 
res en el ejercicio de sus tareas. El señor Chiazzaro fue desig- 
nado por el Intendente para ese cargo. Pero creo que no es 
conveniente ingresar en la discusión de la naturaleza jurídica 
de la Comisión, ya que tampoco vale la retractación como 
excusa absolutoria cuando el ofendido no la acepta, y en este 
caso está claro que no la aceptó. Cuando el señor Chiazzaro 
pide que se archive el expediente, le dan vista al denunciante 
y éste no acepta la retractación. 
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Entonces, si bien desde el punto de vista personal esto 
tiene su importancia, a nivel jurídico no hay dudas del carác- 
ter difamatorio del hecho. El señor Senador Santoro dijo que 
no podía haber retractación porque no hubo delito. Me da la 
impresión de que se hace un razonamiento que se puede 
comparar con un círculo vicioso. Lo que estamos discutiendo 
es si hubo delito; entonces, no podemos dar por cierto que no 
lo hubo para decir que no se aplica un artículo. La opinión 
del Fiscal y del Juez sobre la retractación no es más que la 
transcripción del inciso segundo del artículo 27 de la ley que 
regula este tema. 


El otro aspecto que hemos analizado -no como jueces 
sino, simplemente, de un modo primario a efectos de hacer 
una afirmación como la que hemos realizado, o sea, que no 
votamos el desafuero porque hay una inmunidad, no porque 
no haya habido difamación- tiene que ver con un elemento 
subjetivo. Concretamente, me refiero a si, materialmente con- 
figurado el delito -lo que, a mi juicio está muy claro, basta 
leer el artículo 333 del Código Penal y confrontarlo con las 
declaraciones- hubo intención de ofender, es decir, si hay 
dolo, para decirlo en términos más técnicos. 


En el seno de la Comisión que trató este asunto se hizo 
referencia al artículo 18 del Código Penal. Entonces, creo 
que es conveniente aclarar un punto. El tema de la previsibi- 
lidad o imprevisibilidad en el elemento subjetivo no fue in- 
troducido por esa reforma que se le hizo al artículo 18 del 
Código Penal; eso lo estableció Irureta Goyena en una de las 
fórmulas gramaticales más perfectas que se conozca para de- 
finir la culpa. Si mal no recuerdo, dice que existe culpa 
cuando con motivo de un hecho en sí mismo jurídicamente 
indiferente se deriva un resultado que, pudiendo ser previsto, 
no lo fue por impericia, imprudencia o negligencia o viola- 
ción de leyes o reglamentos. De manera que ahí está el con- 
cepto de previsibilidad e imprevisibilidad señalado por Irure- 
ta Goyena en el año 1934, que manejó esa fórmula con una 
maestría que es difícil de encontrar en otras partes. 


Creo que para sostener que el señor Senador Gandini no 
difamó al señor Chiazzaro habría que partir de ese desdobla- 
miento -que se hizo por parte de la mayoría de la Comisión- 
entre el hecho y el nombre de quien lo cometió; me refiero al 
hecho de la apropiación indebida. Ese es un desdoblamiento 
que no corresponde desde el punto de vista técnico. A nues- 
tro modesto entender, el hecho no era cierto. ¿Cuál es el 
hecho relevante? Si el secretario Chiazzaro se apropió o no 
de fondos ajenos. No se trata de que haya habido un secreta- 
rio. Se trata de determinar si el señor Chiazzaro cometió ese 
delito, o sea, la apropiación indebida de trasladar fondos aje- 
nos a sus cuentas personales. Eso se dijo queriéndolo. Nadie 
puede pensar que se expresó lo relativo a Chiazzaro por ca- 
sualidad. Puede ser por error. Podemos suponer esto a modo 
de hipótesis. Pero, ¿qué ocurrió? En esta materia de los deli- 
tos contra el honor, el error en la persona no es una excusa 
absolutoria. Transcribimos íntegramente la opinión del Fiscal 
-que es compartida por el Juez- en donde se dice que en algo 
tan importante como es afirmar que una persona cometió un 
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delito de este tipo que afecta el honor, se requiere una pre- 
caución. Si una persona emite una afirmación relativa a una 
persona y se equivoca al designarla, se le considera culpable, 
precisamente, por no haber tomado precauciones mínimas 
para evitar este error. Si digo que el señor Juan mató a un 
niño y, en realidad, fue el señor Pedro quien lo hizo, ¿cuál es 
el hecho relevante? ¿Hay ofensa o no? ¿Acaso me voy a 
excusar en error de persona? Exagero el ejemplo para facili- 
tar que se entienda mi exposición, pero en este caso ocurre lo 
mismo. 


El delito no es decir que hay cuentas personales con fon- 
dos de un organismo, sino atribuirle a una persona -y es lo 
que establece el Código Penal- una conducta de ese tipo. A 
nuestro juicio, se produjo el delito de difamación. 


A continuación, queremos leer un razonamiento que ha 
hecho el fiscal y que ha sido acompañado por el Juez. Dice 
así: “El error en persona, también alegado por el denunciado, 
no es nunca una causa de inculpabilidad, y la responsabilidad 
se juzga por la intención que tuvo dicho agente al actuar 
confundiendo las personas”. Reitero que esta es la opinión 
sostenida por el Fiscal y el Juez, y nosotros entendemos que 
es la correcta. 


En virtud de que estamos citando algunas frases que tie- 
nen que ver con el Poder Judicial, quiero hacer dos o tres 
aclaraciones finales, que son teóricas y que no significan una 
interpretación distinta del artículo 114, que refiere al des- 
afuero, ni del 112, que dice relación al fuero con opiniones. Se 
apreciará que no he utilizado el vocablo “privilegios”, pero ten- 
gan la seguridad los señores Legisladores que no hay manual de 
Derecho Constitucional que, al referirse a los artículos 112, 113 
y 114, no incluya como título “Privilegios del Legislador”. Es 
el nombre con que se le conoce en Derecho Constitucional a 
nivel mundial. 


Soy bastante reacio a utilizar esa palabra, aunque es la 
que emplea toda la Doctrina y autores tales como Justino 
Jiménez de Aréchaga y Arcos Ferrand, entre otros. Por su- 
puesto, no son privilegios exclusivos del Legislador porque, 
como ya he dicho, la Constitución de la República los extien- 
de a los Ministros y al Presidente de la República. Sin embar- 
go, ese vocablo, en una persona no avezada en Derecho, 
puede generar una imagen que no tenga que ver con el funda- 
mento de esos privilegios, que es proteger a los órganos legis- 
lativos. Por ello, en este momento -y como lo hice en le infor- 
me y desde el año 1959, en que empecé mi carrera docente- 
prefiero hablar de inmunidad de opiniones, de arresto y de 
procesamiento. En ese sentido, comparto la opinión mayorita- 
ria -seguramente, el señor Senador Sarthou va a explicar su 
postura- de que en el artículo 114 de la inmunidad también 
abarca la etapa del procesamiento y no sólo la de la acusación. 


Quiero decir que el uso de la palabra “privilegio” es téc- 
nicamente irreprochable. Sí puede tener -recordemos que es- 
tamos en un órgano político- una repercusión popular que no 
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sea conveniente, pero ese es otro aspecto. Como dije, está 
correctamente utilizada desde el punto de vista técnico y al 
respecto pediría que se consultara cualquier manual de Dere- 
cho Constitucional e, incluso, de Ciencia Política. Es más; 
Santori, en su último librito -utilizo este diminutivo por su 
tamaño y no por su calidad- también habla de privilegios de 
los gobernantes, porque parece ser una expresión más ade- 
cuada por su extensión. 


Asimismo, deseo hacer una reflexión teórica sobre un punto 
que planteó el señor Senador Santoro al citar a Arcos Ferrand 
-extraordinario y recordado profesor, que utilizaba una termi- 
nología propia de la época en que daba sus clases- sobre la 
soberanía del Parlamento que, a su juicio, era radical, a dife- 
rencia de la del Poder Judicial, que tiene que actuar según las 
leyes que aquél dicte. Desde el punto de vista técnico, consi- 
dero que sigue teniendo razón Montesquieu respecto a que 
los tres Poderes están en un mismo plano jurídico, pues para 
que haya separación de Poderes tiene que haber un equilibrio 
institucional. Obviamente, esto no quiere decir que una ley 
no tenga un carácter jurídico distinto al de una sentencia; en 
la escala normativa, está más arriba. Sin embargo, el Parla- 
mento no es soberano -como a veces se escucha, incluso en 
su ámbito interno- así como tampoco lo es el Poder Judicial; 
la soberanía está en la Nación y ambos Poderes están someti- 
dos a la Constitución de la República y, eventualmente, a la 
ley. Por supuesto que el Parlamento lo está en menor medida 
con respecto a la ley que a la Constitución, porque dicta las 
leyes y puede modificarlas. Sólo en Inglaterra -como se ha 
explicado- dado que no hay una Constitución rígida y el 
Parlamento puede modificarla, el Parlamento es soberano. 
Como dicen los tratadistas, puede hacer todo, menos de un 
hombre una mujer, aunque, con los adelantos científicos mo- 
dernos, de pronto habría que corregir esa última parte. De 
todos modos, ni el Parlamento ni el Poder Judicial son sobe- 
ranos; lo es la Nación, y ambos Poderes tienen por arriba a la 
Constitución. 


En síntesis, señor Presidente, entendemos que se configu- 
ran los elementos materiales de la difamación y el elemento 
subjetivo, así como valoramos que haya habido una rectifica- 
ción. No obstante ello, consideramos que jamás habrá res- 
ponsabilidad -según lo que establece el artículo 112- porque 
el Legislador, en materia de opiniones vinculadas a su activi- 
dad política, goza de ese fuero, inmunidad o, como dice la 
Doctrina, de ese privilegio. Por esa razón hemos propuesto al 
Senado una resolución. En el informe en minoría propone- 
mos que se diga que el Senado entiende que el señor Senador 
Gandini difamó al ingeniero Estanislao Chiazzaro, aun cuan- 
do luego se rectificó, pero que no corresponde conceder el 
desafuero por cuanto se encuentra amparado por la inmuni- 
dad por opiniones previstas en el artículo 112 de la Constitu- 
ción de la República. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINLI. - Señor Presidente: mi intervención 
tiene un sentido muy estricto. Entiendo que los fueros son del 
Cuerpo, pero en mi caso -que se está analizando- no debería 
intervenir para referirme a ese tema cuando se están anali- 
zando aspectos jurídicos y se hacen valoraciones. Sin embar- 
go, de las versiones taquigráficas de la Comisión, del informe 
en minoría y de las palabras del señor Miembro Informante, 
que acaba de hacer uso de la palabra, surge un aspecto dife- 
rente que me obliga a expresar mi opinión. 


Se dice con claridad que se cometió un delito y, por tanto, 
que quien habla es un delincuente, un difamador. Asimismo, 
se ha dicho en la Comisión que me salva el artículo 112 de la 
Constitución de la República porque tengo inmunidad por 
mis dichos, aunque se deja constancia de que soy un difama- 
dor, que he cometido delito y que debería ser juzgado si fuera 
un ciudadano común. Dicho de ese modo, a mi entender 
constituye una real ofensa, por lo que quiero referirme a ese 
asunto. 


No voy a entrar a explicar algunos detalles, aunque de 
pronto tenga que hacerlo porque, como se dijo, esto no es un 
juicio ni se pretende sustituir a la Justicia. Sin embargo, la 
verdad dicha con firmeza y claridad, es un arma irremplaza- 
ble. 


Antes de exponer mi punto de vista, quiero relatar un 
hecho, que al principio pareció un error pero que luego, con 
el tiempo, me hizo pensar hasta en una trampa. 


El día 17 de noviembre, en momentos en que me encon- 
traba en mi despacho, mi secretaria me hizo saber que un 
funcionario de este Cuerpo debía entregarme un documento 
en mano. El funcionario pasa a mi despacho, me entrega un 
sobre manila cerrado, con una hoja grapada del lado de afue- 
ra. 


Se trata de una carta de la Suprema Corte de Justicia -que 
voy a leer varias veces- firmada por los doctores Cairoli y 
Pérez Manrique y dirigida al Presidente de la Cámara de 
Senadores. En ella se dice: “Tengo el honor de dirigirle a 
usted el presente a fin de remitirle adjunto testimonio de 
expediente procedente del Juzgado Letrado de Primera Ins- 
tancia en lo Penal de 7” Turno, caratulado “Chiazzaro, Esta- 
nislao - Denuncia, Difamación e Injurias - Gandini, Jorge - 
Antecedentes - Ficha P 79/97”, en 65 fojas útiles con un 
sobre cerrado que dice contener un video y dos sobres cerra- 
dos que dicen contener un casete cada uno, etcétera”. Ante 
esto le expreso al funcionario que se equivocó, ya que viene 
dirigido al Presidente del Senado y, por lo tanto, no es para 
mí. Supuse, entonces, que el contenido estaba vinculado a lo 
que estamos tratando hoy, aunque esto no lo dice la carta 
anexa. El funcionario me contesta que tiene orden de entregár- 
melo. Ante ello le consulto dónde tengo que firmar un remito 
o una constancia de que recibo este material, a lo que me 
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contesta que en ningún lado porque, simplemente, debía entre- 
garlo en mis manos. El funcionario se retira y ante esta situa- 
ción trato de ubicar a mi abogado y como no lo encuentro, 
fotocopio la hoja con el sobre. Como soy muy desconfiado - 
cuando uno juega fuerte debe serlo- voy hasta la Secretaría del 
Senado y en presencia del señor Secretario Farachio -a quien 
le entrego el sobre- de la señora Prosecretaria, Quena Carám- 
bula y de la señora Directora Ema Abdala procedemos a abrir- 
lo a ver si efectivamente contenía lo que decía o alguna con- 
sulta. Lo abrimos y allí aparece esta copia del expediente con 
lo que aquí consta: tres sobres que -obviamente, no abrimos- 
dicen contener un video y un casete cada uno. Ante esto y por 
las dudas, solicito que me hagan una constancia, que firma el 
señor Secretario Farachio, en donde se establece que la docu- 
mentación remitida por la Suprema Corte de Justicia, adjun- 
tando testimonio, expediente, etcétera, etcétera, está deposita- 
da en la caja fuerte de la Secretaría del Senado; allí se pone la 
fecha del 17 de noviembre de 1997. 


Este documento ingresó al Senado con fecha 13 de no- 
viembre y no recorrió ningún otro lugar dentro del Poder 
Legislativo; así figura en el sello de entrada que se le pone en 
la puerta como un trámite, pasando luego a mis manos. Hay 
unos días entre la fecha de entrada y la de efectivamente 
recibido, que vaya a saber dónde estuvo. Concretamente, me 
llegó el 17 de noviembre y un rato después se abre en el 
despacho de la Secretaría del Senado. ¿Qué hubiera pasado si 
hubiera abierto o guardado ese expediente, si hubiera desapa- 
recido o si me lo hubieran robado en mi despacho como uno 
o dos días antes me habían robado un par de sueldos de mis 
secretarios? Realmente no sé qué hubiera ocurrido, pero ob- 
viamente este no es el procedimiento adecuado, porque los 
Poderes se comunican entre sí a través de sus Presidentes, ya 
que no es el Juzgado que nos hace llegar esta solicitud, sino 
el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, y no es al 
Senador Gandini, sino al Presidente del Senado; de todos 
modos, llegó a mis manos y lo devolví. Dejemos por aquí 
este relato, aunque después va a ser necesario retomarlo. 


Ahora pasaré a relatar los hechos tal cual ocurrieron. 


En los días de referencia aparece el informe del Tribunal 
de Cuentas acerca de la auditoría que se había realizado en el 
Mercado Modelo, que había insumido diez meses de trabajo 
y que motivó declaraciones de mi grupo político. Estas últi- 
mas llevaron a que fuera invitado al día siguiente al progra- 
ma “En Vivo y En Directo”, en CX 8 Radio Sarandí, y ese 
fue el tema central de la entrevista. Es conocida mi posición 
en cuanto a la forma en que se administró el Mercado Mode- 
lo desde que el doctor Vázquez, ex Intendente, lo privatizó a 
sola firma, sin decreto, apenas con una resolución y carente 
de marco legal de naturaleza alguna, lo que hoy es reconoci- 
do por los 31 ediles de la Junta Departamental de Montevi- 
deo. Desde el incendio del Mercado Modelo en adelante se 
evidenció la desprolijidad con que su Presidente, el señor 
Spinoglio, administró ese Mercado, el desapego a las normas, 
inclusive las dictadas por el propio Intendente Municipal. To- 
das esas declaraciones y posiciones que sostuvimos durante 
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mucho tiempo -que fueron anteriores a esta auditoría- fueron 
avaladas y enriquecidas documentalmente por la auditoría del 
Tribunal de Cuentas que fue el único camino que la oposición 
encontró para investigar, ya que puede solicitarse con 11 votos 
de la Junta Departamental, que son menos de los requeridos 
para una investigación. Sin duda, ello molestó al oficialismo 
municipal, pero esas son las reglas de juego consagradas en la 
Constitución y en la ley dentro del sistema democrático: unos 
gobiernan y otros controlan. Allí se produce mi error, señor 
Presidente. Al relatar el hecho, manejando este voluminoso 
expediente y leyendo varias de las observaciones que aquí se 
detallan, en varias hojas que se refieren a algunos años de la 
Administración de la Policlínica donde se revela todo tipo de 
irregularidades, leo una parte de esta hoja y digo que se depo- 
sita parte de ese 3% en la cuenta personal del secretario, a 
quien confundo con el posterior y actual secretario de la Co- 
misión Administradora. Ello se debe a que más adelante, en 
este mismo informe, se dice que en esa oportunidad se aprobó 
una moción por la que se dispone que el delegado de la Comi- 
sión Administradora del Mercado Modelo en la Comisión de 
Policlínica sea siempre el delegado de la CAMM. Al presente, 
de acuerdo con la información verbal proporcionada, la res- 
ponsabilidad del manejo de la Policlínica recae sobre el secre- 
tario de la Comisión Administradora del Mercado Modelo, 
ingeniero Estanislao Chiazzaro. Evidentemente, confundo los 
nombres, lo digo y esto es lo que queda en la versión de esa 
radio. Al salir del estudio me aborda un periodista de esa radio 
-puedo ponerlo de testigo- el señor Aureliano Folle, y me pide 
una entrevista para el informativo, en la que reitero esos con- 
ceptos. En la puerta me esperaba otro periodista -probable- 
mente fuera de Radio Montecarlo, aunque no estoy seguro- 
con dos grabadores pequeños, y digo que quizás haya formu- 
lado esa declaración a Radio Montecarlo. Es verdad que luego 
de las declaraciones que hiciera en el programa “En Vivo y En 
Directo”, por lo menos me hacen dos entrevistas más para 
informativos y radios; y estoy seguro que una fue hecha por 
periodistas de Radio Sarandí, aunque no lo estoy tanto de que 
la otra haya sido hecha por los de Radio Montecarlo. Eviden- 
temente, en esas oportunidades reitero el mismo concepto y, 
por ende, la misma confusión. 


En horas de la tarde, en mi despacho, recibo la versión 
del Edil Mastrángelo que había escuchado el programa de 
radio desde su casa, quien me advierte sobre esa confusión. 
Ya a esa altura no se podía volver atrás pero, de todos modos, 
me rectifico hacia el futuro en varias ocasiones, nombrando 
siempre, posteriormente a ese día, incluso después de ese me- 
diodía -voy a demostrarlo- al señor Héctor Moris y no al señor 
Chiazzaro. Pero en el fondo no me equivoco porque el hecho 
existió y nadie lo niega, ni el Partido Socialista, ni el Tribunal 
de Cuentas, ni la propia Comisión que lo destituyó. Vale decir 
-como ya se ha expresado aquí- que no fue destituido por este 
hecho, sino porque la desprolijidad en la administración de esa 
Comisión era tal, que este señor, durante años, estuvo cobran- 
do adelantos de sueldos y dejando papelitos en el cajón -como 
s1 fuera un almacén- y cuando debía seis meses de sueldo, 
hizo conformes para pagar después. Esto no se puede hacer en 
un organismo estatal, si es que lo es, porque el señor Senador 
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Korzeniak, en su informe en minoría, acaba de decir que el 
señor Chiazzaro es un funcionario público porque es nombra- 
do por la Intendencia. Entonces, si él lo es, también lo era el 
señor Moris y, ante ello, nos preguntábamos cómo era que 
este hombre cobraba por adelantado hasta tener seis meses de 
sueldo acumulado. 


Pero resulta que cuando esos documentos se fueron a eje- 
cutar -porque el señor no pagó- habían desaparecido de la 
caja fuerte. Allí surgió el problema; por eso lo destituyeron y 
no por este otro tema, del cual, en el cúmulo de desprolijida- 
des, nadie dio cuenta hasta que el Tribunal de Cuentas hizo 
una auditoría que insumió un período de seis años. 


El señor Moris será o no nacionalista -no lo sé, porque no 
lo conozco- pero sí sé que lo nombró el Intendente Municipal 
de Montevideo de aquel momento, el doctor Tabaré Váz- 
quez, y que para esos cargos se nombra a gente de confianza. 


Después de cometer y advertir mi error por las expresio- 
nes del Edil Mastrángelo, no reparé en qué debía prever para 
el futuro, por una posible denuncia penal. Continué haciendo 
declaraciones, siempre mencionando al señor Moris hasta que, 
por la prensa, me entero que había sido denunciado. En ese 
momento intenté conseguir las grabaciones de los programas 
en que había hablado del señor Moris, pero no las obtuve. La 
Dirección Nacional de Comunicaciones me informó que no 
había registros propios de las emisiones de radio y que éstas 
sólo tienen obligación de guardar las grabaciones de sus pro- 
gramas durante cinco días, cuando se trata de informativos, y 
diez en caso de la restante programación. Habían transcurrido 
más de diez días y sólo pude recuperar la última de mis 
expresiones -esto es, las anteriores a la denuncia- hechas en 
Radio Imparcial, y que puedo dejar a disposición de los seño- 
res Senadores. Allí dije con claridad: “Pero además se come- 
ten otras irregularidades. Por ejemplo, el secretario de la Co- 
misión, uno de los hombres de confianza del doctor Vázquez, 
deposita en su cuenta personal la retención del 3% de los 
haberes de los trabajadores del Mercado, que tiene el destino 
de la Policlínica y nunca va a la Policlínica, sino que va a la 
cuenta particular, privada y personal, en un banco privado, 
del secretario de esa Comisión, el señor Moris.” 


A continuación, voy a volver un segundo atrás, porque 
vale la pena; luego diré por qué. 


Tengo en mis manos un ejemplar del diario “El País” del 
día 12 de julio. Obviamente que las declaraciones mías que 
aparecen aquí fueron hechas el día 11 de julio. Digo: “Recién 
hoy nos enteramos”, esto alude a una respuesta que dábamos a 
la conferencia de prensa y las declaraciones realizadas por el 
Partido Socialista, “de que Vázquez nombraba a blancos entre 
sus representantes en esa Comisión y de que el señor Moris fue 
destituido por otro hecho y no por el que los socialistas dicen 
de guardarse los fondos de la Policlínica”, etcétera. 


Quiere decir, señor Presidente, que en la tarde del día a 
que he hecho referencia, en Radio Sarandí, realicé declara- 
ciones al diario “El País” rectificando mis dichos, porque ha- 
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bía sido avisado. Me equivoco en la mañana, concretamente 
en el programa “En Vivo y En Directo” y ante dos periodistas 
que estaban en la radio. Pero luego que se me advierte, realizo 
declaraciones que aquí tengo documentadas. 


Inmediatamente de conocer la denuncia -que se produce el 
24 de julio- aclaro la situación y pido disculpas en radios, 
diarios y en la televisión, excediendo en mucho el ámbito en 
el que caí en error. 


Tengo un ejemplar del diario “La República” del día 25, 
en donde se da cuenta de la denuncia, pero ese mismo día “El 
País” publica mis declaraciones. 


Quiere decir que cuando el señor Chiazzaro hizo la denun- 
cia avisó a la prensa, y un periodista que se enteró del tema, 
antes de culminar su labor del día 24, me entrevista y yo 
reconozco el error y hablo del señor Moris. 


En la mañana del 25, en un contacto telefónico tempranero, el 
periodista Emiliano Cotelo, de “El Espectador”, me entrevista y a 
continuación voy a leer lo que dije. En un tramo señalé: “De aquí 
surge mi confusión. El señor Chiazzaro es el responsable, aunque 
este tres por ciento -que sí se descontaba, no es falso lo que digo- 
de los funcionarios y sí se depositaba en cuentas personales. Se 
depositaba en la cuenta personal no del señor Chiazzaro -y ése es 
mi error- sino del otro secretario, el señor Héctor Moris. Esto lo 
dije en varias radios porque en realidad no tengo ninguna animosi- 
dad, ninguna cuestión personal”. 


Entonces, a continuación el periodista Cotelo me pregunta: 
“Pero usted había percibido el error y por eso hizo las aclara- 
ciones”. Respondo: “Claro, yo voy a Radio Sarandí, hago una 
larga entrevista, tengo papeles en la mano, confundo los nom- 
bres mientras manejo los papeles. Cuando llego a mi oficina el 
Edil Víctor Mastrángelo me dice: “Te escuché en la radio, no 
es correcto lo que dijiste: dijiste Chiazzaro y es Moris””. Voy 
a los papeles y le digo: “Tenés razón, me equivoqué”. En 
varias radios posteriormente hablo del señor Moris. 


El señor Cotelo me pregunta: “Entonces, a partir de esta 
acción que lleva adelante el ingeniero Chiazzaro a partir de 
ayer, una denuncia ante la Justicia Penal, ¿qué pasos piensa 
dar usted?”. Respondo: “Veré. No tengo mucha idea, no co- 
nozco la denuncia, no la vi, pero estoy muy tranquilo porque 
para cometer un delito contra el honor hay que tener intención 
de cometerlo, de someter a la persona al escarnio público, de 
agraviarla. Yo no tengo ninguna intención, porque no tengo 
ninguna animosidad con el señor Chiazzaro a quien vi una vez 
solamente en mi vida en la asamblea del Club de Defensa 
Agraria. Después no lo conozco, no tengo ningún problema 
con él. Por lo tanto si tengo que pedirle disculpas se las pido; 
le pido disculpas a su persona, porque realmente no tengo 
ningún problema y creo que es de nobleza -que hace bastante 
falta en la política- reconocer los errores y yo reconozco y 
reconocí ya que confundí sus nombres.” 
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El día 26 nuevamente aparecen declaraciones mías en “La 
República” y en “Ultimas Noticias”, en donde señalo mi error 
y hago la rectificación correspondiente. 


En su denuncia, el señor Chiazzaro me adjudica declara- 
ciones hechas en CX 20 el día 12, y transcribe la versión. 
Más adelante veremos si las pruebas que presenta el señor 
Chiazzaro en el expediente judicial son ciertas o falsas, pero 
lo concreto es que él las adjudica a ese día, y luego analizare- 
mos por qué lo hizo. 


Hasta aquí el relato, señor Presidente. 


El señor Senador Korzeniak me acusa de haber cometido 
el delito y afirmó -y afirma- que me salvo porque tengo 
inmunidad. Asimismo, dice que soy un delincuente, porque 
cometí un error en el nombre, pero resta trascendencia a la 
inexistencia de intención. Lee, como lo hizo hace unos mo- 
mentos, la opinión del señor Fiscal y resalta que éste entiende 
que en este tipo de delitos no corresponde el error en la 
persona. A su vez, pasa por alto cosas que sí señaló en la 
Comisión: que lo que hay que analizar es la intención. Esta, 
señor Presidente, es fundamental y yo no la tuve, cosa que va 
quedando clara. 


También el señor Senador Korzeniak manifestó en la Co- 
misión que no importa no haber querido ofender y siembra la 
sospecha al sostener que después de ser consciente del error 
cometido, el 10 de julio del año pasado, volví a mencionar al 
señor Chiazzaro en CX 20 el 12 de julio. 


O sea que, en opinión del señor Senador Korzeniak, nun- 
ca erré, actué a sabiendas y reiteré mi error. Por eso, ahora, el 
ofendido soy yo, porque esto no es así y se puede demostrar. 


En la versión taquigráfica de la sesión que la Comisión 
celebrara el 26 de marzo aparecen expresiones de los dos 
Senadores firmantes del informe en minoría, y creo que vale 
la pena remitirnos a las páginas 7 y 8 del Distribuido N* 
1902. 


Voy a leer el segundo párrafo de la página 8, en donde el 
señor Senador Sarthou, luego de analizar las declaraciones 
del 10 y 12 -entre las que median 2 días y, además, el aviso 
del Edil Mastrángelo- expresaba: “Entonces, a mi juicio, es- 
tarían configurados el elemento material y el subjetivo por el 
fenómeno de la reiteración, pues puedo admitir un error una 
vez, y cuando éste se constata, confesarlo, además de que fue 
advertido; pero no puedo admitir su repetición dos días des- 
pués, porque ahí ya estaría configurada la intencionalidad.” 
La intencionalidad es un elemento fundamental para el señor 
Senador Sarthou, para que se constituya o se dé el delito de 
difamación, del que él me acusa. 


Señor Presidente: aquí quiero decir cómo son las cosas; 
no son como están en el expediente, en varios aspectos. El 
señor Chiazzaro presenta en su escrito dos transcripciones de 
grabaciones, y no es como dice el señor Senador Korzeniak 
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que las escuchó el actuario porque éste sólo firma y sella esa 
hoja, como todas las demás, las sesenta y cinco, aun las que 
están en blanco. Sin embargo, no escucha la grabación, no lo 
dice en ningún lado y después nos vamos a dar cuenta por 
qué es así. 


El señor Chiazzaro presenta un documento que dice: “Trans- 
cripción parcial de la entrevista realizada al señor Senador 
Gandini por el periodista Jorge Burel en CX 8 Radio Sarandí 
en el programa “En Vivo y En Directo”, el día 10 de julio de 
1997. Se adjunta grabación”. Luego, a fojas cuatro, figura: 
“Transcripción de la entrevista realizada al señor Gandini en 
CX 20 Radio Montecarlo en la audición *Diario Oral Noctur- 
no” del día 12 de julio de 1997, de la cual se adjunta graba- 
ción”. 


¿Qué sucede con esto, señor Presidente? Una vez recibida 
la denuncia con los documentos adjuntos, el Juez dispone 
inmediatamente lo siguiente. Con fecha 25 de julio expresa: 
“Sin que implique en modo alguno adopción de posición al 
respecto sobre el mérito del asunto, y solamente como medi- 
da previa a fin de no perder un medio de prueba, y a tenor de 
lo dispuesto por el Art. 34 de la Ley N* 16.099 de 3 de no- 
viembre de 1989, solicítase vía fax a las emisoras CX 8 Radio 
Sarandí y CX 20 Radio Montecarlo, que remitan dentro de 
las 48 horas hábiles copia auténtica de las grabaciones de los 
programas de referencia”, etcétera, etcétera, y efectivamente, 
las radios lo hacen. Concretamente, Radio Sarandí remite su 
fax que es recibido por el señor Juez y el Actuario Adjunto, 
firmado por el doctor Ramiro Rodríguez Villamil. El mismo 
dice: “De nuestra mayor consideración: De acuerdo a vuestro 
fax del pasado viernes 25 de julio, nos place remitirles la 
grabación por ustedes solicitada, de la salida al aire del Sena- 
dor Jorge Gandini en nuestro programa En Vivo y En Direc- 
to, el día 11 de julio”. Quiere decir que nunca hablé el día 
10, y a Radio Sarandí fui el día 11. Reitero que nunca hablé 
el día 10; el día 10 lo que ocurrió fue una conferencia de 
prensa llevada adelante por mi agrupación política, la Lista 
250, dando cuenta de una carta remitida al Intendente Arana, 
relatando algunos acontecimientos que figuraban en el infor- 
me del Tribunal de Cuentas y que no vamos a perder el 
tiempo en leer ahora. Eso fue lo que sucedió el día 10, es 
decir, la conferencia de prensa y el día 11 fui a Radio Saran- 
dí, lo que se prueba con esto que fue un esfuerzo del señor 
Rodríguez Villamil, quien no remitió lo que le solicitaron -le 
habían pedido una entrevista del día 10- porque sabiendo que 
el día 10 no hablé, remitió la grabación correspondiente al 
día 11, cuando sí hablé. 


Retengamos la fecha porque seguidamente aparece la car- 
ta que firma el señor Leonardo Trentini, encargado de pro- 
gramación de Radio Montecarlo. En dicha carta se dice: “En- 
vío a usted”, es decir, al señor Juez, “tal cual fue solicitado, la 
copia del programa “Diario Oral Nocturno” del día 12 de julio 
pasado. En la cual ya le expresé, no consta una nota al Sena- 
dor Jorge Gandini, sino otras de otro Legislador que hace 
mención a él”. Por lo tanto, señor Presidente, tampoco hablé 
en este programa esa noche. 
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Lo que sí hice fue hablar un sólo día, digamos más con- 
cretamente una mañana, y esta grabación que transcribe el 
señor Chiazzaro y que adjudica al día 12, en realidad corres- 
ponde al día 11. Esto surge claramente porque si se examina 
el casete correspondiente a esa grabación, luego de mis pala- 
bras, aparece el diputado Guillermo Alvarez, en ese mismo 
reportaje, hablando de la conferencia de prensa que en el 
Palacio Legislativo había brindado ese día el Partido Socia- 
lista. Una vez concluida mi intervención, el informativista 
dice lo siguiente: “La agrupación de Gobierno del Partido 
Socialista anunció esta noche su total respaldo al Intendente 
Mariano Arana... ”, etcétera. 


Esas fueron declaraciones tomadas a mi persona el día 11 
de mañana y pasadas en la noche del mismo día. 


Por lo tanto, señor Presidente, no medió tiempo entre una 
y otra entrevista; hubo una sola en un solo día y aquí se 
antedata un documento y se posdata otro. Se antedata el de 
Radio Sarandí del día 11 al 10 y se posdata la de Radio 
Montecarlo del día 11 al 12 para separar los dos días y decir 
aquí que hubo intencionalidad; para afirmar que lo dije sa- 
biendo lo que estaba diciendo; para poder sostener que des- 
pués de haber sido advertido de mi error, lo continué dicien- 
do; para plantar la sospecha sobre este Legislador que integra 
este Cuerpo. Yo estoy ofendido por eso, porque no lo hice 
con esa intención; me equivoqué pero no más que eso, no 
más que otros. No admito que se falseen las pruebas y si bien 
admito que dije esas cosas, no lo hice en esos días. Sin 
embargo, aquí se antedata falseando un expediente, un docu- 
mento y la prueba, y se posdata otro para separarlos dos días, 
permitiendo que Senadores de este Cuerpo sustenten en ese 
hecho que la separación en el tiempo y la reiteración con dos 
días de diferencia, fundamentan la intencionalidad. Eso es 
mentira, es falso y se puede comprobar. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 
SEÑOR STORACE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR STORACE. - Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se prorroga el 
término de que dispone el orador. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Gandini. 


SEÑOR GANDINI. - Sobre estas bases, señor Presidente, 
me acusan, pero vamos a ver seguidamente sobre cuáles más. 
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El señor Senador Korzeniak tenía algunas dudas que espe- 
ro ya no las tenga, aunque de todos modos quiero compartir 
otras que yo sí tengo. 


El expediente ingresa a este Cuerpo con una hoja engra- 
pada afuera y que he leído al principio. La misma viene del 
Poder Judicial y dice que son sesenta y cinco fojas útiles con 
un sobre cerrado que dice contener un video -ese video lo he 
presentado yo y es mi prueba- y dos sobres cerrados que 
dicen contener un casete cada uno. Esto es lo que dice aquí. 


Si me remito a la denuncia que presenta contra mí el 
señor Chiazzaro, encuentro el ingreso del expediente manus- 
crito con fecha 24, sellado por el señor Ruben Saravia Gara- 
gorry, Actuario Adjunto. Dicho manuscrito, que en el infor- 
me que poseen los señores Senadores figura a fojas 22, dice 
lo siguiente: “Montevideo, 24 de julio de 1997. Recibido 
hoy con fotocopia autenticada de título universitario, testi- 
monio de resolución municipal N* 2603/93, dos hojas de trans- 
cripción de grabación de las entrevistas al Senador Gandini y 
dos hojas de fotocopias del estado de cuenta del BROU a 
nombre del Sr. Chiazzaro”. Esto es lo que dice. 


Sin embargo, resulta, señor Presidente, que cuando vamos 
a ver los sobres que ahí tenemos, los que están en la mesa, 
aparecen efectivamente tres sobres, pero cuando se abren apa- 
recen cuatro casetes. El Poder Judicial nos dice que envía 
dos; no aparece en ningún lado que el señor Chiazzaro haya 
presentado los casetes de las transcripciones que él incorpora, 
pero son transcripciones y cuando él las entrega, aparecen. 
No sucede lo mismo con los casetes. Reitero que cuando 
abrimos los sobres nos encontramos con que hay cuatro case- 
tes: los dos que manda el Poder Judicial que son los que el 
Juez pidió a las dos radios para preservar la prueba, y los dos 
que manda el señor Chiazzaro. Uno de ellos coincide con el 
de Radio Sarandí y otro casualmente no es el de Radio Mon- 
tecarlo del día 12, sino el de Radio Montecarlo correspondien- 
te al día 11, cortado debidamente y sin cabezal de informativo, 
pero el del día 11. Esto es así porque, como ya lo dije, en este 
mismo casete -seguramente lo cortaron después de lo debido- 
se da cuenta de la conferencia de prensa del Partido Socialista 
de ese día. 


¿Cómo llegan aquí estos casetes? Anoche, cuando me en- 
teré de todo esto, pedí la carpeta y observé algunas cosas, y 
pido que se muestren los sobres a los señores Senadores. 


Este es un expediente prolijo, ya que sus 63 fojas están 
debidamente selladas por el Juzgado, incluidas las que están 
en blanco, pero los tres sobres son diferentes. Hay uno que 
está cerrado, que nunca fue abierto por nadie, que contiene el 
video y está doblado de tal manera que su borde se monta 
con otra parte del sobre y en el medio, ocupando parte de los 
dos, esta el sello. Existe otro sobre que contiene las pruebas 
que manda el Juzgado, que está doblado igual -se nota, aun- 
que fue abierto- y el sello está puesto de la misma manera. 
Pero el tercero, el que contiene los dos casetes que presentó 
el señor Chiazzaro, que en este expediente no aparecen como 
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ingresados -además, la Suprema Corte de Justicia no nos dice 
que hayan venido en lo que nos mandó, porque nos habla de 
dos casetes y no de cuatro- no tiene sello y es un sobre que 
está doblado diferente. Asimismo, me parece -no soy técni- 
co- que la letra con la que está escrito del lado de afuera 
también es distinta; letra que indica que son los casetes del 
denunciante. 


No voy a hacer imputaciones a nadie, porque acá puede 
haber un error; de ello estamos hablando hoy. De todas ma- 
neras, me gustaría saber quién lo cometió: el Juzgado, la 
Suprema Corte de Justicia o este Cuerpo. Algún día quisiera 
saber cómo la Suprema Corte de Justicia nos manda dos 
casetes que son prueba de un juicio y nosotros abrimos los 
sobres y encontramos cuatro, dos de los cuales nunca entra- 
ron al Juzgado, por lo menos no hay documento que lo avale. 


Deberían haber leído bien el expediente quienes hoy acu- 
san, porque no se puede hablar de delito, no se puede plantar 
la sospecha cuando hay un expediente plagado de aspectos 
que merecen, por lo menos, la duda, el reparo, la consulta, y 
no surgen del hecho de que el señor Senador Gandini no haya 
ido a la Comisión, sino de la lectura atenta del propio expe- 
diente. 


Yo me equivoqué y lo reconocí, lo asumí, pedí disculpas; 
fue el error de una mañana, no de dos días. ¿Por qué pedí 
disculpas? Porque me guían convicciones que no estoy dis- 
puesto a traicionar: no es más hombre el que niega sus erro- 
res ni es humano quien no los comete; más hombre es quien 
los reconoce y se disculpa por ello. 


Nos separan con el señor Senador Korzeniak muchas co- 
sas, pero quizás algunas tenemos en común. Ambos mantuvi- 
mos diferencias con un mismo órgano de prensa; esto nos 
generó problemas a ambos con la Asociación de la Prensa del 
Uruguay. Por un tema bien diferente recibí a esa Asociación, 
cambié puntos de vista con ellos, reconocí que parte de mi 
actitud no había estado feliz y por carta dirigida a su Presi- 
dente aclaré mi situación y pedí disculpas. El señor Senador 
Korzeniak, por su parte, se refugió en el capricho y en la 
confrontación. Cada uno asume su condición humana con la 
humildad de la que es capaz. Yo sé pedir perdón y lo hice, 
pero, además, lo pedí en varias ocasiones. Lo pedí en un 
programa de televisión, en un debate que seguramente generó 
un poco más de audiencia que la habitual, con la periodista 
Sonia Breccia y ante mi contendiente político de ese momen- 
to, el Edil Zabalza. En aquel momento expresé que me había 
equivocado, pedí disculpas, no al Edil Zabalza, sino al señor 
Chiazzaro, que estaba a dos metros de distancia, y dije: “Al 
señor Chiazzaro que está aquí, detrás de cámaras, a él le pido 
disculpas”. Precisamente ese es el video de mi prueba. Parece 
bastante, pero ¿saben por qué es aún más, señor Presidente? 
Porque el señor Chiazzaro, el día 24, cuando salió del Juzga- 
do, hizo declaraciones en “Ultimas Noticias” y en “El País” 
que constan en sus páginas 13 y 10 respectivamente, del día 
25 de julio. En el primero de ellos aparece lo siguiente: “El 
Secretario General de la Comisión, Estanislao Chiazzaro, pre- 
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sentó una denuncia penal por difamación e injurias contra el 
Senador blanco Jorge Gandini e indicó que pretendía “una 
rectificación” para que su nombre no se vea involucrado en 
situaciones de este tipo”. Por su parte, en el diario “El País” se 
publica: “El denunciante estuvo asistido por el doctor Miglió- 
nico y luego de permanecer tan sólo 15 minutos en la sede 
judicial señaló, entre otras cosas: “pretendo que el Senador 
Gandini se retracte”.” Eso es lo que pretendía en aquel mo- 
mento. Yo me rectifiqué, me disculpé y aquello que era sufi- 
ciente en su momento, dejó de serlo después. ¿Por qué el 
señor Chiazzaro no acepta mis disculpas? ¿Acaso no fueron 
suficientes? Las expresé por todos los medios. Todos sabe- 
mos que equivocarse no es bueno para un político, ya que 
pone en riesgo su credibilidad y ello, para nosotros, es nues- 
tro principal capital político; cuando la perdemos, cuando la 
gente deja de creer en nosotros, nuestra tarea seguramente 
finaliza. Sin embargo, yo no medí ese riesgo y lo hice. Varios 
periodistas parlamentarios me comentaron -algunos, incluso, 
frente al propio micrófono- que no era común ver a un Legis- 
lador pedir disculpas por sus errores. Á pesar de todo eso, el 
señor Chiazzaro no se dio por satisfecho. ¿Por qué? Por una 
sola razón: este es un tema político y no judicial. Me quieren 
pasar una factura política sólo por eso. El señor Chiazzaro es 
un político igual que yo -aquí se confirmó- y que todos los 
que estamos aquí. Es un militante del Frente Amplio y juega 
con esta acción no un interés de satisfacción del honor perso- 
nal, sino un papel en el engranaje de su fuerza política, que 
reacciona contra quien ha denunciado una y otra vez irregu- 
laridades en la Intendencia Municipal de Montevideo, contra 
quien ejercita su función de contralor como miembro de un 
partido de oposición en el Gobierno Departamental de Mon- 
tevideo, como lo realiza su partido, como oposición ante el 
Gobierno Nacional. 


Nunca nos perdonarán que nos hayamos plantado firmes y 
tomado una actitud férrea en el contralor de la gestión muni- 
cipal, que no es personal, sino política. Nunca nos perdona- 
rán que no se haya privatizado el Casino Carrasco, oculto 
detrás de la privatización de un hotel. Hoy no hay casino en 
manos austríacas-chilenas-uruguayas, porque todo se inició 
con una denuncia de los semanarios “Brecha” y “Mate Amar- 
go”, pero seguimos férreamente adelante, sin temores, sin 
ataduras políticas de ningún tipo y hasta el final. 


Hoy trabajan todavía en el Mercado Agrícola sus produc- 
tores, comerciantes y changadores, que iban a ser desalojados 
con la excusa de que el edificio que ocupaban estaba ruinoso. 
Todos sabemos que esa es una excusa, que detrás de ello hay 
un proyecto de reciclaje de la vieja fábrica Alpargatas, para 
transformarla en un complejo de viviendas, que seguramente 
no puede convivir con un mercado mayorista de frutas y 
verduras, por el ruido, por la distorsión, aunque sí segura- 
mente podrá convivir con un mercado minorista de frutas y 
verduras en el mismo edificio que estaba ruinoso, para el que 
seguramente aparecerán los recursos para reciclarlo. 


Nunca nos perdonarán que nuestra acción ante la gestión 
del Mercado Modelo haya generado tantos problemas y que- 
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dara claro ante los ojos de todos el proceder del entonces 
Intendente Tabaré Vázquez; situación que heredó el arquitec- 
to Arana, quien se debate desde hace tres años entre corregir 
y enmendar la plana a su candidato o continuar con una 
situación ilegal, irregular, marcada en el Tribunal de Cuentas 
y aceptada por el propio Intendente cuando lo visitaron dele- 
gados de todos los partidos en octubre de 1996. En ese mo- 
mento admitió que mandaría un decreto estableciendo la na- 
turaleza jurídica de esta Comisión, solicitud que fue reiterada 
por la Junta Departamental el 12 de julio de 1997, con el 
voto de los 31 ediles. Hoy, a casi dos años, todavía no se ha 
mandado ese decreto. 


¿Por qué no? El doctor Vázquez creó un monstruo jurídi- 
co alejado de toda figura jurídica conocida en el Derecho: 
mixtura extraña entre empresa privada y organismo público, 
utilizando lo que más le convenía de cada uno; con caracte- 
rísticas de empresa privada para no tener los contralores del 
Tribunal de Cuentas ni de la Junta Departamental; para no 
observar las exigencias del TOCAF y administrar, así, lejos 
de las garantías que éste dispone para una buena administra- 
ción de los recursos públicos; para comprar sin licitaciones ni 
concurso de precios y, además, para nombrar, destituir y pa- 
gar sueldos y viáticos sin los respectivos controles. En cam- 
bio, tiene elementos de organismo público para recibir dine- 
ros de la Intendencia aplicados a su rubro presupuestal de 
funcionamiento e inversión y hacer frente al déficit de ese 
mercado y a las inversiones necesarias; para dejar de pagar el 
IVA, fundamentado en un trabajo encargado por la Comisión 
Administradora del doctor Valdés Costa que presentaron ante 
la Dirección General Impositiva confesando que es un servicio 
público. Dicho sea de paso, el Tribunal de Cuentas, en su 
auditoría que duró diez meses, reclamó varias veces ese docu- 
mento identificado con el número 11, que consta en la página 
4; sin embargo, nunca lo obtuvo, porque él revelaría la confe- 
sión de que se trata de un organismo público; pero si lo es, 
algún día tendrán que explicar por qué nunca han hecho una 
licitación. 


Nunca nos perdonarán que el Edil José Alem no haya 
votado la aplicación del cepo y que haya sido el único o uno 
de los dos que dijeron todo lo que hoy está pasando. Segura- 
mente, tampoco perdonarán la verdad de nuestros muros y las 
cosas que allí se dicen con sinceridad y fuerza, como quizás 
no perdonen nuestro desacuerdo con la concesión del Hotel 
del Prado y sus alrededores a una empresa privada. Sabemos 
que en el Centro Comunal Zonal 14, cuyo Concejo Vecinal 
ya manifestó su oposición por unanimidad a esta medida, se 
dice que será para una empresa que perdió la licitación del 
Casino Carrasco. Pero este no es el motivo de nuestro des- 
acuerdo, sino otro, y probablemente nunca lo perdonarán. 


Conocemos las reglas de juego. Sabemos que son duras y 
que no admiten el más mínimo error. Por esto mismo no nos 
quejamos; jugamos fuerte y esperamos de nuestros adversa- 
rios similar actitud. De todas maneras, señalamos que hay 
que jugar con argumentos y no utilizando la Justicia para 
hacer política o acudiendo a ella para dirimir conflictos que 
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son de carácter y naturaleza política, por lo cual deben diri- 
mirse en los ámbitos políticos, sin poner a la Justicia, enton- 
ces, en el papel de juez de los partidos y de sus actitudes. 


¿Cuál es, entonces, la intención del señor Chiazzaro cuan- 
do no acepta mis disculpas? ¿Limpiar su honor no aceptándo- 
las? Por el contrario, lo limpia más con mi reconocimiento. 
¿O será, quizás, que pretende amedrentar, desanimar y com- 
plicar al adversario con estas sesiones? 


De todos modos, no cambiarán nuestra actitud por este 
episodio, como tampoco la cambiamos en su momento, cuan- 
do en los días en que se debatía con mayor intensidad la 
concesión del Hotel Casino Carrasco sufrimos seguimientos 
y fuimos objeto de investigaciones clandestinas en nuestra 
vida privada. ¡Vaya a saber uno qué intereses políticos o 
económicos estaban detrás de quienes sacaban fotos, en ple- 
no día, del apartamento en donde vivo con mi familia y 
hacían preguntas a mis vecinos! Seguramente, esto estaba 
conectado a la pericia clandestina que, según nos contaron, 
desde el Banco Hipotecario llevaba adelante algún funciona- 
rio, con la esperanza de encontrar algún privilegio o ilicitud 
en la forma de adquirir ese apartamento. Á este respecto, 
quiero aclarar que vivo en un complejo del Banco Hipoteca- 
rio, al que accedimos con mi esposa por rigurosa licitación 
después de haber perdido un llamado anterior. Con esto quie- 
ro destacar que no obtuve mi vivienda en virtud de ningún 
privilegio o ilicitud. 


Casualmente, en esos días también se movían papeles en 
la Dirección Nacional de Correos, de la que fui Director en el 
período anterior. Probablemente, esto se hacía con la espe- 
ranza de encontrar algún viático mal cobrado, algún viaje al 
exterior sin rendir cuentas o alguna punta de la que tirar. 


Pero allí no acaba todo. En esos días encontré a un indivi- 
duo de conocida filiación política hurgando en un terreno que 
compramos con mi familia en un remate judicial, sobre el 
cual nos construimos una casa, como si el hecho de que un 
Senador construya una vivienda, con su esfuerzo, con su aho- 
rro y con préstamos, pudiera estar encubriendo la sospecha 
de un dinero mal habido. 


Sin embargo, señor Presidente, no hubo ninguna punta de 
la que tirar; no apareció nada ni salió ningún titular que 
pudiera cambiar mi intención. Precisamente, tengo una de- 
claración jurada presentada aquí desde el inicio, más comple- 
ta, incluso, que la que pide el proyecto que aprobó el Senado. 


Sabemos que la vida política es dura para uno mismo y su 
familia, pero, como dije antes, no nos quejamos. Es más, 
seguiremos controlando aunque “nos pasen factura”, aunque 
nos quieran enjuiciar. Seguiremos viviendo desafueros al Se- 
nador Gandini, si ese es el método que nuestros adversarios 
políticos eligen. Probablemente, en poco tiempo llegará otro 
pedido de desafuero. En estos momentos, nos ha presentado 
una denuncia penal por difamación el Edil comunista Juan 
José Cortizas, quien, según dice la prensa, fue expulsado de 
su sindicato por irregularidades de todo tipo. De acuerdo con 
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la revista “Tres”, en su edición del 24 de octubre de 1997, las 
sanciones obedecieron a 28 acusaciones hechas por la Comi- 
sión Fiscal en la asamblea del 2 de octubre. Algunas de ellas 
son -no lo digo yo, sino que lo informa esta revista- por 
ejemplo, “la firma de un acuerdo con la patronal de taxíme- 
tros reconociendo los turnos de doce horas; la venta de cuatro 
avales por U$S 1.000 para obtener chapa de taxímetros en la 
Comuna que -según dice esta publicación entre comillas, ya 
que al parecer lo expresó alguien en la asamblea- no fueron 
para el gremio sino para los bolsillos propios; el pedido de 
comisiones a Eduardo Abulafia”, sigue entre comillas, “por 
medio de autos así como la suma de U$S 2.500 para una 
comida faraónica; el cobro de U$S 2.000 de coima a un com- 
pañero; la coacción a Directores de Tránsito en la Intendencia 
Municipal y el alquiler de un automóvil originalmente por dos 
días, que luego de 16 apareció como robado en las cercanías 
del arroyo Pando.” Según la Comisión Fiscal este último he- 
cho derivó en el pago de una multa de U$S 10.000 y de 
$ 18.715 para reparaciones del vehículo. El Edil Cortizas fue a 
la asamblea el martes 21 y habló durante tres horas. Sin em- 
bargo, en esa instancia no denunció al sindicato y no se agravió 
con la expulsión que, por otra parte, fue ratificada en otra poste- 
rior asamblea, cuya sesión pidió por la prensa que se realizara la 
señora Senadora Arismendi, anunciando públicamente que se 
convocaría para rectificar esa decisión del sindicato. Esa asam- 
blea se llevó a cabo y, en lugar de rectificar, ratificó esa medida 
y el Edil Cortizas fue nuevamente expulsado. 


El señor Cortizas tampoco se agravió con la prensa que 
publicó esta noticia ni con el periodista que presenció la 
asamblea, sino con el señor Gandini que la comentó y, ade- 
más, llevó al Directorio del Partido Nacional el pedido de 
que este tema tomara estado político en virtud de que había 
trascendido que éstas eran actuaciones de un Edil. No se 
agravió entonces de quien lo expulsó. Otra vez el acusado se 
vuelve acusador y el investigado se pone en víctima. 


¡Que vengan esos desafueros, pero que ello forme parte 
de todas las actuaciones hoy secretas de la Comisión Investi- 
gadora que analiza su actividad y la actitud en la Junta De- 
partamental de Montevideo! Sea cual sea el resultado siempre 
serán 16 votos. ¡Que vengan entonces las versiones taquigráfi- 
cas, las actuaciones y los testimonios! Veremos así dónde está 
la verdad. De este modo, no se confundirá difamaciones con 
cumplimiento del deber, que es lo que tenemos que hacer 
nosotros en nuestra función política. 


Señor Presidente: obviamente mi exposición tiene conte- 
nido político. Ello se debe al hecho de que a mí no se me 
aceptan las disculpas y la rectificación después que las pidie- 
ra el señor Chiazzaro a la salida de presentar su denuncia, lo 
cual evidencia que ese cambio de actitud ya no es para lavar 
su honor herido, sino para seguir adelante con un procedi- 
miento político. Por este motivo, argumento el porqué de esta 
actitud política. 


Digo, también, que después que hemos demostrado con 
claridad que el expediente está repleto de dudas, de irregula- 
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ridades y de elementos que no cierran -algunos de los cuales 
no cerrarán nunca hasta que no hagamos las correspondientes 
preguntas al Juzgado- lo que se puede comprobar en los case- 
tes que llegan aquí es que no corresponden al día que se dice, 
los que además no se dan como entrados en ningún lado. 
Después de todo esto, señor Presidente, ¿se anima alguien a 
decir que hay bases suficientes para afirmar que el Senador 
Gandini con intención cometió el delito de difamación? Per- 
sonalmente esto no lo puedo aceptar. Admito mi error y vuel- 
vo a pedir disculpas, si es necesario, porque el hecho de 
hacerlo para mí no es ser menos, sino ser más. 


No puedo tolerar ni aceptar que se me trate en este Cuer- 
po de delincuente o de difamador y mucho menos que se 
sustancie esa afirmación sin ni siquiera haber leído adecuada- 
mente el expediente del cual surgen elementos erróneos de 
toda naturaleza, sobre todo pruebas que se antedatan y prue- 
bas que se posdatan para justificar que existieron dos días de 
diferencia entre la primera y la segunda grabación, cuando he 
demostrado cabalmente -y lo puedo hacer aun con elementos 
documentales mayores- que ambas se produjeron en la maña- 
na del mismo día y, por lo tanto, no pudo haber existido esa 
intencionalidad ni ese elemento subjetivo del que hablaba el 
señor Senador Sarthou en su informe y en su intervención en 
la Comisión. 


Por ahora, señor Presidente, es todo lo que deseo manifestar. 


SEÑOR SARTHOU. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR GANDINI. - El señor Senador tendrá su tiempo 
para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Están anotados para hacer uso 
de la palabra los señores Senadores Sarthou y Gargano. 


SEÑOR SARTHOU. - Simplemente le solicité el uso de 
una interrupción al señor Senador Gandini. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pero el señor Senador Gandini 
no se la concedió. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - El señor Senador Gandini ha he- 
cho una exposición probablemente o seguramente ofendido, en 
la que ha hablado de una cantidad enorme de temas, incluyendo 
algunos de los aspectos de mi condición humana, de si soy 
caprichoso o si sé pedir disculpas cuando me equivoco. 


Lo que quiero decir lo voy a contestar así y nada más, 
para no salir del tema. Aquí hay un expediente donde el 
Poder Judicial le dice al Senado si hay lugar a la formación 
de causa o no, y si va a levantar los fueros o no al señor 
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Senador Gandini por una denuncia concreta de una persona 
que manifiesta que dicho señor Senador incurrió en difama- 
ción al sostener que ese señor había retirado dinero de un 
organismo y lo había puesto en su cuenta personal, cuando 
ese hecho no era cierto. Este es el punto que el Senado tiene 
a estudio. 


Quería dejar bien en claro que el hecho de que no se 
conteste acerca de cantidad de temas como, por ejemplo, el 
de una investigación en la Intendencia Municipal o el relati- 
vo al Edil Cortizas, entre otros, no quiere decir que se acep- 
ten. Eso es lo que quería contestar como alusión. 


En última instancia, señor Presidente, también quiero de- 
cir que entre las manifestaciones que hubo, se mencionaron 
las irregularidades que pudieron haber ocurrido con el conte- 
nido del expediente, con las fechas o con las grabaciones. No 
descarto -me parece que sería muy útil- que se realice una 
investigación sobre ese punto. Téngase en cuenta que acá 
todos vamos a votar no hacer lugar al levantamiento de los 
fueros. ¡Qué sería de esta sesión si algún señor Senador estu- 
viera en la posición de votar a favor del levantamiento de los 
fueros! 


Cuando el Juzgado manda las cintas magnetofónicas - 
aclaro que en ningún lado dice que sean dos- se refiere a 
todas las que tiene, es decir, dos que había presentado el 
denunciante y dos que mandó pedir el Juzgado. De manera 
que no eran dos cintas sino cuatro. Como se ha puesto un 
poco en duda la existencia de alguna irregularidad -y eviden- 
temente, la hubo cuando en lugar de entregar el expediente al 
Presidente del Parlamento, se lo entregó en el despacho del 
señor Senador Gandini- sería bueno que el Parlamento inves- 
tigara bien estos elementos de que se ha hablado. En ese 
sentido, el Juzgado dice que si no se hace lugar al desafuero 
hay que devolverle los elementos probatorios. Como es obvio 
que no se va a hacer lugar al desafuero -nosotros tampoco lo 
vamos a votar- sería interesante que el Parlamento investiga- 
ra los hechos desde la llegada del expediente hasta el día de 
hoy o, por lo menos, podríamos empezar a escuchar las gra- 
baciones en el ámbito parlamentario. 


Como bien sabe el señor Presidente de la Comisión, le 
enteré de que yo también tenía preocupaciones referentes a 
cuándo se habían hecho esas entrevistas, y según mis infor- 
maciones no hubo ninguna entrevista en la cual estuviera la 
Radio Montecarlo presente el día de las declaraciones que el 
señor Senador efectuó en la Radio Sarandí. Más bien se trató 
de una entrevista telefónica, con una previa y posterior lla- 
mada del señor Senador, y según lo que me han dicho -que 
tuve que sustituir un diálogo como el que se pudo tener hoy- 
en ámbitos vinculados a la Radio Montecarlo, dicha entrevis- 
ta existió y no fue el día que se le hizo en la Radio Sarandí, 
ni mucho menos. Entonces, a lo mejor tenemos que investi- 
gar estas cosas. 


Debo expresar que la primera parte de la exposición del 
señor Senador Gandini me dejó inquieto, porque se refirió a 
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lo que sucedió con este expediente, con los sobres y con los 
sellos, pero me parece que no sería malo investigar dentro 
del Parlamento a nosotros mismos, porque jurídicamente hay 
derecho a hacerlo. De pronto podríamos solicitar al Juzgado 
que informe acerca de cómo fue el pedido de expedientes, a 
dónde lo enviaron, etcétera. Creo que todas esas cosas son 
fáciles de hacer. Digo esto contestando una alusión. No hice 
un planteo político cuando estudié el tema porque pretendía 
hacerlo jurídicamente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Quiero contestar una alusión rela- 
cionada a la mención de que por ningún lado aparecen los 
casetes del denunciante. A ese respecto digo que leímos aten- 
tamente, y a fojas 4 y 5 -que está certificada por el actuario- 
consta que se adjunta grabación. 


Por tanto, reitero que quiero dejar constancia de que a 
fojas 4 y 5 se dice que se adjunta grabación relacionada con 
los casetes del denunciante, cuando aquí se dijo que los di- 
chos no aparecían por ningún lado. 


No me voy a referir a los temas de fondo porque estoy 
anotado y oportunamente haremos uso de la palabra; pero 
aclaro que esto no es verdad y para probarlo nos basamos en 
el expediente judicial que dice que el denunciante agregó las 
grabaciones de los casetes. No sé lo que sucedió después. A 
nosotros nos ha sorprendido mucho que la persona que podía 
estar afectada por el desafuero recibiera el expediente. Tal 
como expresó el señor Senador Korzeniak, de repente es un 
tema que hay que investigar, pero repito que en el expediente 
figuran las grabaciones agregadas y nos basamos en ese tex- 
to. 


Queríamos dejar constancia de ello. Muchas gracias. 


SEÑORA ARISMENDI. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI. - Lamento tener que contestar 
una alusión porque es ingresar en un estilo de discusión que, 
como el Cuerpo sabe y le consta al señor Presidente, no 
comparto. 


Simplemente quiero señalar que el señor Senador Gandi- 
ni, cuando me atribuye los poderes de convocar o no a asam- 
blea del sindicato de taxímetros, miente, y que, además, miente 
en un fárrago de cosas que ha tirado aquí prendiendo un 
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ventilador, cuando se refirió a una serie de elementos. Con 
esto parece que lo que está buscando es distraer la atención 
del punto que estamos discutiendo. A lo mejor se equivoca; 
leyó un diario, creyó a pie juntillas lo que allí se decía y, en 
lugar de preguntar, como hace la gente civilizada, el señor 
Senador viene al Parlamento, habla de un fárrago de cosas y 
miente acerca de la actuación que yo tuve o deje de tener con 
respecto al sindicato de taxímetros. 


Solamente quería dejar aclarado esto, y no voy a entrar en 
otras cosas que puso sobre la mesa el señor Senador, que 
entiendo que lamentablemente hacen que el Cuerpo se vea 
obligado a adoptar un estilo político que ya fue famoso en 
una época, cuando se insistía que había que mentir y mentir, 
porque al final algo quedaba. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINI. - Quiero referirme a varios aspectos. 


Con relación a lo que decía recién la señora Senadora 
Arismendi, es probable que haya tenido en mis pasajes algu- 
nos tonos fuertes, pero no le he faltado el respeto a nadie. 


En segundo lugar, si miente, miente el diario en que leí la 
noticia. Yo no miento, simplemente leo los diarios y creo en 
ellos. 


Por otro lado, en cuanto a lo manifestado por el señor 
Senador Sarthou cuando dice que el actuario firmó esas dos 
transcripciones afirmando que se adjuntan los casetes, debo 
expresar que dicho actuario firma todas las hojas, pero las 
constancias de los documentos que ingresan al Juzgado -tema 
sobre el que debe saber mucho más que quien habla el señor 
Senador Sarthou, porque es abogado- figuran cuando el fun- 
cionario los recibe y los detalla. En este sentido, voy a volver 
a hacer mención a ello, lo que figura en fojas 22 con fecha 24 
de julio de 1997. Allí se dice: 1) Recibido hoy con fotocopia 
emitida de título universitario. 2) Testimonio de resolución 
municipal N* 2603/95. 3) Dos hojas de transcripción de gra- 
bación de las entrevistas al señor Senador Gandini. 4) Foto- 
copia del estado de cuentas del Banco de la República a 
nombre del señor Chiazzaro. 


De más está decir que el funcionario que recibió esta 
información no da cuenta de que hayan llegado a su poder 
dos casetes. A su vez, la Suprema Corte de Justicia, cuando 
envía el expediente, dice que se mandan tres sobres: uno de 
ellos conteniendo un video y los dos restantes, cerrados con- 
teniendo un casete cada uno. Entonces, repito, podrá el ac- 
tuario firmar que recibió esa hoja, pero nadie afirmó en el 
Juzgado que cuando se entrega, el día 24, había, entre todos 
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estos elementos que se detallan, otros dos casetes probatorios. 


De todos modos, ese casete trasmite palabras de quien 
habla -no lo niego- pero sí sostengo una vez más en forma 
enfática que no fueron dichas el día 12. De lo contrario exijo 
que se presente la prueba, porque ese día no manifesté abso- 
lutamente nada; ni siquiera Radio Montecarlo trasmitió algo 
al respecto. Lo que manifesté lo hice el día 11 de mañana y 
dicha radio lo emite a la noche en el programa “Diario Oral 
Nocturno”. Es más, la grabación presentada por el señor Chia- 
zzaro -que desconozco de qué forma llegó a este recinto- 
puede ser escuchada y de allí surgirá claramente que fue 
realizada el día 11, ya que, incluso, alude a la conferencia de 
prensa del Partido Socialista de ese día. 


SEÑOR KORZENIAK. - Allí se dice “anoche”. 


SEÑOR GANDINI. - No, señor Senador, lo que allí se 
dice es “esta noche”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa advierte a los señores 
Senadores que sólo restan cinco minutos para finalizar la 
sesión. 


12) PRORROGA DE LA HORA DE FINALIZACION DE 
LA SESION 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Deseo hacer uso de la palabra 
por dos motivos. 


En primer lugar, para realizar una moción de orden y, en 
segundo término, para contestar algunas alusiones realizadas 
por el señor Senador Korzeniak. 


Formulo moción para que se prorrogue la hora de finali- 
zación de la sesión hasta que se culmine con el análisis de 
este tema. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se prorroga el término de la sesión hasta 
terminar con este tema. 


(Se vota:) 


-22 en 24. Afirmativa. 


13) SEÑOR SENADOR JORGE GANDINI 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Ricaldoni para contestar una alusión. 
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SEÑOR RICALDON!I. - Deseo hacer referencia a lo que 
hace pocos minutos expresó el señor Senador Korzeniak en 
cuanto a una conversación telefónica que mantuvo con quien 
habla, si mal no recuerdo, en la noche del viernes. 


En esa oportunidad me señaló una comprobación que ha- 
bría hecho conjuntamente con su Secretaría en cuanto a que 
encontraba que no había ninguna relación entre una certifica- 
ción que hacía el Juzgado y lo que él había escuchado de uno 
de los casetes que venían con el expediente remitido por la 
Suprema Corte de Justicia. Digo que, efectivamente, esa con- 
versación existió; es más, ambos expresamos nuestra sorpre- 
sa. Sin embargo, en mi opinión la explicación de ello obede- 
ce a que al haber cuatro casetes en lugar de dos -como debe- 
ría existir en este expediente- seguramente lo que el señor 
Senador Korzeniak escuchó fue una grabación vinculada con 
la probable agregación al expediente que vino del Juzgado de 
otros dos casetes. Reitero, que posiblemente ello haya contri- 
buido a la confusión del señor Senador, que hoy ha aclarado 
categóricamente el señor Senador Gandini durante su exposi- 
ción. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: deseo hacer 
una aclaración muy sencilla. 


La preocupación que le expresé al señor Senador Ricaldo- 
ni motivó -incluso puede hacerse una pregunta oficial sin 
ningún problema- que solicitáramos a la Secretaría de la Co- 
misión -que, por otro lado, mantiene informado al señor Pre- 
sidente- nuestro deseo de escuchar los otros casetes. Fue así 
que, en presencia de la Secretaría de la Comisión, de mi 
secretaria y de Yamandú, un joven colaborador nuestro, escu- 
chamos el casete de Radio Montecarlo. El mismo está ahí, 
vino con el expediente y, si se desea, se le puede preguntar a 
la Secretaría qué es lo que contenía. Se podrá comprobar que 
efectivamente surge la voz del señor Senador Gandini y la 
del entrevistador de Radio Montecarlo. Reitero que, sin nin- 
guna duda, se dice exactamente lo mismo que lo que figura 
en fojas 4 del expediente. Eso es así; la Presidencia de la 
Comisión o del Senado pueden interrogar sobre si este hecho 
es cierto, y deseo aclarar que todo esto ha sido motivado, 
simplemente, por una preocupación que trasmití al Presidente 
de la Comisión y no por cosas raras. Repito que se debió a 
una preocupación que de aquí en adelante puede tener un 
trámite más completo en lo que va desde la llegada del expe- 
diente hasta el día de hoy. Me parece muy bien que esto se 
haga, pero no quiero dejar de reiterar que en presencia de la 
Secretaría de la Comisión se abrió un sobre. Aclaro que aquí 
no llegó ningún sobre lacrado, lo que me hubiese parecido 
bueno, sino que estaban cerrados con ganchitos. Además, 
conviene aclarar que el Juzgado, a fojas 34, dice que manda 
las cintas magnetofónicas y no establece que sean solamente 


1% de Abril de 1998 


dos. Envía las dos que entregaron los denunciantes junto con 
las dos que el Juzgado pidió a la radio. Agrego que sobre el 
tema averigié en la radio, lugar donde también se puede pre- 
guntar al respecto. No hay ningún problema; incluso, pienso 
que se van a aclarar muchas cosas. 


En definitiva, repito que la información que recibí esta- 
blece que hubo una entrevista al señor Senador Gandini, se- 
parada de la que se realizó en Radio Sarandí, y aunque sé 
quién la hizo no voy a dar nombres. 


Por lo tanto, debe quedar claro que no hubo, en mi opi- 
nión, ninguna incorporación de nuevas cintas. Si hay dudas, 
lo conveniente sería investigar y mucho mejor resultaría es- 
cuchar las cintas. Las ponemos frente a un micrófono y las 
escuchamos todos. Pienso que esto es lo más categórico y no 
me parece que sea necesario hacer disquisiciones. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: comprendo que 
esta no es una sesión sencilla. Es más, entiendo que existe 
tensión en muchos Legisladores. En ocasiones la tensión obli- 
ga a fumar. En estos momentos, en esta Sala, hay un numero 
considerable de señores Legisladores de todos los sectores 
políticos, que están fumando. Realmente siento el humo y 
por ello solicito que se limite el uso del cigarrillo en Sala 
entendiendo, reitero, que esta sesión tiene características es- 
peciales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene derecho, señor Senador. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - En primer lugar, deseo hacer una 
aclaración. 


Si bien me voy a referir al tema de fondo, quiero decir 
que a través de la exposición del señor Senador Gandini se ha 
pretendido desplazar el eje del tema sobre si existió o no 
difamación hacia si existió o no reiteración. Sin duda, se trata 
de dos asuntos diferentes. 


Acá existió difamación. Existió el elemento material del 
delito, así como también el elemento voluntario del mismo. 
¿Por qué? Porque la retractación, si no la acepta el damnifi- 
cado moralmente, no extingue la existencia del delito. 


Entonces, lo de la reiteración es un elemento complemen- 
tario, adicional, una intencionalidad mayor. Pero el delito se 
configura, como lo dice estrictamente el artículo 333: “El 
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que ante varias personas reunidas o separadas, pero de tal 
manera que pueda difundirse la versión, le atribuyere a una 
persona un hecho determinado, que si fuere cierto, pudiera 
dar lugar contra ella a un procedimiento penal o disciplina- 
rio, o exponerla al odio o al desprecio público, será castigado 
con pena de cuatro meses de prisión a tres años de peniten- 
ciaría.” 


Este es el delito y aquí no dice que tenga que haber 
reiteración, la que genera una forma agravada del delito, pero 
éste existe por el solo hecho. Y el señor Senador Gandini, 
cualquiera sea la fecha -nosotros siempre nos basamos en el 
expediente- dijo esto: “Colocación de dinero de la policlínica 
del Mercado Modelo en una cuenta personal del Secretario de 
la CAMM, con nombre y apellido. En la cuenta personal del 
señor Chiazzaro, es el secretario, es una persona que es fun- 
cionario del Ministerio de Ganadería, está en comisión con el 
Intendente, cobra sueldo del Ministerio de Ganadería y ade- 
más es el Secretario de la CAMM, cobra sueldo por la CAMM. 
Además de que cobra esos dos sueldos, no sé si está bien o 
mal, en su cuenta personal de un banco privado, allí se deposi- 
ta la plata de la policlínica, es decir, a los funcionarios les 
retienen un dinero, un 3% para la policlínica de los funciona- 
rios, y en vez de depositarlo -como hace todo el mundo- en 
una cuenta del Banco República, se deposita en la cuenta per- 
sonal del señor Chiazzaro. En esto ya estuvo la Intendencia de 
Montevideo. Le costó el cargo al señor Liberoff en la Admi- 
nistración pasada. Depositaba la cuenta de turismo en su cuen- 
ta personal, y eso no se hace”. 


Hay una reiteración permanente e inclusive denuncia to- 
das las características del funcionario. Esto es una difama- 
ción clara, típica del elemento material. Si hay reiteración, 
habrá que ver; en todo caso agravaría la figura, porque hay 
un delito de comunicación previsto también en la Ley de 
Prensa cuando se hacen varias infracciones. Pero no vamos a 
trasladar acá a ver si incurrió en la figura de reiteración. Acá 
hay difamación y elemento material, y eso es lo que nos lleva 
a sostener la existencia de formación de causa, el hecho de 
que se haya cometido el delito. Y la retractación que podría 
intentar corregir esto, no ha sido aceptada. Pero además de 
no ser aceptada, como se trata de una función pública -y 
tengo documentación en que el mismo señor Senador Gandi- 
ni dice que es así, cuando en algún momento se discutió si 
era privada o pública- no se admite la retractación. Entonces 
el elemento material está completo y perfecto. Si se prueba la 
reiteración, será peor, tendrá un delito de comunicación; pero 
ya existe ese delito. Esto es lo primero que queremos dejar 
aclarado, porque cuando se pide el desafuero por el Juez, 
antes que nada hay que ver si hay lugar a formación de 
causa. Y lo hay, que es lo que hemos sostenido nosotros. 


Insisto en que quería despejar este punto para no desviar 
el sentido del debate y no cambiar espectacularmente lo que 
en realidad corresponde desde el punto de vista jurídico. 


Ahora me voy a referir al tema de fondo. Es sabido que 
tengo una posición particular con respecto al régimen de des- 
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afuero. Inclusive, mantengo una discrepancia con el señor 
Senador Santoro cuando define o plantea que no es un privi- 
legio. La palabra privilegio no quiere decir beneficio indebi- 
do. Su sentido etimológico es “privis legis”, es decir, ley 
privada. Es un estatuto que escapa al régimen común de toda 
la sociedad. Todos los hombres tienen que someterse ante la 
Justicia y ninguno se puede negar. Los Legisladores tienen 
este privilegio, “privis legis”, ley privada de no presentarse 
hasta tanto no se expida la Cámara a que pertenece. Hay 
otras “privis legis” como, por ejemplo, la del artículo 253 
para los militares, que tienen una Justicia especial para los 
delitos. Repito: no se tiene por qué identificar con un benefi- 
cio indebido, sino que se trata de un régimen jurídico exclu- 
sivo y peculiar distinto al de todos los ciudadanos. Y esto es 
importante, porque nosotros podemos decir que el Parlamen- 
to tiene una enorme trascendencia -como lo destacó el señor 
Senador Santoro- desde el punto de vista democrático y es, 
de alguna manera, el que crea la ley. Pero también la Consti- 
tución tiene un capítulo de derechos y deberes humanos fun- 
damentales, que incluye el artículo 8%, que establece la igual- 
dad de los hombres. Y un régimen que no aplica la misma 
mecánica de justicia es un régimen de “privis legis” que no 
respeta estrictamente el principio de igualdad. Esto es funda- 
do, porque está cumpliendo una función para el Estado, pero 
enteramente ligado a un rol funcional y no a una especie de 
dignidad emergente de una soberanía especial. Porque todos 
somos iguales, y podrá ser que exista esta condición especial, 
que es un privilegio derivado de un rol que se cumple en la 
sociedad, pero que tiene que ser analizado restrictivamente. 
Y aquí viene la posición que yo sostengo con respecto al 
desafuero, porque un privilegio siempre tiene que ser, de 
acuerdo al principio de igualdad, interpretado restrictivamen- 
te y no ampliado, porque entonces estamos lesionando más al 
principio de igualdad. Es totalmente excepcional. 


En consecuencia, si es así, nosotros tenemos que ver en 
qué hipótesis es que los Legisladores, frente a una denuncia de 
delito, no pueden ser juzgados ni vinculados procesalmente si 
no se cumple el régimen del desafuero a través del Parlamen- 
to. 


En ese sentido, puede decirse que hay tres tesis en juego. 
Una rígida, pie deletrista, que es la aplicable de acuerdo al 
texto del artículo 114, y que sería la verdadera si entendemos 
que un privilegio debe ser restrictivamente entendido. ¿Por 
qué? Porque todos somos iguales y tenemos que colaborar 
con la Justicia. Aquí no hay una condición en el parlamenta- 
rio que impida que vaya a colaborar y a declarar, y en este 
caso el señor Senador Gandini, como lo afirmó, iría corrien- 
do a declarar. Cualquiera puede ir a declarar porque la Cons- 
titución sólo fijó para una hipótesis, para cuando haya acusa- 
ción fiscal. Esta tiene que ser entendida en su concepto técni- 
co. ¿Por qué? Porque todas las palabras -y lo dice el artículo 
18 del Código Civil, y a pesar de ser una norma del Código 
Civil hay que entender que se aplica en general para la inter- 
pretación del Derecho- deben ser interpretadas de acuerdo 
con la materia a la que pertenecen. Acusación fiscal es una 
terminología del Código de Proceso Penal y éste establece 
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que la acusación fiscal es cuando se inicia el plenario, porque 
han existido elementos de juicio que llevan al Estado a estar 
convencido de que se debe acusar, porque se considera que la 
persona va a ser responsable de delito. Y está bien, porque la 
Constitución ha querido corregir el principio de igualdad de 
que todos estén sometidos a la misma Justicia, con una ex- 
cepción: cuando significa que existe una situación en la cual 
realmente ese Legislador va a tener que responder por un deli- 
to y entonces es necesario que lo habilite el Juzgado. Pero 
cuando va a declarar para completar información del Juez, 
¿qué artículo autoriza eso? Cuando dice “acusación fiscal”, 
¿qué artículo autoriza a que ante la primera notificación que se 
produce de una denuncia, el Legislador ya no tenga que con- 
currir? ¿Dónde está el principio de igualdad? ¿Por qué razón? 
Así, nunca se va a poder juzgar a un Legislador. Tal como está 
planteado, cuando se produce la misma denuncia no hay ele- 
mentos para juzgarlo y, entonces, va a ser muy difícil que se 
habilite. En cambio -y la Constitución fue sabia- cuando hay 
elementos de juicio como para que haya acusación fiscal, este 
propio Parlamento tiene la seguridad de que ha habido un 
contralor técnico que ha verificado pruebas y de que como va 
a haber posibilidad de que se le procese, corresponde que 
intervenga la Cámara. 


Pero entonces, cuando la Cámara tiene que juzgar, posee 
elementos de contralor de una autoridad técnica que ya reali- 
zÓó un examen. En este aspecto, la Constitución es sabia por- 
que no quiere que el Parlamento se convierta en juez, que es 
lo que aquí se ha dicho. Por lo tanto, démosle el fuero y la 
posibilidad de la inmunidad; cuando el Estado haya concreta- 
do que está en posición de accionar y denunciar porque exis- 
te delito, en ese caso sí interviene previamente. De este modo, 
una Cámara va a tener que juzgar elementos probatorios exis- 
tentes, lo cual no ocurre en este momento. Esta interpretación 
es la única que tendría que estar de acuerdo con el texto 
constitucional, respetando el principio de igualdad y de apli- 
cación restrictiva. Mientras tanto, como cualquier ciudadano, 
hay que colaborar con la Justicia, porque esto se lo impone- 
mos a todas las personas en el país. No hay que olvidar que 
este es un rol funcional, pero no una dignidad de privilegio. 


Por otra parte, hay otra tesis que a mi entender es la 
verdadera por una cuestión de contexto. Ahora bien, a veces 
hay textos legales que deben coordinarse con otros para que 
no se produzca una incongruencia. Esto lo descubrió el doc- 
tor Jiménez de Aréchaga quien, en ese sentido, dijo que si 
aplicamos el criterio que debería ser de la acusación fiscal, 
como antes de ella suele haber procesamiento, tendríamos un 
Parlamentario que estaría actuando privado de ciudadanía 
-porque el artículo 80, en su segundo inciso, suspende la ciu- 
dadanía del procesado- porque se operó el procesamiento. 
Entonces, ¿qué dijo el doctor Jiménez de Aréchaga? Algo 
que fue aceptado: extendamos la protección hasta el procesa- 
miento. En el momento en que haya procesamiento, debe 
plantearse la autorización por parte del Parlamento, pero no 
antes. Es preciso colaborar con la Justicia y, sin duda, esta es 
la interpretación más adecuada porque es de contexto, a pesar 
de que la otra era más justa para los ciudadanos. 
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¿Pero cuál es la interpretación que se está sosteniendo en 
este Parlamento y con la cual discrepo? Se produce cualquier 
situación que va a generar la primera sujeción procesal y, 
automáticamente, tiene que venir un pedido de desafuero por- 
que el Legislador no puede concurrir al Juzgado. Eso es erró- 
neo porque la sujeción procesal puede ser la de la acusación 
fiscal en la tesis extrema, mientras que la del procesamiento 
es la tesis racional de contexto de Jiménez de Aréchaga. 
Indudablemente, no es así en modo alguno, salvo que se 
sostenga que la Constitución se deroga por la interpretación, 
porque aquí no hay nadie que pueda mencionar un artículo 
que corrija esto y ni siquiera decir que se interpreta vulgar- 
mente el término. Si hay un término técnico, habría que tener 
una habilitación para interpretarlo vulgarmente y no de acuerdo 
con la disciplina a la que el mismo pertenece; por lo menos, 
esto es lo que siempre hemos aprendido en la Facultad de 
Derecho desde que ingresamos a ella. 


Entonces, pensamos que este desafuero es extemporáneo; 
se ha solicitado antes y habría que poder diligenciar. No 
ofende a la dignidad ni al rol parlamentario el hecho de 
colaborar con la Justicia hasta tanto no haya una instancia en 
la cual pueda operar una sujeción procesal real derivada del 
procesamiento. ¿Por qué decimos esto? Porque creemos que, 
de esta forma, estamos interpretando esta cuestión como una 
ley privada, pero no la desarrollamos como un privilegio que 
viola el principio de igualdad. Además, hacemos posible que 
el Parlamento trabaje sobre datos ciertos y pueda controlar. 
Por ejemplo, aquí tenemos un expediente abierto, pero en él 
no hay una sola prueba. Si bien no podemos convertirnos en 
jueces, tenemos que utilizar este material y es en base a su 
examen que definimos nuestra posición. Entonces, nadie debe 
asombrarse de que uno se base en lo que resulta del expe- 
diente, porque ese es el único elemento. Si aquí se hubiera 
llegado a un procesamiento, tendríamos una autoridad técni- 
ca que habría definido concretamente si había o no responsa- 
bilidad del Legislador, y recién ahí se podía operar el trámite 
del desafuero. 


Alguien puede decir que es correcto lo que estoy expre- 
sando, pero no para un delito de prensa. ¿Por qué? Porque en 
el delito de prensa no hay procesamiento. El delito al que 
refiere la Ley N” 16.099 se trata en una audiencia en la que 
transcurren todas las etapas de prueba y, en determinado mo- 
mento, se llega a la condena directamente, sin procesamien- 
to. Pues bien; el Juez tendría que suspender la audiencia y 
pedir el desafuero en el momento en que la evolución de la 
prueba le determinara la circunstancia de que va a tener que 
condenar. Pero estamos en lo mismo en el sentido de respe- 
tar, por lo menos en la interpretación de contexto, el artículo 
114, no debiendo aplicarse una interpretación libre que en- 
sancharía la situación. 


Esta es una primera puntualización que queremos hacer 
sobre este aspecto. El profesor Jiménez de Aréchaga, justa- 
mente, sostiene esa posición -y nosotros la queremos abonar- 
porque dice que no es posible adoptar la significación técnica 
de la expresión “acusación” cuando se trata de interpretar 
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este artículo. La acusación supone el procesamiento anterior, 
y el procesamiento puede suponer la suspensión de la ciuda- 
danía conforme a lo que establece el inciso tercero del artícu- 
lo 70, que hoy tiene su equivalente en el inciso segundo del 
artículo 80. La suspensión de la ciudadanía inhabilita al Le- 
gislador para el ejercicio de sus funciones. Si se admite que 
el Legislador no puede ser acusado, pero sí procesado, se 
admite que los Legisladores queden librados, en cuanto a la 
posibilidad del ejercicio de sus funciones, a lo que decidan 
los jueces, es decir, Órganos integrantes de otro Poder del 
Gobierno. Reitero que esta es la interpretación que Jiménez 
de Aréchaga convalida, y él también la llama “privilegio”. 
En la página 233 del Tomo II de “La Constitución Nacional” 
dice que los artículos que se estudiarán a continuación -entre 
los cuales se encuentra el 114 actual- aluden a los Legislado- 
res, determinando para ellos un estatuto jurídico especial me- 
diante el cual, al tiempo que se les extrae del alcance de 
ciertas normas que afectan al resto de los habitantes de la 
República, creando un régimen de privilegio, se les imponen 
ciertos deberes y ciertas prohibiciones o limitaciones en cuanto 
a su actividad, que no alcanzan al resto de las personas. Si 
mucho de lo que se discutió hoy se hubiera interpretado con el 
procesamiento, tendríamos un debate realizado y no habría 
posibilidad de confusiones, porque todo esto habría sido ave- 
riguado por un Juez. Es decir que no habría sido planteado 
aquí en estilo polémico, según el cual inclusive se saca de su 
cauce el fenómeno real de la existencia o no del delito. 


Entonces, creo que el hecho de tratarse de la Ley de 
Prensa no modifica las conclusiones que estamos señalando. 
Esta interpretación sería más lógica desde el punto de vista 
de la posibilidad de concretar una información suficiente para 
decidir. 


Pensamos que aquí se configura la infracción penal, y así 
lo afirmamos. Hemos leído el artículo, el texto que se difun- 
dió; nadie puede negar que cumple los extremos de excitar al 
odio y al desprecio público y promover un juicio penal. Se 
está acusando de apropiación indebida; se individualizan to- 
dos los datos; se dice mal y lo que se sostiene es más difama- 
torio que solamente hablar de robo, porque se habla de dinero 
de una policlínica de los trabajadores, lo cual no es cierto y 
acentúa también la difamación. De acuerdo con las informa- 
ciones que poseemos, no se trataba de fondos de los trabaja- 
dores. No obstante, el tema en cuestión es que existe la in- 
fracción penal porque está completo el tipo del delito. Se nos 
puede decir que falta el elemento intencional y que un error 
lo puede tener cualquiera. 


¡Señores, ser Senador de este país supone una cautela 
respecto de la honra de los demás” Esto es muy importante. 
No se puede decir que se estuvo distraído y que no se dio 
cuenta. De pronto eso se le puede plantear a una persona sin 
instrumentos culturales, pero no a un Senador. Este, con la 
enorme responsabilidad que tiene y expresando su palabra 
hacia la opinión pública, calificando a un profesional liberal 
que está en un cargo público, ¿puede decir que se equivocó? 
¿Por qué no pensar que con todo este andamiaje político en 
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contra no hubo el contralor debido para que ello tuviera la 
averiguación necesaria? Este es el tema, porque se tiene que 
multiplicar la cautela. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Virgili) 


-Los juristas hablamos de la diligencia de un buen padre 
de familia, pero aquí el Senador debe tener una diligencia 
extrema, porque está hablando de organismos, está juzgando 
la honra de una persona, y él reviste un rol muy importante 
en la vida del país. Entonces, no se trata de una negligencia 
simple. Creo que eso no se puede argumentar. Por lo tanto, 
cae un poco lo del error. Aunque se demostrara que hubo 
error, de ninguna manera en la calificación del delito se toma 
en cuenta la posibilidad del error, salvo en la configuración 
del elemento intencional. Sin embargo, voy a decir que como 
señala Zaffaroni, el gran penalista argentino, cuando hay error, 
el mismo se divide en evitable e inevitable. Esto es distingui- 
do por la Doctrina. En la página 413 de su obra, Zaffaroni 
dice que no obstante, siempre que se habla de error, se distin- 
gue entre el error evitable o vencible y el error inevitable o 
invencible. Es evitable el error en que no se hubiera caído en 
determinado caso de haberse aplicado la diligencia debida. 
Es inevitable el error de quien, poniendo la diligencia debida, 
no hubiese salido de error. En este caso el error era evitable, 
ya que se pudo tener la cautela de verificar de quién se estaba 
hablando. Digo esto porque la calidad de secretario era perfec- 
tamente verificable. Entonces, si esto era un error, era evita- 
ble, y compromete la responsabilidad no sólo por la idea de la 
cautela especial que debe tener quien ejerce un altísimo cargo, 
que le da la inmunidad y al mismo tiempo una enorme respon- 
sabilidad. Repito, cuenta con inmunidad, pero al mismo tiem- 
po debe tener una enorme responsabilidad y cautela. 


Aquí se ha hablado del error de tipo, que según la doctri- 
na penal es el fenómeno que se determina cuando hay ausen- 
cia de dolo, pero en este caso se distingue el error evitable 
del inevitable, y esta situación es claramente un caso de error 
evitable. 


De manera que está configurado el elemento subjetivo, 
porque el intento de retractarse, manifestado en el cambio de 
intención, depende también del agraviado. Digo esto porque 
el agraviado fue sometido a la deshonra; ¿qué cosa peor se 
puede decir en este país de una persona que dineros públicos 
de una policlínica han pasado a su cuenta personal? Una cosa 
es la injuria y otra la reparación. La injuria y la calumnia 
siempre se desarrollan mucho más rápido y la retractación 
nunca puede alcanzarlas. 


Con toda claridad, señalamos que la retractación no fue 
aceptada, y pienso que con razón. Anteriormente se pregun- 
taba por qué no fue aceptada. Pienso que después que alguien 
dice que determinada persona es deshonesta y que es un la- 
drón, es muy difícil recuperar el estado moral, porque no 
todos los que leyeron los textos injuriosos leen la retracta- 
ción. Entonces, esa persona tiene el derecho legítimo a la 
defensa de su personalidad moral. Además de los argumentos 


CAMARA DE SENADORES 


1? de Abril de 1998 


jurídicos de que la retractación no sirve, porque estamos frente 
a una calidad pública, señalo que ella no fue aceptada -y el 
artículo de la Ley de Prensa es claro- por el damnificado. 


Por lo tanto, en nuestra opinión estamos claramente frente 
a una situación en que hay formación de causa, ya que hay 
tipo material del delito de difamación, porque en realidad la 
retractación no fue aceptada y, además, ésta no sería viable 
debido a la calidad pública de la función que cumplía la 
persona agraviada. 


Anteriormente, el señor Senador Santoro realizó una dis- 
tinción entre retractación y rectificación. En realidad, la rec- 
tificación no determinaría una exención, porque lo que exige 
la ley es la retractación. De todos modos, estos conceptos no 
son muy diferentes. Si manejamos el Diccionario de la Len- 
gua Española de la Real Academia Española, vemos que “rec- 
tificación” es la acción y efecto de rectificar y, a su vez, 
“rectificar” significa reducir una cosa a la exactitud que debe 
tener; procurar uno reducir a la conveniente exactitud y certe- 
za los dichos o hechos que se le atribuyen; contradecir a otro 
en lo que ha dicho, por considerarlo erróneo; modificar la 
propia opinión que se ha expuesto antes. “Retractar” es revo- 
car expresamente lo que se ha dicho, desdecirse de ello. Clara- 
mente la retractación tiene un sentido expreso. 


A continuación, queremos reiterar algunos conceptos que ya 
fueron expuestos por el señor Senador Korzeniak. Lo que inte- 
gra el elemento material del delito es la imputación a una perso- 
na de una conducta, del acto que expone al odio y al desprecio 
público. No se trata de una crítica general al funcionamiento de 
la Intendencia Municipal. Aquí hay un referente subjetivo y ahí 
está radicada su existencia. No podemos separar ambos concep- 
tos y decir que no hay delito porque existía por parte de otra 
persona la comisión de una apropiación, porque no exonera de 
la imputación a esta otra subjetividad, que es la dañada. No se 
trata acá de defender el sentido moral de la Intendencia, sino de 
afectar el sentido moral de una persona física. Esto es perfecta- 
mente claro para nosotros. 


Para terminar, queremos señalar que no obstante todos 
estos aspectos, que en nuestra opinión comportan la configu- 
ración del elemento material y subjetivo, si queda probada la 
reiteración, será la continuación del delito. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL. - Formulo moción en el sentido de 
que se prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
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-17 en 18. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU. - Estábamos diciendo que para deba- 
tir me hubiera gustado analizar todo esto después de leer con 
minuciosidad las declaraciones del señor Senador Gandini. 
Ello no ha sido posible, porque se resolvió continuar en esta 
sesión, pero si sigue este debate, no faltará oportunidad para 
examinar algunos aspectos que han sido planteados. 


De todas maneras, estamos dispuestos -y así lo establece- 
mos en nuestro informe- a considerar que no se debe hacer 
lugar al desafuero. Compartimos que habría formación de 
causa, pero estamos en desacuerdo con el desafuero, por las 
mismas razones que hemos sostenido en otras oportunidades. 


A veces al ciudadano uruguayo le cuesta entender que el 
avasallamiento de su honra personal pueda ser un elemento 
comprendido en la actividad de los Legisladores. Tiene razón 
en que le cueste ligar la afectación de la moral con el hecho 
de que eso es necesario para el funcionamiento del sistema 
parlamentario. Sin embargo, lo cierto es que hoy la actividad 
parlamentaria se proyecta y desarrolla a través de los medios 
de comunicación. Comenzar a discriminar sería lesivo de esta 
inmunidad o “privis legis” que se le otorga. Debemos ser 
honestos con la tipificación jurídica. Si estamos convencidos 
de que hay formación de causa, debemos decirlo, al igual que 
si pensamos que esto ingresa en el campo de la inmunidad. 
Nos parece que a pesar de tener esa convicción en cuanto a la 
tipología de la situación planteada, no corresponde el des- 
afuero por esos motivos. 


Es cuanto quería expresar. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Antes de comenzar, quisiera feli- 
citar al señor Presidente por el ejercicio de la Presidencia. 


Por mi parte, quisiera hacer algunas reflexiones en voz 
alta. Creo que los señores Senadores Korzeniak y Sarthou 
han dicho lo sustancial, en lo que se refiere a nuestra opinión. 
Respecto a “judicializar” la política, como se dice en el in- 
forme en mayoría y como lo manejó el señor Senador Gandi- 
ni, creo que no es bueno ni malo llevar a la Justicia ciertas 
cosas, pero llevar acusaciones infundadas y demás, como para 
armar escándalo, es incorrecto y malo. Sin embargo, como se 
puede pensar que, a lo mejor, en nuestra conducta alguna vez 
hemos incurrido en ello, voy a decir que luego de que hubo 
una Comisión Investigadora llevamos a la Justicia el tema 
del Banco de Seguros; hubo dos personas procesadas -y yo 
espero que haya muchas más, de mucha notoriedad- que estu- 
vieron en la cárcel. Además, nosotros también llevamos a la 
Justicia el caso del Banco Pan de Azúcar y se generó una 
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situación por la cual hubo personas procesadas, que fueron a 
prisión. En eso no cometimos ningún error; por el contrario, 
hicimos lo que debíamos hacer. Asimismo hay otros casos y 
veremos cómo se pronuncia la Justicia. 


Con relación al planteo sobre el caso de la Comisión 
Administradora del Mercado Modelo, debo decir que el señor 
Senador Gandini hace un ataque indirecto al Partido Colora- 
do, porque éste presentó una denuncia penal al respecto, que 
vamos a ver si termina con los administradores del Mercado 
presos o libres de culpa y cargo. Si para el Partido Colorado 
los temas daban para eso, entonces esperemos el pronuncia- 
miento de la Justicia. 


Como segunda reflexión, debo decir que he escuchado 
con mucha atención los argumentos acerca de si existió deli- 
to de difamación o no y comparto absolutamente el razona- 
miento del señor Senador Sarthou. Si esta sesión terminara 
con el desafuero, a mí no me cabría ninguna duda de que el 
Juez comprobaría la comisión del delito de difamación. Qui- 
zá los argumentos del señor Senador Gandini sobre la reitera- 
ción pueden no hacer lugar a que el delito fuera reiterado, 
pero el delito existió y eso para mí resulta evidente y claro: 
hubo difamación. 


Por otra parte, aquí se ha acusado -y creo que la acusa- 
ción no es liviana- a la Justicia y a la administración de este 
Senado, pues se ha dicho que se enviaron cintas que no co- 
rrespondían, que deben haber sido inventadas, y supongo que 
esto es responsabilidad de la Justicia. Personalmente, me tomé 
el trabajo -y le causé la molestia a la Secretaría del Senado- 
de preguntar quién le había entregado al señor Senador Gan- 
dini el sobre del cual él habló tan largamente y se me dijo 
que fue un funcionario de la Secretaría del Senado. Digo esto 
porque, a lo mejor, tal vez se piense que, quienes entregaron el 
sobre, fuimos nosotros. Recién oigo razonar al señor Senador 
Gandini, entonces hice la pregunta, pero el hecho es que -lo 
reitero- el sobre lo entregó la Secretaría del Senado. Es decir 
que el señor Senador Gandini hizo una acusación global, en la 
cual también implicó a la Secretaría del Senado en la presunta 
manipulación que se podía haber hecho de esos documentos, 
además de a la Justicia. 


En cuanto al contenido de las cintas, sus fechas y demás, 
creo que hay un método muy rápido para confirmar fechas y 
ver la forma en que se hicieron las distintas grabaciones. 
Realmente no me explico cómo la Comisión teniendo estos 
temas en debate, no avanzó y abrió la investigación para 
comprobar todo esto, porque contaba con las cintas. Pienso 
que se le podría preguntar a la Justicia si se trataba de dos 
cintas o de cuatro. Por mi parte, me fijé en la resolución del 
Juez, y éste dice “envíense las cintas”, pero no habla ni de 
dos ni de cuatro. Pienso que se podría haber preguntado si se 
trataba de dos o cuatro cintas; a las radios se les podría haber 
preguntado por las fechas, así como a los periodistas, porque 
estoy seguro de que ellos -como lo han hecho siempre- cola- 
borarían diciendo la verdad. Reitero que se debería haber 
hecho esto porque, si hoy se vota que no hay lugar al des- 
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afuero, todo termina aquí y todo el material queda empaque- 
tado. Entonces, nadie sabrá nunca las fechas, las horas, quién 
realizó los comentarios y si hubo reiteración. Digo esto, por- 
que aquí no está en discusión si hubo difamación, porque sí 
la hubo. Lo que está en discusión es si hubo reiteración. 


Tengo la idea de que el Senado, aparte de concluir con 
este tema del desafuero ante las acusaciones que se han he- 
cho acerca de las irregularidades de la Justicia, debería abrir 
una investigación y, por mi parte, estoy dispuesto a votar una 
Comisión Investigadora porque es muy grave lo que se ha 
dicho, como también lo es el sembrar dudas de todo tipo. 


Como no integro la Comisión, recién hoy he leído el 
expediente y los informes. De la lectura del expediente se 
llega inevitablemente a la conclusión -dadas las fechas que se 
mencionan en las cintas transcriptas- de que el señor Senador 
Gandini habló un día y lo volvió a hacer después. Si esto no es 
así, debe investigarse para aclarar el tema. Para ello se debería 
convocar a los periodistas y se le tendría que exigir a las 
radios que den las fechas para que todos quedemos tranquilos. 
Aclaro que me refiero a la reiteración porque, en cuanto a la 
comisión del delito, no hay duda de que la difamación existió. 


Por otra parte, el señor Senador Gandini tendrá las posibi- 
lidades de seguir diciendo lo que quiera de la Intendencia 
Municipal de Montevideo, pero tendrá un Juez que no estará 
en la Justicia; me refiero a la gente de Montevideo. Esta será 
la que se pronuncie sobre la campaña que el señor Senador 
Gandini y su sector político realizan contra la Comuna capi- 
talina y contra sus funcionarios. Me parece que estas son las 
reglas; algunas están mal manejadas pero, en fin, a veces se 
dan situaciones de este tipo. 


Quiero decir algo que aquí no se ha dicho, aunque está 
implícito en la exposición de los señores Senadores -además, 
lo deben recoger los medios de comunicación- y que es fun- 
damental para la opinión pública, sobre la personalidad del 
ingeniero agrónomo Estanislao Chiazzaro, quien ha sido difa- 
mado. El señor Chiazzaro tiene 25 años de ejercicio en su 
profesión, en forma intachable, y ha trabajado intensamente y 
con una dedicación digna del mayor elogio en la Comisión 
Administradora del Mercado Modelo desde que se lo desig- 
nó. No se trata de un desconocido en su profesión ni en la 
vida política nacional. Aquí se ha argumentando que al señor 
Moris se le dio una responsabilidad y después fue procesado, 
pero hay que decir que lo denunció y mandó preso la Admi- 
nistración de hace cuatro años. Fíjese, señor Presidente, que 
hay un menudo error, pues se acusa al ingeniero Chiazzaro 
de haber depositado en su cuenta personal los dineros que 
iban para la policlínica de los trabajadores de la CAMM. De 
eso se lo acusa; y el que hace eso es un ladrón. 


Alguien cometió un hecho que la Justicia consideró que 
no era delito, pero fue llevado ante ella por la propia Inten- 
dencia Municipal y luego fue destituido de su cargo. No 
esperamos que lo llevaran otros; lo hicimos nosotros. La Jus- 
ticia probó que el señor Liberoff no había cometido ningún 
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delito. Reitero que lo llevamos nosotros. El señor Intendente 
Municipal, una vez constatado el hecho, ordenó que se diera 
cuenta inmediatamente a la Justicia. 


El señor Senador Korzeniak me acota que este hecho pue- 
de ser comparado con el tema del Banco de Seguros -aunque 
este tiene una dimensión diferente, como también lo es dar 
en concesión el Aeropuerto de Carrasco o la playa de contene- 
dores del Puerto de Montevideo, o pretender vender a ANTEL 
y privatizar todas las empresas públicas a través de la Ley de 
Privatizaciones- o el del Hotel del Prado, que debe tener una 
superficie de 300 metros cuadrados. También podemos men- 
cionar los U$S 1.500:000.000 que se pretendió privatizar en 
zonas estratégicas por cada una de las empresas. 


Podemos discutir hasta la eternidad si la cuestión es de 
principio o no. De todos modos, el señor Senador Gandini va 
a tener oportunidad de explayarse largamente sobre esos gran- 
des hechos políticos que él ha generado en la realidad de la 
política montevideana, a través de los muros, entre otras co- 
sas. 


Quiero hacer algunas puntualizaciones en defensa de mi 
amigo, el ingeniero agrónomo Estanislao Chiazzaro, a quien 
durante muchos años -aclaro que soy Legislador desde el año 
1985- he visto venir frecuentemente como representante de la 
agrupación de productores rurales, de la que fue dirigente por 
largo tiempo. 


Considero que el señor Senador Gandini debería haber 
tenido mucho cuidado cuando hizo ese planteo. En primer 
lugar, porque el hecho sustancial -fíjense, qué mal leyó el 
dictamen del Tribunal de Cuentas- había ocurrido durante la 
Administración anterior. La persona había sido denunciada 
penalmente por la propia Administración, y condenada. Se 
acusaba al ingeniero agrónomo Estanislao Chiazzaro que por 
ese tiempo -esto es lo que me prueba la ligereza con que se 
actuó- trabajaba en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y había sido designado por el propio ingeniero Alvaro 
Ramos -quien, según creo, es el principal dirigente de la 
fuerza política a la que pertenece el señor Senador Gandini- 
como Director General del Censo Agropecuario, que es un 
cargo de muchísima responsabilidad. Cabe señalar que el in- 
geniero agrónomo Chiazzaro desempeñó sus tareas en forma 
impecable, según las informaciones disponibles, y aclaro que 
traté de asesorarme sobre si había habido algún mínimo des- 
liz. 


Por tanto, el señor Senador Gandini acusó ligeramente, 
leyendo al barrer y saliendo a la prensa, de delincuente 
-porque quien roba la plata de la gente es delincuente- a una 
persona que durante años había merecido la confianza directa 
del principal dirigente de su fuerza política. Al menos podría 
haber tenido la cautela de preguntar: ¿Y este señor quién es? 
¿Qué hizo antes? ¿Qué pasó? Pienso que primero debería 
haber comprobado si era él u otro. Sin embargo, llevó ade- 
lante las cosas. Creo que esto da mérito a que una persona 
que -como decía el señor Senador Sarthou- recibe una acusa- 
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ción infamante, de esta naturaleza, considere que no basta 
con que después se efectúe esa declaración en forma tan 
irresponsable. Aclaro que lo digo con los debidos respetos. 
Por lo tanto, hace bien en mantener el criterio que la ley le 
permite, es decir, el de no aceptar excusas, porque la acusa- 
ción es muy grave. Cuando uno es acusado de ladrón, se 
prueba que lo es o, de lo contrario, la persona que lo hizo 
irresponsablemente debe ser sancionada por la Justicia. 


Todo esto no va a finalizar como el rosario de la aurora, 
con el sentido real de esta expresión -es decir, con trompadas 
y mucho ruido- sino que quiero significar que las cosas se 
van a ir desgranando lentamente y quedando en la nada. 
Efectivamente, nunca se va a poder saber con exactitud si la 
reiteración fue efectiva o no. No voy a discutir el criterio 
jurídico de mis compañeros, porque aun en el caso de que la 
mayoría aquí presente perteneciera al Frente Amplio, este no 
votaría el desafuero por creer que ello encuadra dentro del 
artículo 112 de la Constitución que vuelve no responsables o 
irresponsables a los Legisladores por sus dichos. Por tanto, 
nunca llegaremos a saberlo con exactitud ya que, aun en el 
caso de que nosotros lo votáramos, no sería un desafuero. 
Todo quedaría limitado a lo que se ha hecho hasta ahora. 


Por último, formulo moción para que se abra una investi- 
gación interna en el Senado sobre los hechos que se denun- 
ciaron aquí como irregularidades. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Luego de las actuaciones de la 
Comisión, que han sido bastante extensas, y de esta sesión no 
menos prolongada, afortunadamente se pueden hacer dos com- 
probaciones. 


En primer lugar, una vez más -creo que era innecesario- 
ha quedado a salvo el honor del ingeniero Chiazzaro. Digo 
una vez más, en virtud de todo lo que se ha dicho en esta 
sesión por parte de quienes tenemos ciertas diferencias sobre 
lo que debe ser el contenido de la resolución, pero que coin- 
cidimos en este aspecto. Digo que una vez más ha quedado a 
salvo, no sólo por lo que tiene que ver con su trayectoria, 
sino porque ya lo habíamos comprobado en la Comisión al 
examinar el expediente. 


Como si ello fuera poco, hoy se puso una vez más en 
evidencia que el señor Senador Gandini, rápidamente, salvó 
un error en el que había incurrido y yo señalaría -si es que 
ello se puede medir con una cierta arbitrariedad- que tuvo 
más difusión su rectificación sobre sus dichos del día 11 que 
las manifestaciones que la motivaron. De modo que lo que 
expresó el señor Senador Gandini en aquel momento y lo que 
luego se indicó aquí en el Senado deja a salvo el honor del 
ingeniero Chiazzaro. 
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La otra consecuencia de este debate, que para mí es afor- 
tunada, es que también ha quedado a salvo el honor del señor 
Senador Gandini. Me alegró por él, como persona, pero tam- 
bién por el Cuerpo, como institución. No tenía dudas de ello. 
No las tenía antes de que comenzara esta sesión; por algo, 
junto con los señores Senadores Brezzo y Pozzolo, hemos 
firmado el informe en mayoría del que dio cuenta el señor 
Senador Santoro. Mientras escuchaba todo lo dicho en la 
tarde de hoy, me preguntaba si para alguno de nosotros el 
único honor que importa es el del ingeniero Chiazzaro que, 
por supuesto, sí interesa. ¿Qué ocurre con el del señor Sena- 
dor Gandini? 


Cabe señalar que, más allá de la campaña protectora del 
artículo 112 de la Constitución de la República, lo que queda 
en la opinión pública son las definiciones claras y las expli- 
caciones convincentes. Ellas surgieron, a mi entender, de las 
palabras del señor Senador Gandini en el momento en que él 
tuvo que hacer la rectificación de sus dichos; luego, al leer el 
expediente que hemos tenido en nuestro poder y, finalmente, 
en el día de hoy. El honor del señor Senador Gandini queda a 
salvo, así como también, en parte por lo que previamente 
había manifestado dicho señor Senador, el del ingeniero Chia- 
zzaro. Reitero que su honor es tan importante como el del 
denunciante en el expediente penal. 


En esta oportunidad voy a decir lo mismo que expresé en 
el seno de la Comisión -que otros señores Senadores también 
manifestaron- respecto a que me niego a aceptar que no se 
levantan los fueros del señor Senador Gandini por la existen- 
cia del artículo 112 de la Constitución de la República, Si 
nos quedáramos en esa sola afirmación, estaríamos poco me- 
nos que fabricando una suerte de delincuencia moral -no sé si 
esa es la expresión correcta- en una palabra, que hay algo 
reprobable de acuerdo con las normas vigentes en el ordena- 
miento jurídico penal, pero que no da lugar a consecuencias 
materiales por esa suerte de privilegio -como aquí se ha dicho- 
que tendría el señor Legislador cuando lo ampara en el referi- 
do artículo 112. 


Reitero que realicé esa afirmación en el ámbito de la 
Comisión; asimismo lo hizo algún otro integrante y creo que 
también lo sostuvo en algún momento alguien con una auto- 
ridad que estoy lejos de tener, como es el caso del maestro 
Justino Jiménez de Aréchaga. Se trata de otra cosa, de una 
norma que no está por casualidad en la Constitución de la 
República y que, por suerte, sólo de vez en cuando debe ser 
invocada para proteger a uno de nuestros pares. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Luis B. Pozzolo) 


-Sin embargo, en el análisis de este tema -en una forma 
que, bueno es reconocer, habla bien de la preocupación que 
hemos tenido por este asunto- queremos decir que tanto en la 
Comisión como en el Senado han existido diferencias de en- 
foque. Debo confesar muy respetuosamente que buena parte 
de nuestro tránsito técnico-jurídico en algunos momentos de 
la Comisión y también en esta sesión derivó del hecho de 
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que, en una forma en cierto modo contradictoria -al menos, así 
lo veo yo- quienes han sostenido que los integrantes del Sena- 
do -o, en su caso, de la Cámara de Representantes- en modo 
alguno son jueces, han expuesto razonamientos más propios 
de la labor técnico-jurídica de los magistrados que de aquello 
que reconocemos todos que no debemos hacer en el Parlamen- 
to, es decir, convertirnos en jueces. Sin embargo, algunos -en 
un error que, creo, es bastante evidente- no siendo o no sin- 
tiéndose jueces, han reflexionado en esta Sala como si lo fue- 
ran. Y yo no soy juez de mis pares, salvo cuando me lo manda 
la Constitución de la República, y en este caso en modo algu- 
no me lo impone. 


Quiero referirme a algo que figura en el informe de la 
mayoría, que es una cita del doctor Justino Jiménez de Aré- 
chaga y de la que rescato solamente una frase -teniendo en 
cuenta lo avanzado de la hora- que dice lo siguiente: “Este 
previo juicio que hace la Cámara, juicio en el sentido lógico, 
no jurídico, esta decisión que adopte la Cámara, no puede 
tener ni el carácter ni la profundidad ni la intensidad de un 
juicio en sentido judicial”. Sin embargo, esto es lo que se ha 
intentado hacer esta noche, aunque no lo critico, sino que lo 
considero un procedimiento equivocado. También debo ad- 
mitir que por fuerza de las circunstancias, por una inevitable 
relación de causa-efecto, no hemos tenido más remedio que 
incursionar en lo que no teníamos que haber hecho, es decir, 
en un análisis, a mi juicio improcedente, de los aspectos 
técnico-jurídicos vinculados con el tema. Si lo que significa 
todo esto es actuar -no sé si es la expresión más adecuada 
desde el punto de vista técnico, pero es la que hace un mo- 
mento me vino a la memoria- deberíamos haberlo hecho con 
lo que a veces nuestro Código denomina las reglas de la sana 
crítica, que son siempre muy sabias en cuanto a los senderos 
que nos obligan a transitar y a los lugares de destino a que 
nos llevan. En ese caso, pregunto por qué no miramos las 
cosas con una perspectiva mucho más amplia que la que 
deriva de empezar a analizar cada punto y cada coma de una 
norma constitucional o de la Ley de Prensa. 


Los hechos son bien claros para la opinión pública: hay 
un señor Senador en este Cuerpo que en el mismo día en que 
advierte su error pone un empeño mucho mayor en señalar 
que lo había cometido, que el que puso para hacer una denun- 
cia. Eso me importa mucho más que el alcance o la exégesis 
de cada palabra o norma que pueda contener una ley, sobre 
todo cuando es de carácter penal. Eso es lo que valoro por 
encima de todo. No me cabe ninguna duda de que para la 
opinión pública también ha quedado claro -y en forma segu- 
ramente no querida, todo este asunto que llega al Senado lo 
ha vuelto a poner de manifiesto- que el señor Senador Gandi- 
ni hizo un esfuerzo que no siempre se advierte en una activi- 
dad política, que desde ya sabemos que es intensa, dura y en 
la que a veces ponemos una pasión que nos hace alejar de lo 
que podrían haber sido nuestras intenciones iniciales. Como 
dijo hoy el señor Senador Gandini: hay que tener un gran 
coraje para expresarse como él lo hizo, y no una vez sino 
muchas, reiterándolo hoy en la sesión. 
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Si no me equivoco, el señor Senador Santoro -que nos ha 
representado muy bien en este informe en mayoría- hizo refe- 
rencia a lo que significa el artículo 18 del Código Penal e, 
incluso, a lo que significó el agregado de un último inciso 
-hecho que tuvo lugar hace muy pocos años- que determina, 
sin ningún género de dudas, que para tipificar un delito de 
naturaleza penal se precisa la conciencia, la voluntad y, el 
concepto de previsibilidad. 


Pregunto, señor Presidente, en qué queda esa norma sobre 
la que mayoritariamente se expresaron “himnos” de entusias- 
mo respecto a que era un avance fenomenal dentro de nuestro 
Derecho Penal liberal, cuando a la hora de juzgar a uno de 
nuestros pares esa disposición, que para algunos es maravi- 
llosa y que para otros no lo es tanto -entre ellos me encuentro 
yo- tiene que ser aplicada, también, si de aspecto jurídico se 
trata, al caso que hoy nos ocupa. Realmente no lo entiendo. 
Acá, para mí, lo que cuentan son los hechos. 


Hubo una actitud que no es frecuente en la selva política, 
que es tener la valentía de salir con énfasis a rectificar lo que 
se dijo en forma equivocada. Normalmente suele suceder lo 
contrario. Puede ser explicable este hecho, pero eso demues- 
tra la excepcionalidad de lo que ha hecho un Senador que no 
es de mis tiendas políticas y por eso, quizás, pongo más énfa- 
sis en subrayar este aspecto tan importante. 


Por lo tanto, señor Presidente, nosotros vamos a acompa- 
ñar una moción que no hace otra cosa que repetir el párrafo 
final del informe en mayoría, no haciendo lugar a la forma- 
ción de causa y, por ende, no disponiendo el levantamiento 
de los fueros del señor Senador Gandini. 


Quiero decir unas palabras, también, en forma muy breve, 
relativas a una moción que no se ha votado todavía y que 
planteó el señor Senador Gargano hace unos momentos, cuan- 
do hizo uso de la palabra -supongo que lo hizo inconsciente- 
mente- pero el efecto de dicha moción -no digo el propósito- 
es algo que quien habla no comparte bajo ningún concepto. 
Supone mantener vivo para el desprevenido, para el hombre 
de la calle, la idea de que algo turbio hay detrás de todo esto, 
más allá de que el Senado no haya hecho lugar a la forma- 
ción de causa y al levantamiento de los fueros. No quiero 
mezclar, señor Presidente, algo que involucra más que al 
señor Senador Gandini, al Senado y al sistema político, y que 
tiene que ver con un tema que no puede ser incluido junto 
con este porque, repito, va a dar a entender a algún despreve- 
nido -que quizás lo pueda explotar- que acá no todo anduvo 
bien, porque por algo se está transitando por otros caminos. 
No quiero, convertir esta moción en un triunfo del Partido 
Nacional y del Partido Colorado; quiero convertirla en un 
triunfo de todo el Senado. Entonces, no quiero vincular esta 
moción con otro tema en el cual, evidentemente, sí hay ciertos 
elementos que no cierran en cuanto a los materiales o ele- 
mentos probatorios de que pudimos disponer. 


Por lo tanto, la moción que circula en estos momentos y 
que dice lo que acabo de mencionar, será la única que habre- 
mos de apoyar en la noche de hoy. 
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SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Aclaro que no hemos sido los Le- 
gisladores del Frente Amplio los que hemos traído el planteo 
de la sinuosidad o las cosas poco claras en cuanto al trámite 
del expediente y su llegada al Poder Legislativo. Ha sido el 
propio señor Senador Gandini quien lo ha planteado; nos 
parece muy grave y, por lo tanto, da mérito para que se 
investigue. 


Hago llegar a la Mesa la moción que presentamos. 
SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - Trataré de ser lo más breve posi- 
ble y, por supuesto, me voy a referir al tema en cuestión, que 
fue el pedido de desafuero del señor Senador Gandini por 
parte de la Justicia. Todos los otros elementos de carácter 
político quedarán para otro momento. 


Señor Presidente: a pesar de los años que uno tiene, creo 
que me tendrán que convencer mucho para votar algún des- 
afuero vinculado a delitos de opinión. Creo que la Constitu- 
ción ampara expresamente al Legislador para que se pueda 
expresar con amplia libertad y que ello significa un lugar de 
privilegio -si se quiere llamar así por parte de aquellos más 
doctrinarios- o de relevancia en lo que es la defensa de la 
libertad de expresión y de opinión que ejercemos los Legisla- 
dores. Muchas veces, esta libertad es en función de otros que, 
por uno u otro factor, quizás no la pueden ejercer directa- 
mente. Pienso que esto no está en discusión. Nadie ha pro- 
puesto el desafuero del señor Senador Gandini, algo que me 
alegra. Nosotros nos opusimos a otros desafueros que, inclu- 
so, después no se plantearon, como el del señor Representan- 
te Nicolini en la Cámara de Representantes, también en su 
oportunidad planteado por aspectos relacionados con el valor 
de la palabra y de la opinión. Lo que hemos expresado una y 
otra vez es que los Legisladores, al contar con lo que nos 
brinda la Constitución, estamos generando que nuestras vo- 
ces se puedan escuchar, sea cual sea la circunstancia y el 
problema, y que no haya ningún elemento intimidatorio que 
presione al Legislador cuando haga uso de la palabra. 


Naturalmente, estos derechos que tenemos los Legislado- 
res, en general juegan más para las minorías que para las 
mayorías y, por lo tanto, representan una doble defensa: la 
del valor de la palabra y la opinión para los Legisladores y, 
además, de un derecho básico para las minorías. Digo esto 
porque, si ni siquiera es posible expresarse con amplia liber- 
tad, entonces, ¿dónde queda nuestra posibilidad de contralor 
a la gestión, en este caso, de la mayoría? Repito que esto no 
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está planteado, porque nadie propone el desafuero del Legis- 
lador y la discusión está planteada en si se dio lugar o no a la 
formación de causa. Á este respecto, unos dicen que no hubo 
lugar -opinión a la cual me afilio- y otros opinan que sí la 
hubo, pero expresan que no corresponde aplicar el artículo 
114, que dice que “... por dos tercios de votos del total de sus 
componentes, resolverá si hay lugar a la formación de causa, 
y, en caso afirmativo, lo declarará suspendido en sus funcio- 
nes y quedará a disposición del Tribunal competente”. Expre- 
san esto fundándose en el hecho de que si bien habría lugar a 
la formación de causa, estaría actuando el artículo 112. 


Naturalmente, no voy a discutir la interpretación que ha- 
cen algunos señores Senadores, pero me parece que hay un 
trecho muy grande entre interpretar que hay lugar a la forma- 
ción de causa y decir que el señor Senador Gandini difamó. 
Esto es así, pero no porque los integrantes del Frente Amplio 
no tengan derecho a decir que el señor Senador Gandini difa- 
mó; lo pueden repetir una y mil veces, ya sea en forma 
individual o colectiva. El mismo derecho que hoy defiendo 
para el señor Senador Gandini, lo voy a defender para cada 
uno de los Senadores del Frente Amplio. Otra cosa es que el 
Senado, como Cuerpo, juzgue la actitud del señor Senador 
Gandini porque, entre otras cosas, lo estaríamos juzgando 
como adversario. Se trataría de que una mayoría circunstan- 
cial le dijera a un adversario que difamó. Eso se lo diremos 
desde el punto de vista político y en forma individual o co- 
lectiva, por parte de cada partido; pero me parece que no 
corresponde que mayorías circunstanciales juzguen lo que 
debería juzgar un juez. 


Por otra parte, si esta teoría prospera, lo que puede ocurrir 
es que haya una mayor cantidad de sentencias de este Senado 
y de la Cámara de Representantes sobre supuestas difamacio- 
nes contra integrantes de la minoría. 


Me pregunto por qué el Cuerpo tiene que sentenciar sobre 
algo que le compete a un juez. Digo esto, independientemen- 
te de la voluntad política que tenga cada partido de acusar, 
con la mayor dureza, al señor Senador Gandini, si así lo 
entiende. En ese caso, el señor Senador Gandini se defende- 
rá. 


Si valen las mayorías circunstanciales -naturalmente que 
esas mayorías, durante los cinco años que dura un Período, 
son más que circunstanciales- para que este Cuerpo dictami- 
ne que el señor Senador Gandini difamó, las acusaciones 
siempre van a recaer en las minorías. Se me dirá que, de 
todos modos, los Legisladores no perderán los fueros para 
desarrollar su labor; pero la diferencia no es menor. 


Si la mayoría del Senado comienza a juzgar lo que hace 
la minoría a nivel político -naturalmente que otra cosa es si 
hay una inconducta notoria, por otros aspectos que no sean 
los políticos- podría ocurrir que mañana empecemos a juzgar 
la conducta de cada uno de nosotros para ver si lo que dijo tal 
Senador es o no correcto, si pudo o no difamar. Me parece 
que eso es ingresar en un terreno muy complicado que, ade- 
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más, no preserva los elementos de libertad que tienen esta 
función y esta responsabilidad. Prefiero pecar para el otro 
lado, que ser restrictivo en materia de libertades. 


Lo lamento por el señor Chiazzaro -lo digo con sinceri- 
dad- porque seguramente habrá vivido un mal momento y 
tanto su familia como la gente le habrán preguntado qué iba a 
hacer frente a estos hechos. Reitero que lo lamento, pero 
nosotros tenemos que tutelar otros valores más importantes, 
como lo es la libertad de expresarse de los Legisladores. No 
puede haber ninguna sombra en cuanto a lo que pensará el 
Senado sobre lo que cada uno de nosotros pueda decir. El 
Senado no puede decir nada; simplemente, lo que puede ha- 
cer es acceder al pedido de un Juez, si entiende que hay lugar 
a la formación de causa. Si cree que no es así, no accederá a 
ello, pero lo que no puede hacer es juzgar si el señor Senador 
Gandini difamó o no. Eso lo debe resolver un Juez si noso- 
tros aprobamos el desafuero y si no es así, porque preserva- 
mos otros valores superiores plasmados en la Constitución, el 
asunto se dará por terminado. 


Digo esto en defensa del derecho de todos pero, sobre 
todo, pensando en la sociedad. Me pregunto adónde vamos 
cuando se empieza a recortar la palabra de los Legisladores. 
No estoy diciendo que haya una intención expresa en esa 
dirección, pero temo que mañana se nos ocurra comenzar a 
ver lo hecho por el señor Senador Batlle, el señor Senador 
Millor, el señor Senador Michelini o la señora Senadora Aris- 
mendi, o bien decir a nuestros correligionarios que presenten 
la denuncia para actuar, no con respecto a los fueros, sino 
para dictar una sentencia, cuando el tema de la difamación 
venga al Senado. 


Pienso que los asuntos políticos deben tener respuestas 
políticas y si un partido -podría ser el Nuevo Espacio- cree 
que un integrante de este Cuerpo difamó, tendrá que decirlo 
todas las veces que sea necesario. No le vamos a pedir al 
Senado que hable por nosotros. 


Yo, señor Presidente, me afilio a la teoría de que los 
artículos 112, 113, 114 e, inclusive, el 115 de la Constitución 
-que habla de determinadas mayorías bien importantes- tien- 
den a preservar la libertad de opinión y la independencia de 
criterio de los Legisladores. Digo esto, no sólo porque cuan- 
do opinan, abren juicios y califican -a veces con dureza- 
están protegidos por estas disposiciones constitucionales y 
no pierden la Banca, sino también porque tanto la Cámara de 
Representantes como el Senado no los van a calificar. No 
olvidemos que, de pronto, mañana podríamos decir que el 
señor Senador Gandini, aunque no pierda los fueros, difamó 
y pasado haya otra mayoría que no concuerde con esa deci- 
sión. 


Insisto en que en la vida política las respuestas deben ser 
también políticas. Naturalmente que cada uno sabrá cuál tie- 
ne que dar. Repito que este instrumento de los fueros, del 
valor de la palabra y de la opinión, debe ser preservado por 
encima de todas las cosas. 
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En definitiva, e independientemente de nuestras posturas, la 
sociedad tiene un beneficio directo del juego de estos artículos. 
Más allá de la doctrina que pueda existir al respecto, no se 
trata de que se beneficie al Legislador, sino de que se benefi- 
cia la sociedad. 


En función de lo que establecen los artículos 112 y si- 
guientes de la Constitución, los Legisladores no son respon- 
sables por sus opiniones; por lo tanto, las pueden expresar y 
poner los temas encima de la mesa para que sean difundidos 
en la sociedad. 


En resumen, comparto el informe en mayoría de la Comi- 
sión y estos son los fundamentos que sustentan mi posición. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Señor Presidente: casi como funda- 
mento de voto, voy a tratar de ser sumamente breve. 


En primer lugar, quiero decir que -y esto ya no es de 
ahora- discrepo con la tesis que sostuvo el señor Senador 
Sarthou. Creo que la misma atrae, porque es de una matemá- 
tica jurídica y de una lógica legalista extrema, pero se aleja 
de la realidad, a tal punto que la ignora. ¿Por qué? Porque 
aplicada esa lógica y esa matemática, dio como resultado que 
no se votara el desafuero del entonces señor Representante 
Da Silva Tavares, cuando estaba documentada la defrauda- 
ción tributaria. 


En segundo término, como el Fiscal y el Juez hablan de 
que el error en la persona no extingue la culpabilidad ni la 
disminuye, hay que tomar esta afirmación con reserva. Preci- 
samente, en las notas de Irureta, este aclara cuándo el error en 
la persona no extingue la culpabilidad y es en el caso del 
“aberratio ictus” y en el error en el objeto, en la persona “erra- 
ris personae” y “aberratio ictus”. Por ejemplo, si Juan desea 
matar a Pedro y por una deficiencia en la puntería mata al que 
está al lado, en ese caso el error en la persona no disminuye la 
culpabilidad del autor que quiso matar, que quiso ofender un 
bien jurídico. Del mismo modo, si Juan quiere matar a Pedro 
pero confunde a Diego con Pedro y lo mata, también en este 
caso el error en la persona no disminuye la culpabilidad. El 
régimen introducido por Irureta consistía en ceñir la culpabili- 
dad al delito que el sujeto se proponía cometer, en vez de al 
delito cometido. Sin embargo, cuando no hay malicia y no se 
ofende a nadie en el acto inicial -el señor Senador Gandini no 
tuvo el propósito de agraviar, difamar u ofender- sino que el 
mal resultó por error, tal como lo dice Sebastián Soler, en su 
Tratado, no juega la doctrina de la equivalencia. 


Aquí no hubo una conducta maliciosa cuando el señor Se- 
nador Gandini nombró, lamentablemente al ingeniero Chiaz- 
zaro, no lo hizo con el afán de difamar, sino por error inculpa- 
ble, en realidad, quiso nombrar a Moris. Podría sostenerse que 
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lo hizo en ejercicio de su función de Legislador, denunciando 
un hecho que, en sí mismo y objetivamente, era verdadero. No 
cometió un delito equivalente al que se propuso. 


Estas son las constancias que deseaba hacer. 


Por otro lado, deseo señalar que el Derecho no puede 
alejarse de la vida y que una teoría jurídica debe ser valorada 
por sus resultados sociales. El efecto que pueda provocar una 
teoría jurídica que conduce a que no se le dé el desafuero a 
un Legislador cuando en realidad estaba probada una defrau- 
dación tributaria, provoca un mal peor. 


Estos son los fundamentos que tengo para no votar la mo- 
ción que haría lugar a la formación de causa. Es más; sostengo 
que no hay lugar a la formación de causa porque de la aprecia- 
ción que -en grueso y desde otro punto de vista del que tiene el 
Poder Judicial- hace el Senado, llego a la conclusión de que no 
hubo delito y en función de ello, no voy a votar la moción. Aquí 
medió error inculpable que extingue la responsabilidad. 


En cuanto a los otros aspectos que el señor Senador Gar- 
gano señaló, creo que son de cierta importancia. Si el desti- 
natario del mensaje de la Corte era el señor Senador Gandini, 
existe un enorme error en la relación de los Poderes. Si, en 
cambio, el destinatario era otro y se le remitió al Senador 
Gandini, se sustrajo ese mensaje al destinatario natural para 
enviarlo, por error, a otro. En este caso concreto, el señor 
Senador no lo destruyó, pero si lo hubiera hecho con las 
pruebas, estaríamos frente a un punto que el Senado indepen- 
dientemente del tema de fondo, debería tratar. 


Por otro lado, también discrepo profundamente con las 
afirmaciones del señor Senador Michelini, en el sentido de 
que él nunca votaría ningún desafuero, porque ello limitaría 
las potestades de los Senadores. Eso equivaldría a otorgar a 
los Legisladores una patente de corso y un privilegio. Desde 
luego que no somos jueces; incluso, entiendo que el juicio 
político es un procedimiento administrativo, no un procedi- 
miento judicial. Sin embargo, en casos como en el que tuvi- 
mos que intervenir en la Cámara de Representantes para juz- 
gar sobre la legalidad de un acto de la Intendencia Municipal 
de Montevideo, en lo personal procuré tomar distancia con 
todos los elementos políticos. Incluso, cuando el Directorio 
de mi Partido me citó para que informara sobre la posición 
que iba a adoptar, manifesté que ese era un problema que 
íbamos a resolver en un plano jurídico y que los Cuerpos 
políticos no debían interferir en ese problema. Además, cité 
casos en los que el Partido Nacional debió actuar como juez, 
tal como sucedió en el caso de la elección del Presidente de 
la República en 1926 y en 1930. En esa oportunidad, en el 
Senado había mayoría nacionalista y se pudo haber anulado 
las elecciones, cambiando los resultados de las mismas; sin 
embargo, se prefirió actuar con un criterio jurídico y se vali- 
dó una elección que podría haber sido anulada. 


Estas son las constancias que quería dejar para acompañar 
el voto contrario a que haya formación de causa. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Tengo la impresión de que se 
está llegando al momento de votación de las mociones. En ese 
sentido, quiero aclarar algo que va a generar alguna perpleji- 
dad. 


Deseo que se recuerde que en la Comisión nosotros propo- 
níamos que se hicieran dos apartados. Incluso, algún señor 
Senador -que no era Sarthou ni quien habla- estuvo de acuer- 
do en ello, pero la propuesta no tuvo mayoría. Concretamente, 
se proponía un apartado en el cual no se dijera que hay lugar a 
la formación de causa, sino que -tal como lo tenemos redacta- 
do en nuestra propuesta- al estudiar si hay lugar a la forma- 
ción de causa, se encontró que había sido difamado el señor 
Chiazzaro. Ese apartado -y vamos a hablar con mucho realis- 
mo- creo que lo votaríamos nosotros. 


El segundo apartado diría que no se concedía el desafuero, 
lo que sería votado por unanimidad. 


A mi entender, fue muy razonable lo que propusimos; ade- 
más, se inserta en lo que el señor Senador Ricaldoni manifestó 
como su deseo de que algo así se votara por unanimidad. Sin 
embargo, la Comisión no quiso eso y se dieron diversos argu- 
mentos, válidos o no, que en lo personal no me convencieron 
y que impidieron que se procediera de esa forma. En conse- 
cuencia, no tenemos más remedio que hacer llegar la moción 
que es la conclusión del informe y lo hacemos cortando la 
hoja, razón por la cual no figura la firma de todos. Sin embar- 
go, debe entenderse que es la moción que está al final del 
informe y así la hacemos llegar a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase una moción de orden lle- 
gada a la Mesa y que es previa a lo que propone el señor 
Senador Korzeniak. 


(Se lee:) 


“Que se designe una Comisión Investigadora sobre las acu- 
saciones hechas en la sesión del día de hoy sobre presuntas 
irregularidades en el ámbito del Poder Judicial y del Senado 
de la República, sobre el trámite y contenido de lo remitido 
por el Poder Judicial en el caso del pedido de desafuero del 
Senador Gandini. Firman los señores Senadores Korzeniak, 
Couriel, Segovia, Arismendi, Gargano y Astori.” 


-En consideración. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Simplemente, deseo recordarle al 
señor Presidente -le pido excusas por ello- que hay que pro- 
ceder conforme a lo que establecen los artículos 134 y 135 
del Reglamento del Senado. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el artículo 134. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 134. - Las Comisiones Parlamentarias 
comprendidas en el artículo 120 de la Constitución, se- 
rán designadas previo informe de la Comisión Prein- 
vestigadora compuesta de tres miembros.” 


-Léase el artículo 135. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 135. - El Senador que la solicite de- 
berá ocurrir por escrito al Presidente y éste, en el acto, 
nombrará la Comisión Preinvestigadora, la que se cons- 
tituirá de inmediato a efecto de recibir del mocionante 
la exposición correspondiente, con la articulación de 
sus denuncias, bajo su firma. 


Si la Comisión Preinvestigadora le solicita amplia- 
ción de sus manifestaciones, lo hará verbalmente, la- 
brándose acta que firmarán con él los miembros de la 
Comisión. 


La Comisión, dentro de veinticuatro horas, deberá 
expedirse y su cometido se concretará a informar so- 
bre los siguientes puntos: 


a) entidad de la denuncia; 
b) seriedad de su origen; 
c) oportunidad y procedencia de la investigación. 


El informe o los informes si se produce más de 
uno, se entregarán al Presidente, y el asunto se incluirá 
en primer término en la primera sesión que se realice. 
La Comisión podrá resolver que se trate sobre tablas o 
en otra fecha determinada. 


Si la Comisión Preinvestigadora formare criterio 
adverso a la investigación, llamará al mocionante y se 
lo hará saber a los efectos de que se ratifique sus 
denuncias o las retire. 


En este último caso, el asunto no se llevará a la 
Cámara.” 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En principio, no estoy dispuesto a 
votar la moción, pero considero que debe haber un error de 
redacción, porque refiere a una Comisión Investigadora en el 
Poder Judicial y no creo que se lo pueda investigar. Lo que 
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podemos hacer con los Ministros de la Suprema Corte de Jus- 
ticia es iniciarles juicio político a través de las disposiciones 
constitucionales, pero investigar el Poder Judicial supera las 
competencias de este Cuerpo. 


Por otra parte, creo que aquí se ha hecho referencia a un 
problema de trámite interno y no correspondería aplicar las 
normas relativas a Comisiones parlamentarias de investiga- 
ción, sino un procedimiento de averiguación de carácter in- 
terno, que se podría disponer a través de la propia Presiden- 
cia o de la Secretaría. Me da la impresión que en la elabora- 
ción de esta moción se están utilizando mecanismos constitu- 
cionales que no son aplicables por ser demasiado trascenden- 
tes para el episodio que hemos conocido. 


Por esta razón, es evidente que no puede ser investigado el 
Poder Judicial y, obviamente, esa no ha sido la intención de 
los mocionantes. El tema refiere a una pequeña averiguación 
administrativa de cuándo se recibió el oficio de la Suprema 
Corte de Justicia. Seguramente, en la secretaría debe haber una 
copia del recibo o algo similar que se le dio al funcionario de 
la Suprema Corte de Justicia que trajo el sobre. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para mejor inteligencia del Se- 
nado, la Mesa va a dar lectura nuevamente a la moción tal 
cual vino redactada. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Mocionamos para que se designe una Comisión 
Investigadora sobre las acusaciones hechas en la se- 
sión del día de hoy, sobre presuntas irregularidades en 
el ámbito del Poder Judicial y del Senado de la Repú- 
blica, sobre el trámite y contenido de lo remitido por 
el Poder Judicial en el caso del pedido de desafuero 
del señor Senador Gandini.” 


SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - Brevemente quiero manifestar que 
considero que las afirmaciones del señor Senador Gandini y 
algunos otros señores Senadores se referían a la situación de 
cómo llegó el sobre a manos de ese Senador. Entonces, existe 
un trámite inicial de clarificación en nuestra propia Casa. Si el 
señor Presidente o el Senado -si así lo quisiera- determinan 
una investigación para saber qué pasó, no tengo problema de 
que luego, con tranquilidad y con la información adecuada, se 
cumplan todas las otras instancias. Pero primero debemos sa- 
ber qué sucedió, por qué esto le llegó al señor Senador Gandini 
y no se dirigió a la Secretaría correspondiente. A partir de allí, 
habilitaría otros instrumentos, pero hay que empezar por el prin- 
cipio. Supuestamente, hay un trámite irregular en nuestra propia 
Casa y por esa razón deberíamos comenzar por aquí. 
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SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Comparto las expresiones del señor 
Senador Michelini. Creo que esta situación da base a una 
investigación administrativa. 


En cuanto a las presuntas irregularidades en el Poder Ju- 
dicial, pienso que hay que andar con cautela. Cuando infor- 
mé en la Cámara de Representantes acerca de la Ley de 
Comisiones Investigadoras -que fue vetada- dije que se podía 
investigar al Poder Judicial, salvo en materia y competencia 
jurisdiccional y aun dándole interpretación extensiva, porque 
lo que prohíbe la Constitución es pedir informes. 


Quiere decir que dándole una mayor proyección al respe- 
to al Poder Judicial, tampoco se podría investigar en materia 
y competencia jurisdiccional. Lo que no me atrevería a decir 
en forma rotunda -porque los Códigos que regulan la respon- 
sabilidad de los Jueces dicen que éstos son responsables cuan- 
do juzguen con manifiesto error- es si estaríamos habilitados 
para averiguar cómo la Corte cumple sus potestades discipli- 
narias y hace efectiva la responsabilidad de los jueces. Peor en 
el caso ocurrente, sería salir -con el perdón de los mocionan- 
tes- con un exabrupto, en una controversia con los Poderes y 
no tenemos elementos de juicio, salvo los que indicó el señor 
Senador Gandini que refieren a lo que sucedió en esta Casa. 
Ahora bien, si de lo que pasó acá adentro resulta que el desti- 
natario era el señor Senador Gandini, ahí sí deberíamos ir a 
averiguar a la Suprema Corte de Justicia. Sin embargo, si la 
Corte lo envió correctamente y resulta que hubo un desvío en 
esta Casa, entonces no tendríamos que presumir que hubo irre- 
gularidades en otro lado. En ese caso, las irregularidades se 
habían cometido aquí, si es que existieron. 


Por esas razones no voto la Comisión Preinvestigadora ni 
la Investigadora y estaría dispuesto a apoyar el cometer a la 
Mesa que por las vías comunes realice una investigación ad- 
ministrativa e informe al Senado si comprueba o no irregula- 
ridades. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Quisiera formular dos observacio- 
nes con respecto a este punto. 


En primer lugar, debe quedar absolutamente claro que 
quien formuló las acusaciones fue el señor Senador Gandini y 
en ellas involucró al Poder Judicial. Por lo tanto, no fuimos 
nosotros. Fue el señor Senador Gandini quien dijo que man- 
daron dos cassettes y que luego aparecieron cuatro; que un 
sobre vino doblado; que uno no tenía el sello, etcétera. ¿Acaso 
es tan frágil la memoria, señores Senadores? No creo que sea 
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así. Hace una hora y media que se dijo todo esto. A este 
respecto, pedí un informe a la Secretaría para saber si había 
sido un funcionario del Senado, y se me contestó afirmativa- 
mente. Aquí se sembraron decenas de sospechas. Leyendo la 
versión taquigráfica se podrá observar todo lo que se dijo 
durante veinte minutos, en una exposición muy extensa. 


De modo que no hemos sido nosotros los que hemos traí- 
do aquí este tema, sino que más bien nos limitamos al tema 
de fondo, es decir, a lo que dice el expediente del Poder 
Judicial que, por otra parte, ha sido cuestionado por el señor 
Senador Gandini. 


Entonces, apelo a la memoria de los señores Senadores. 
Desde mi punto de vista, el señor Senador Gandini ha formu- 
lado acusaciones concretas sobre el contenido y la forma en 
que se tramitó este tema. Pienso que para preservar la imagen 
del Poder Judicial es menester hacer una averiguación al res- 
pecto. 


En segundo término, consideramos que la Mesa debe pro- 
ceder como lo indican los artículos 135 y 136 del Reglamen- 
to del Cuerpo y nombrar una Comisión Preinvestigadora. No 
se debe votar ahora, sino a consecuencia de lo que esta últi- 
ma manifieste. La Mesa, por mandato del Reglamento, debe 
designarla “ipso facto” ni bien reciba la moción. Así lo esta- 
blece el Reglamento; ahora bien, se podrá presentar cualquier 
moción para violarlo y dejar sin efecto lo que establecen los 
artículos 135 y 136. 


SEÑOR BATLLE. - Si me permite, señor Presidente, so- 
licito que se reparta el texto de la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por supuesto, señor Senador, se 
va a repartir; pero en cumplimiento de la disposición regla- 
mentaria, la Mesa procederá tal como lo termina de indicar. 


SEÑOR BATLLE. - Si no me equivoco, señor Presidente, 
la Mesa debe proceder a escuchar a los señores Senadores 
que van a opinar sobre el tema, porque seguramente puede 
haber elementos suficientemente importantes como para pe- 
dir que reglamentariamente prospere el mecanismo planteado 
por el señor Senador Gargano. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Efectivamente, señor Senador, 
hay algunos señores Senadores inscriptos. 


SEÑOR BATLLE. - Insisto, señor Presidente, antes de 
designar nada, creo que tenemos que opinar todos. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: no comparto 
la idea de que, tal como se está dando a entender “sotto voce” 
el nombramiento de una Comisión sea poco menos que auto- 
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mático. Digo esto porque el artículo 120 dice que las Cámaras 
“podrán nombrar” y no que “deberán nombrar”. 


En verdad esta situación me toma de sorpresa y ello se 
debe a diversas razones. En principio creí, con cierta ingenui- 
dad, que la sesión de hoy estaba convocada para tratar el 
pedido de desafuero del señor Senador Gandini, sin embargo, 
ahora estamos discutiendo lo que tiene que ver con una in- 
vestigación del Poder Judicial propuesta por el Frente Am- 
plio y de actuaciones administrativas que pudieran haber ocu- 
rrido dentro del Senado. En torno a esto se dice, además, que 
todo ello no se debe a que sean ellos los ideológos de esta 
moción, sino que vendrían a ser poco menos que los portavo- 
ces de una denuncia que hizo el señor Senador Gandini, de- 
nuncia que, quiero aclarar, no escuché por ninguna parte. A 
mi entender, el señor Senador Gandini señaló hechos que en 
su momento se tratarán, si así lo ameritan. 


Tal como ya lo indiqué en mi intervención, en lo personal 
preveía un final como éste, y quiero decir, por lo tanto, que 
esta sesión va terminar tal como se está pretendiendo, o sea, 
en lugar de dejar limpiamente establecido que no se levantan 
los fueros del señor Senador Gandini, que no ha cometido 
delito, terminamos tratando poco menos que de enrarecer la 
discusión anteponiendo al objeto de la convocatoria este otro 
asunto que plantea la Bancada del Frente Amplio. Esto real- 
mente es desvirtuar la sesión y quizás no se advierte que 
podrían existir argumentos como para pensar que realmente 
hay un propósito indebido detrás del tema que hoy nos ocupó 
tanto tiempo. 


Por lo tanto, adelanto que no voy a votar la moción plan- 
teada. 


SEÑOR GARCIA COSTA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA. - Previamente, quisiera pre- 
guntar si la moción que se presentó en la Mesa habla de nom- 
brar una Comisión Investigadora o una Comisión Preinvesti- 
gadora. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se hace referencia a una Comi- 
sión Investigadora, señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. - Entonces, ha habido un 
manifiesto error, pues a lo que tiene derecho cualquiera de 
los señores Senadores -según lo establece el Reglamento- es 
a proponer el nombramiento de una Comisión Preinvestiga- 
dora tendiente, en definitiva, a la formación de una Comisión 
Investigadora; de lo contrario, estaríamos eludiendo el Regla- 
mento. 


S1 se retira la moción y se presenta otra, el procedimiento 
seguiría por sus propios carriles y la Mesa decidirá el nom- 
bramiento de una Comisión Preinvestigadora que, en lo que 
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respecta a este caso, no me parece afortunado, porque lo que 
va a quedar como resolución no va a ser una decisión del 
Senado para designar una Comisión Investigadora con rela- 
ción a las circunstancias actuantes en el Poder Judicial, sino 
que ello partirá de una iniciativa de la Bancada del Frente 
Amplio. 


Pero este no es el momento de discutir este asunto; si la 
Comisión Preinvestigadora aconseja el nombramiento de la 
investigadora en esa instancia sí discutiremos si es oportuno 
investigar al Poder Judicial y qué alcances y facultades ten- 
drá dicha investigación. 


En cuanto a lo relativo a lo interno del Senado, verdade- 
ramente, por Comisiones Investigadoras no recuerdo que se 
hayan llevado a cabo investigaciones internas en esta Casa 
pero, naturalmente, no soy una biblioteca en la materia. No 
recuerdo, insisto, que alguna vez un tema de este tipo haya 
dado lugar a la formación de una Comisión Investigadora 
para analizar temas internos de esta Casa; ya no de esta Casa, 
ni siquiera de este Cuerpo. En general, este tipo de asuntos se 
ha encomendado a las Comisiones de uso o a la Mesa en sí 
misma, la que después informa al Cuerpo. Si la moción pre- 
sentada determina una Comisión Investigadora, no se ajusta 
al Reglamento porque debe ser precedida, según el artículo 
135, de una Comisión Preinvestigadora, en cuyo caso los 
proponentes deberán plantear la solicitud en la forma en que 
lo indica dicha disposición. De allí para adelante se seguirá 
el trámite, pero ya no será el Senado el que solicite ese 
mecanismo, sino los firmantes. En otras palabras, el Senado 
no va a investigar a nadie hasta que después, si es del caso, 
tome la resolución de acuerdo con un consejo favorable de la 
Comisión Preinvestigadora, la que se nombrará sin resolu- 
ción del Cuerpo. 


SEÑOR GANDINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINI. - No voy a intervenir sobre si hay que 
votar o no esta moción porque, evidentemente, está relacio- 
nada con un tema que me involucra. 


No obstante, quiero decir con total claridad que nunca 
manifesté que hubiera irregularidades en el Poder Judicial. 
Por tanto, no me hago responsable del texto de esta moción 
que no presenté. Dije sí que llegó a mis manos el expediente 
con una carátula o una hoja adherida al sobre exterior que 
dice que está dirigida al Presidente del Cuerpo y no a mí. 
Dice, además, que ese sobre contiene un expediente con 65 
fojas útiles, un sobre con un video y dos sobres con un cassette 
cada uno. Expresé también que en el expediente no figura en 
ningún lado el ingreso de esos otros dos cassettes que apare- 
cen en los sobres. Hablé también de que de los tres, hay un 
sobre que no está sellado como lo están todos los demás. Dije 
también que aparecen dos cassettes que el Poder Judicial no 
dice que nos manda en ningún lado. No dije que eso fuera 
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responsabilidad del Poder Judicial; dije que no surge del expe- 
diente que vinieran cuatro cassettes; sin embargo, acá nos en- 
contramos con cuatro cassettes. ¿Dónde está la responsabili- 
dad? No lo sé. 


Por otra parte, tampoco pedí una investigación, sino que 
dije que había elementos que eran de suficiente duda como 
para acusar a un Senador, basándose en esos elementos. Si se 
quiere hacer una investigación, me parece bien, pero entien- 
do que ésta tiene que empezar por Casa, en lo interno. Si se 
trata de una investigación interna, tendrá que llevarse a cabo 
desde el punto de vista administrativo y será dispuesta por el 
jerarca del Cuerpo y de acuerdo con los métodos previstos 
para las investigaciones administrativas. 


Más allá de esa opinión final, quiero dejar perfectamentte 
claro -tendremos luego que examinar la versión taquigráfica- 
que en ningún momento imputé nada al Poder Judicial ni a 
nadie. Simplemente relaté los hechos objetivamente y mani- 
festé a los demás integrantes del Cuerpo que me dijeran en 
qué lugar del expediente venían esos otros dos cassettes desde 
el Poder Judicial para acá, ya que éste, oficialmente y firma- 
do por dos Ministros de la Suprema Corte de Justicia, nos 
dice que manda dos cassettes y un video. Sin embargo, acá 
aparecen cuatro casetes. Por este motivo, quise saber dónde 
aparecieron esos dos cassettes. De todas maneras, creo que es 
un tema cuyo análisis hay que comenzar desde aquí; si se 
comprueba que llegaron cuatro cassettes, habrá que enviar la 
versión taquigráfica al Poder Judicial para que ellos hagan su 
propia investigación. 


En consecuencia, no me parece que ese tema nos corres- 
ponda a nosotros; nos dicen que nos llegan dos cassettes y 
aquí aparecen cuatro. Además, nos envían tres sobres y uno de 
ellos no está sellado como lo están los demás. 


Sin duda, es un tema preocupante, pero tendremos que 
abordarlo aquí. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - En principio, quiero referirme a 
una cuestión de tipo parlamentario que de alguna manera se 
complementa con la práctica. Debo decir, entonces, que en la 
práctica que conozco desde siempre se pide una Comisión 
Investigadora y, en torno a esto, el Reglamento dice que 
cuando se hace un planteamiento de ese tipo la Mesa lo que 
hace es nombrar una Preinvestigadora. De manera que esto 
siempre se hace así y creo que nunca hubo otro procedimien- 
to; no se pide una Preinvestigadora porque eso lo decide la 
Mesa. 


Por otra parte, si alguien afirma -y fue el señor Senador 
Gandini- que el Poder Judicial dice que envía dos cassettes y 
después aparecen cuatro, el error o la manipulación puede 
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estar acá o en el Poder Judicial. Por este motivo, se formula 
una moción en el sentido de que averigilemos. 


Si el expediente, en lugar de llegarle al Presidente de la 
Asamblea General, le llegó al señor Senador Gandini, aunque 
conste que haya sido desde la Secretaría, hay que averiguar si 
la persona que desde el Poder Judicial entregó ese documento 
dijo que era para el señor Senador Gandini o para quien sea. 
Eso también puede ocurrir. 


Quiere decir que la referencia al Poder Judicial no es para 
investigar su actuación jurisdiccional -obviamente no hay que 
investigar eso- sino cómo fue que se produjeron esos hechos 
que han sido relatados por el señor Senador Gandini. Ese 
sería el alcance de la moción, y también investigar interna- 
mente. Creo que no existe ninguna dificultad. Todo depende- 
rá del informe de la Comisión Preinvestigadora y de lo que se 
vote en una sesión del Senado que decidirá si hay o no méri- 
tos para nombrar una Comisión Investigadora. 


Creo que el nombramiento de una Comisión Preinvestiga- 
dora es automático; la misma informará y el Senado decidirá 
s1 hay lugar a realizar una investigación. 


Me parece que reglamentariamente la Mesa tenía razón y 
debía proceder como se había dicho. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - El artículo 120 de la Constitución 
dice con toda claridad que: “Las Cámaras podrán nombrar 
Comisiones Parlamentarias de Investigación O para suminis- 
trar datos con fines legislativos”. Una vez que un Legislador 
o un grupo de Legisladores solicita, de acuerdo a esta potes- 
tad, la constitución de una Comisión Investigadora, lo que 
procede reglamentariamente es establecer una Comisión Pre- 
investigadora para que, en el plazo y en las condiciones que 
establece el Reglamento del Senado, diga que hay o no lugar 
a la constitución de una Comisión Investigadora. Sobre eso 
me parece que no hay ninguna duda; nunca nadie le pide al 
Cuerpo que se constituya una Comisión Preinvestigadora. Eso 
es inexistente. Se pide una Comisión Investigadora y automá- 
ticamente se constituye la Preinvestigadora. Eso es lo que 
dice el reglamento. 


Desde mi punto de vista, la Mesa no puede dar curso a 
esta solicitud, porque entraña algo que está fuera de nuestra 
potestad, porque lo que no podemos hacer es investigar irre- 
gularidades del Poder Judicial. 


Esta moción establece dos cosas diferentes. Por un lado, 
nos solicita investigar presuntas irregularidades en el ámbito 
del Poder Judicial y, más tarde, le cometería a esa misma 
Comisión investigar irregularidades en el ámbito del Senado. 
Para hacer esto último tenemos potestades administrativas, 
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pero para investigar irregularidades en el ámbito del Poder 
Judicial no podemos nombrar una Comisión Investigadora, 
porque lo que va a pasar es que va a aparecer mañana la 
noticia de que el Senado investiga las irregularidades del 
Poder Judicial, y me parece que eso no está dentro de nues- 
tras potestades. 


La Mesa no puede designar la Comisión Preinvestigadora 
que se solicita. Los que presentan la moción podrán cuestio- 
nar a la Mesa y discutiremos si ésta ha procedido bien o mal, 
pero esta moción no puede ser tramitada por la Mesa de 
acuerdo a los artículos 135 y 136 del Reglamento -y con toda 
razón ha manifestado el señor Senador Gargano- porque se 
nos está pidiendo una cosa que no podemos hacer, es decir, 
investigar irregularidades en el Poder Judicial. 


Por lo tanto, acá lo que cabe es que se presente una mo- 
ción -la que vamos a votar con mucho gusto- por parte de los 
señores mocionantes que aquí firman en donde se establezca 
que al Senado de la República se le solicita una investigación 
sobre el trámite administrativo para ver en qué medida hubo 
un error de puertas adentro del Palacio Legislativo; pero lo 
que no podemos es votar una Comisión Investigadora para 
investigar irregularidades en el Poder Judicial. 


SEÑOR MICHELIN! - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI. - Todo esto lo dirá la Comisión Pre- 
investigadora. La moción no es discutible. Cuando se presenta 
una moción, el Presidente convoca a determinados miembros 
para que emitan un informe; si dicen que no hay lugar a la 
investigación, entonces no se creará la Comisión Investigado- 
ra. En ese sentido, el Reglamento es muy claro porque dice 
cuáles son las exigencias para que se pueda formar esa Comi- 
sión Investigadora, y habla de que tiene que existir entidad 
en la denuncia, seriedad de su origen y oportunidad o proce- 
dencia en la investigación. 


Por tanto, todo esto que estamos discutiendo hay que ha- 
cerlo en una próxima sesión, a partir del informe de la Comi- 
sión Preinvestigadora. Ahora debemos discutir acerca del tema 
para el que estaba convocada esta sesión, es decir, si se le- 
vantan los fueros al señor Senador Gandini y entre las dos 
mociones, que naturalmente plantean que no se levanten los 
fueros, si se entiende que hubo lugar a la formación de causa 
o no. La Comisión Preinvestigadora no se vota, se instala. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Temo ser reiterativo de lo que al- 
gunos señores Senadores han expresado, pero como se ha 
generalizado la discusión creo que cada uno debe dejar fijada 
su posición. 
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En primer término, quiero señalar una cuestión de procedi- 
miento. El Senado fue convocado en el día de hoy para tratar 
un orden del día que todavía tenemos por delante, y está con- 
siderando el segundo punto que dice: “Informe de la Comisión 
de Constitución y Legislación sobre el pedido de desafuero del 
señor Senador Jorge Gandini, solicitado por el Juzgado Letra- 
do de Primera Instancia en lo Penal de 7* Turno”. Esto es lo 
que estamos considerando y, por lo tanto, es lo que tenemos 
que votar en primer término. 


Si como consecuencia del debate aquí han surgido ele- 
mentos que mueven a algunos señores Senadores a pedir una 
Comisión Investigadora, naturalmente habrá que seguir ese 
procedimiento. Pero lo primero que debemos votar es el tema 
en el cual hemos entrado. 


Aprovecho para señalar en segundo término que me sor- 
prendió la moción cuando habla de investigar presuntas irre- 
gularidades en el ámbito del Poder Judicial. Cuando esto se 
leyó recuerdo que los señors Senadores del Frente Amplio 
dijeron que no pretendían investigar al Poder Judicial, pero 
eso está establecido en el texto de la moción. 


Creo que quien tiene que investigar si hay irregularidadaes 
en el ámbito del Poder Judicial no somos nosotros, sino el 
mismo Poder Judicial. Se trata de uno de los tres Poderes del 
Estado con idéntica jerarquía que los demás. Por lo tanto, se 
rompería el principio de la división de Poderes si nosotros 
entráramos a investigar en el ámbito del Poder Judicial. 


Señor Presidente: en una conversación privada he pregun- 
tado al señor Senador Gandini si el funcionario que insistía 
que él recibiera el sobre con la solicitud del Poder Judicial 
pertenecía a dicho Poder, si era un mensajero de una empresa 
o un empleado del Poder Legislativo. El señor Senador Gan- 
dini me dijo que se trataba de esto último. Entonces, si la 
irregularidad consiste en la entrega equivocada del expedien- 
te que en lugar de entregarse en el despacho de la Presidencia 
se entrega en el del señor Senador Gandini, se trata de una 
falta acaecida en nuestra Casa y no tiene nada que ver el 
Poder Judicial. En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia 
dirigió la nota al Presidente de la Asamblea General, es de- 
cir, a quien corresponde, que es la jerarquía máxima dentro 
del Palacio Legislativo. De manera que si hay una irregulari- 
dad, la investigación tiene que ser, como aquí se ha dicho, 
dentro de nuestra Casa. 


Si hubiera sido un funcionario del Poder Judicial el que lo 
hubiera entregado al señor Senador Gandini habría sido dis- 
tinto, pero se trata de un funcionario de esta Casa. En todo 
caso, tendríamos que haber pedido una aclaración a la Supre- 
ma Corte de Justicia y no investigar en el ámbito del Poder 
Judicial. Como señaló recientemente el señor Senador Batlle, 
me parece que no corresponde. De manera que se nombre o no 
una Preinvestigadora, es una cuestión que debe venir después 
de que agotemos lo que aquí se ha debatido y para lo que fue 
convocada esta sesión. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea aclarar que pese 
a que había hecho algunas gestiones para acelerar el trámite, 
esta moción entró a considerarse primero que la de fondo a 
que hace referencia el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: creo que lo que 
dio mérito al planteamiento está sumamente claro. Si se quie- 
re, se puede obtener la versión taquigráfica -que seguramente 
ya está hecha, aunque sin corregir- de las palabras del señor 
Senador Gandini y comprobar lo que él ha ratificado ahora 
en términos más breves. El señor Senador Gandini se exten- 
dió largamente acerca de la ausencia de sellos, del contenido 
que se declaraba en el oficio y su no correspondencia con lo 
que contenían los sobres, de cómo estos estaban doblados y 
de qué manera. Eso lo recibió así la Secretaría del Senado y 
yo también averigué lo que el señor Senador Pereyra pregun- 
tó hace pocos minutos al señor Senador Gandini. Naturalmen- 
te, antes de hablar en mi intervención sobre el tema de fondo, 
corroboré que eso había sido recibido en esa forma en la 
Secretaría del Senado y que había sido un funcionario envia- 
do por ésta el que había entregado en el despacho el material 
al señor Senador Gandini. Por lo tanto, los hechos son esos y 
las imputaciones las formuló el señor Senador Gandini; no lo 
hicimos nosotros. Es enormemente grave lo que se ha dicho; 
se ha acusado al Poder Judicial. Lo ha hecho el señor Sena- 
dor Gandini. 


SEÑOR GANDIN!I. - ¿De dónde sacó eso, señor Senador? 


SEÑOR GARGANO. - De la versión de sus palabras. Que 
ahora admita que ha cometido otro error además del inicial 
que dio trámite a todo, es harina de otro costal. Pero lo que 
se ha dicho, dicho está. 


SEÑOR GANDIN!I. - No tergiverse las cosas. 


SEÑOR GARGANO. - Además, voy a remitirme a lo que 
ha fundamentado con tanta brillantez en materia jurídica, como 
lo hace siempre, el señor Senador Mallo. Aquí no se está 
pidiendo que investiguemos la actividad jurisdiccional del Po- 
der Judicial, sino el trámite y el contenido de lo que ha remi- 
tido al Senado, que es algo absolutamente distinto. No vamos 
a investigar si un Juez dictó una sentencia bien o mal; a 
revocar una sentencia de la Suprema Corte de Justicia ni a 
indagar si se cometió alguna irregularidad en los trámites de 
algún expediente, sino lo que ha dicho el señor Senador Gan- 
dini: si remitió esos papeles en la forma que dice, o no. Esto 
lo ha expresado el señor Senador Mallo con toda lucidez y 
precisión y, al contrario de lo que dice el señor Senador Bat- 
lle, da mérito a que lo investiguemos. Eso lo podemos hacer 
para dejar a salvo el bien proceder del Poder Judicial, ya que 
no hemos sido nosotros los que hemos planteado el tema, 
sino el señor Senador Gandini. Nosotros simplemente nos re- 
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mitimos a comentar los contenidos de los informes y del ex- 
pediente del Poder Judicial. Desde luego, señor Presidente, se 
puede hacer lo que se desee con la moción, pero lo que man- 
da el Reglamento es que la Mesa designe una Comisión Pre- 
investigadora. No existe siquiera la facultad de que esto se 
debata; hay que nombrarla y después se verá si hay mérito o 
no, de acuerdo a lo que vote el Senado, para crear una Comi- 
sión Investigadora. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Veo que por la vía de las aclaracio- 
nes intervenimos reglamentariamente muy al margen del Re- 
glamento, del cual tanto se pide que se observe. Por lo tanto, 
debo decir que discrepo con lo que dijo el señor Senador 
Gargano. Acá lo que se pide es una investigación de irregula- 
ridades en el ámbito del Poder Judicial. Si constituimos una 
Comisión Investigadora, entonces, vamos a mandar buscar 
los miembros de la Suprema Corte de Justicia, a los Jueces, 
los Alguaciles o los Actuarios, para que nos expliquen cuál 
fue el trámite. ¿Eso es lo que el Parlamento puede hacer? ¿Eso 
es lo que se desea hacer? Si la Mesa dispone la constitución de 
una Comisión Investigadora, voy a pedir que se observe la 
conducta de la Mesa por antirreglamentaria. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Creo que aquí necesitaríamos al- 
gún gramático porque hay oraciones subordinadas a “sobre 
las acusaciones”. El objeto son las acusaciones y las demás 
son oraciones subordinadas que aclaran de qué acusaciones 
se trata. No se intenta investigar al Poder Judicial; es una 
Investigadora sobre las acusaciones. ¿Qué acusaciones? Las 
hechas en la sesión del día de hoy sobre presuntas irregulari- 
dades en el ámbito del Poder Judicial y sobre cuál fue el 
trámite. Esta es una oración subordinada a “sobre las acusa- 
ciones”. Esto es posible porque lo que se está pidiendo es que 
se investiguen las acusaciones que se hicieron. Lo que sucede 
es que esta frase aclara de qué tipo de acusaciones se trata. 
Son acusaciones sobre presuntas irregularidades -ni siquiera 
dice irregularidades- el trámite contenido en lo remitido. No 
se trata de irregularidades en el Poder Judicial sino en lo 
remitido. 


Quiere decir que, repito, son todas frases subordinadas a 
“sobre las acusaciones”. Pienso que lo que se pide es legíti- 
mo porque hubo una acusación y se solicita que se investi- 
gue. Habrá que ver cuáles fueron las acusaciones de la Comi- 
sión Investigadora y analizarlas, pero no se va a ir a investi- 
gar al Poder Judicial. De ninguna manera este texto de tres 
oraciones subordinadas al eje -que son las acusaciones- signi- 
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fica una investigación en el Poder Judicial. El objeto de la 
Investigadora es lo que se acusó, y después se aclara sobre qué 
son las acusaciones. 


Quiero dejar bien claro esto porque, de lo contrario, no 
votaría una investigación para el Poder Judicial. Sí apoyo una 
investigación de las acusaciones -que es lo que va a tener que 
hacer la Comisión Investigadora- sobre las irregularidades de- 
nunciadas en relación con el contenido de lo remitido. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Creo que lo que corresponde es 
superar este debate adelantado que estamos realizando sobre 
la solicitud de una Comisión Investigadora. Participo de la 
idea de la aplicación estricta del Reglamento y pienso que la 
Mesa no tiene otra cosa que hacer, si no se retira la moción, 
que designar la Comisión Preinvestigadora. Allí, quienes pi- 
den la Comisión Investigadora formularán las denuncias co- 
rrespondientes. Posteriormente, la Comisión Preinvestigadora 
realizará su informe y ese será el momento de llevar adelante 
esta discusión para llegar, con profundidad, a determinar lo 
que realmente ocurrió. 


Nosotros consideramos que el señor Senador Gandini no 
realizó ninguna acusación contra el Poder Judicial. Evidente- 
mente no lo hizo; simplemente relató hechos e hizo referen- 
cia a circunstancias, episodios, fechas y documentos que ve- 
nían del Poder Judicial. Todo eso lo va analizar la Comisión 
Preinvestigadora e informará al respecto. Los que solicitan la 
Comisión Investigadora tendrán que justificar las denuncias, 
probarlas y determinar si tienen elementos para involucrar 
actuaciones ocurridas en el Poder Judicial. 


Aquí la responsabilidad es clara: esta Comisión es solici- 
tada por parte de los firmantes; y el señor Presidente no 
puede hacer otra cosa que nombrar la Preinvestigadora. Esta 
se va a expedir y en esa ocasión vamos a realizar el debate 
que ya se está dando ahora, con todo el alcance posible para 
determinar las competencias, si hubo acusaciones y qué valor 
tienen las denuncias formuladas. 


Y los firmantes naturalmente, tendrán que llevar a la Co- 
misión Preinvestigadora todos los elementos de juicio nece- 
sarios para habilitar, si es posible, una investigación. Pero el 
momento de discutir no es este y creo que la Mesa no puede 
hacer otra cosa que proceder a nombrar la Comisión Prein- 
vestigadora. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor Senador Santoro: la Mesa 
participa de ese criterio. Entiende que la moción es inconsti- 
tucional, pero quien tiene que decirlo es la Comisión Prein- 
vestigadora y no la Mesa. 


SEÑOR STORACE. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR STORACE. - Mi intervención era en los mismos 
términos en que acaba de referirse con elocuencia el señor 
Senador Santoro. Su precisión respecto del alcance del artícu- 
lo 135 del Reglamento es exacta. Por lo tanto, considero que 
la Presidencia va en el camino acertado. 


SEÑOR GANDINI. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GANDINI. - Señor Presidente: lo que quiero que 
quede absolutamente claro y que también lo tiene que aclarar 
esa Comisión Preinvestigadora -que no tengo ningún proble- 
ma que exista porque soy yo quien plantea las dudas, pero no 
lo hago hacia adentro del Poder Judicial- es lo que yo dije 
aquí. Tiene que quedar absolutamente claro que no dije lo 
que está intentando hacerme decir el señor Senador Gargano, 
que quiere otra vez invertir las cosas en esta sesión. No es 
así, señor Presidente, nunca acusé al Poder Judicial. Si se 
quiere terminar esta sesión con esa conclusión para que la 
prensa mañana tenga un título, no es verdad, y tendrán que 
retractarse también. Yo no dije eso. Es más: allí aparecen cas- 
settes que son del denunciante y que constituyen la única for- 
ma que tuvo de aparecer la prueba de lo que puso por escrito. 
Porque las fechas que dijo fueron remitidas al Juez por esas 
radios y ahí no está lo que él dice que quise decir. Por lo tanto 
son falsas las expresiones que él pone en el expediente, y 
ahora aparecen aquí dos cassettes que no nos mandaron del 
Poder Judicial, según dice el escrito del propio Poder Judicial. 
Quiero que se aclare lo que yo dije: no acuso al Poder Judicial. 
Me extraño porque aparecen cuatro cassettes y no dos, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor Senador Gandini: si este 
es un problema de trámite y la Mesa tiene que cumplirlo, no 
abramos juicio sobre ello en este momento. 


La Mesa informa que la Comisión Preinvestigadora queda 
integrada por los señores Senadores Ricaldoni, Santoro y Kor- 
zeniak. 


Léase otra moción llegada a la Mesa. 
(Se lee:) 


“Visto lo solicitado por Oficio N* 417, de fecha 1” de 
setiembre de 1997 del Juzgado Letrado de Primera Instancia 
en lo Penal de 7” Turno, cursado al Cuerpo por la Suprema 
Corte de Justicia en el Expediente *Chiazzaro, Estanislao - 
Denuncia, Difamación e Injurias - Gandini, Jorge” Anteceden- 
tes F.P 79/1997, el Senado de la República resuelve que: no 
hay lugar a la formación de causa y por tanto no corresponde el 
levantamiento de los fueros del señor Senador D. Jorge Gandi- 
ni.” Firman los señores Senadores Storace Montes, Ricaldoni, 
Pereyra, García Costa, Rodríguez, Andújar, Batlle y Santoro. 
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-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-18 en 26. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: al margen de 
una aclaración también reglamentaria que seguramente va a 
recibir, como soy firmante de la moción no puedo integrar la 
Comisión Preinvestigadora; en cambio el señor Senador Sar- 
thou, que no es firmante sí puede hacerlo. Este aspecto queda 
a cargo de la Mesa. 


En segundo lugar, quiero aclarar que nosotros hemos vo- 
tado negativamente esta moción a pesar de que la que está en 
la Mesa y que hubiéramos deseado se leyera, dice que al 
estudiar el Senado si había lugar a la formación de causa, 
como dice el artículo 114, encontró que el señor Senador 
Gandini había difamado a Chiazzaro pero que, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 112 de la Constitución, no 
corresponde hacer lugar al pedido de desafuero. A su vez 
señalo, señor Presidente, que nosotros intentamos -como lo 
dije en la Comisión- que la negativa al desafuero saliera por 
unanimidad, para lo cual pedíamos el desglose en dos párra- 
fos de la resolución y la Comisión no hizo lugar a esto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR SARTHOU. - No quiero que esta expresión del 
señor Senador Korzeniak quede como solitaria, porque efecti- 
vamente fue cierto que en la Comisión intentamos votar de 
manera que no se hiciera lugar al desafuero, pero ello no fue 
posible porque no se admitió la mecánica de la votación. 


También quiero dejar establecido algo sobre el tema de la 
incidencia de la vida con respecto al episodio que aquí se ha 
motivado. La vida indica también que este episodio no fue 
aislado ni solitario, sino en el marco de una campaña suma- 
mente agresiva contra la Intendencia, y eso también es vida 
que ilustra el episodio concreto que ha estado en juego y en 
debate aquí. 


Muchas gracias. 
14) SE LEVANTA LA SESION 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 

(Así se hace a la hora 22 y 16 minutos, presidiendo el 
señor Senador Pozzolo y estando presentes los señores Sena- 
dores Arismendi, Astori, Bentancur, Gargano, Korzeniak, 


Millor, Pais, Pereyra, Sarthou y Segovia) 


DON LUIS BERNARDO POZZOLO 
Presidente en ejercicio 


Lic. Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


Sra. Quena Carámbula 
Don Gabriel Rodríguez Garcés 


Prosecretarios 


Don Freddy A. Massimino 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control de la Impresión 
División Publicaciones del Senado 


Dep. Legal N* 205147/98 


